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Este trabajo tiene cano objetivo, analizar la tramitación 

de los juicios ante los trib.males contencioso administrativos, en virtud 

de la característica especial que tienen estos trib.males, al depender 

formal.nente del poder ejecutivo y al miBTll'.> tiempo poseer amplias 

facultades para decidir en las cootroversias scrretidas a su jurisdicción 

y ccrnpetencia, ya que son tribunales de "estricto derecho", es decir, que 

desde el punto cfo vista material, son organismos jurlsdiccionales que 

"dicen el derecho", porque todos los actos y procedimientos que de ellos 

emanan tienen esta característica, y han demostrado su eficacia a través 

del leal desempeño en las funciones que desde su surgimiento han 

dem:lstrado los magistrados que lo jntegran. 

surge mi interés en realizar una investigación ilccrca de 
las pruebas, debido a su trascendencia en todo tl¡:x> de juicJo, porque es 

fundanental y decisivo que las partes acrediten ante el órgano juzgador 

los hechos objeto de la controversia, ya que verdad y certid1ttnbre, son 

conceptos que no siempre coinciden, y para el proceso, sea cual fuere mi 

naturaleza, es vital su coincidencia, es decir, quí! se prueben 

fehacientemente todos los hechos rroti vo de la litis, porque de ello 

depende el que se nonne correctamente el cC'iterio dol juzgador y se logre 

el reconocimiento del derecho que pretende hacer valer, y por 

consiguiente, el que se obtenga o una sentencia favorable. 
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El contenido de este trabajo lo iniciamos recurr:l.endo a la 

Teor{a General del Proceso para definir los conceptos de proceso y 

procedimiento y señalar sus respectivos principios en el juicio. Ya en 

el área administrativa, definirros al proceso contenc:l.oso admin"lstrativo 

Y lo· ubicamos como un juicio de anulaci6n, de justicia delegada y con plena 

autonan!a para decidir las controversias entre los particulares y la 

Administraci6n PÚblica, sin sujetarse en su sentencia al Poder Ejecutivo 

da quien depende formalnente. Trcluirros el estudi.o de las etapas que 

indudablemente se dan en todo juiclo, y que son: la postulatoria, la 

probatoria, la preconclusJ.va, que constituyen la instrucción del jui.c:l.o, 

y finalmente, la resoiutiva, que es donde el juzgador emite el fallo 

respectivo. 

rosteriorrrente, estudiaroos el análf.sis en ténninos 

generales del juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federad.ón y 

ante el Tribunal de lo COntencioso Administrativo .del Di.stri.to Federal, 

desde su cooipetencia e integraci.6n, hasta la formaci.Ón de su 

jurisprudencia. 

A continuaci6n, entramos al estudio del ~recho 

Probatorio, desde la etim::>log{a del conCE?pto "prueba", su naturaleza 

jur{dica, las clases de prueba ,principios que la rigen, as! corro el 

objeto y carga de la misma, hasta llegar al procedimiento probatorio que 

incluye el ofrecimiento, admisión, preparación, desaho;Jo de la pruebe-. y su 

respectiva valoraci6n. 

Por Últitro, nos alx:>caioos al procedimiento probatorJ o de 

cada WlO de los medias· de prueba y su tramitaci6n ante el Tribunal Ff scal 

de la Federaci6n y ante el Tribunal de lo contencioso Administrat:l.vo del 

Distrito Federal, ya que los nedios de prueba que reconoce la legislac:i6n 

irex.J.cana, son los mismos para todos los juicios, {X!ro su tramitacf.6n y 

y valoraci6n pueden diferir en cada proceso. 
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BL PROCESO CON'l'RllCIOSO ADHXHISTRATIVO·Y SUS ETAPAS 



CAPITULO 

EL PROCESO CONTEllCIOSO ADMINISTRATIVO Y SUS ETAPAS 

Antes de entrar en materia, es conveniente recordar que 

vivimos en un Estado de Derecho donde los actos producidos por el Poder 

Pdblf.co deben ajustarse estrictamente a la .ley, pero que no siempre esos 

actos se realizan conforme a la misna, ¡x>r lo que se han establecido 

medios ti:! control y legalidad de los actos administrativos para que loa 

afectados los impugnen y obtengan con ello su legalidad. 

la forma y nedios que se destinan a hacer realidad la 

sujeción de cada actuad ón de la Administraci6n PÚbUca al F.stado de 

Derecho, se determinan en la constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y en las leyes que de ella emanen. Tal situaci6n nos permite 

seii.alar algunos principios generales a los que deben apegarse los 

6rganos y funcionarios del Estado y que el autor Héctor Gonzalez Oribe 

resume de la siguiente forma: 

" a) I.a existencia de una Constitución, de preferencia 

escrita, que establezca cuales eon los Órganos del Estado y delimite sus 

atribuciones. Esta Consti tuci6n deberá tener supremacía jur!dica y a 

ella se deben ajustar todas las leyes, regléllll!ntos o decretos. 

b) El establecimiento por la COnsti tuci6n de una serie de 



garantías para la persona humana, que no pueden ser. violadas o alteradas 

por ninguna autor:f.dad. 

e) Reconocfodento estricto al princi.pi.o ñe legal:l.dad, por 

el cual "ninguna autor:l.dad podrá actuar, en el ámhi.to dP su competend.a 

si no ha.y alguna ley o norma de carácter general que se lo penni tñ." 

d) la divisi6n y equ:lli.brJ.o ñe los poderes públJcos, con 

un sistema de frenos y contrapesos, para evitar los abusos y 

extra! iml taciones. 

e) I.a posib:f.lidad de que los d.udadanos participen en los 

asuntos pÚblicos rrediante un gobi.emo representatJvo, con organización 

electoral.. " 1 

Al ser esto as!, observamos cl.ararrente que la 

organización legal en nuestro paf s tiene su base en lñ r.onstf tución de 

1917. Ia actividad del poder público debe sojetars estrictarrente a la 

OJnstitución y a las leyes que óe ella emanen, para lo cual se establece 

el artfcuJ.o 73 fracci6n XXIX-lt de la I.ey F\mdanental, que previene la 

existencia de Tribunales rlP lo Contencioso Administrativo dotados de 

plena autonania para hacerlas cumplir, como son, el Tribunal Fiscal de 

la Federaci6n y el Tribunal de lo Contencioso Adntlnistratlvo del 

Distrito Federal. 

1.1 El proceso y el procedimiento 

Proceso y procedimiento sou conceptos que constantemente 

causan confusión, hasta el punto de llegar a considerarse como 

sin6nf.Jros, sin que lo sean, pero a continuación los aclarareroos con la 

definición que de ambos expondremos. 

(1) GCtl'ZALEZ tlRIBE, Héctor. Teoda Pol{tfca, F.ditorial Porrúa, HP.xico 

1902. pág. 191. 



1.1.1 Proceso 

I.a palabra proceso deriva del Derecho C'.anónico y deviene 

de "procedere", término equivalente a avanzar según Menendez Pidal. 

En el campo de la ciencia jur!dica encontramos que el 

maestro Eduardo Pallares conceptúa al proceso como: " ••• una serie de 

actos jur{dicos que se suceden regulanrente en el tiem¡x> y se encuentran 

concatenados entre sí por el fin u objeto que se quiere reali.zar con 

ellos. I.o que da unidad al conjunto y vinculación il los actos, es 

prcct.~mmente la finaUclad que se persigue, lo que configura la 

instituci.ón de que se trata." 2 

carnelutti define al proceso C·.:m::>: "un conjunto de actos 

dirigidos a la formación o a la aplicación de mandatos jur{dicos, cuyo 

carácter consiste en la colaboración a tal fin de las personas 

interesadas con una o irás personas desinteresadas. 11 3 

Para el naestro Acosta Rarero, proceso es: "el conjunto 

de actos realizados conforme a determinadas normas, que tienen tmidad 

entre st y buscan una finalidad, que es la resolución de Gn conflicto, 
la restauración de W1 derecho, resolver una controversia 

preestablecida." 4 

(2) PALLl\Ri:i, F.duardo.Diccionario de Derecho Procesal Civil, Décima 
Edici6n, Editorial Porrúa, México, 1977. pág. 636. 

(3) CARHE:UJl'TI, Francisco. Instituciones del Proceso Civil, Vol. 1. 

Ediciones Europa-America, suenos Aires, 1959. pág. 21. 

(4) ltCOSTA RCl4ERO, Higue.l. Teoría General del Derecho Administrativo, 

2a. Edición, Editorial U!WI, Mfucico, 1975. pfu].166. 



El Licenciado Ci.priano Gánez Y.ara entiende al proceso 

come>: º· .. un conjunto complejo de actos del Estado como soberano, de las 

partes interesadas y de terceros ajenos a la relación sustancial, actos 

todos que tienden a la aplicacJ.ón de una ley general a un caso concreto 

controvertido para solucJ.onarlo o dirimirlo." 5 

Res¡;::ecto a la figura jurídica que nos ocupa, Couture la 

define conn: "una secuencia o serie de actos que se desenvuelven 

progresivanente, con el objeto de resolver rmdiante un juicio de la 

autoridad, el conflicto sanetido a su decisión" y agrega que "esos actos 

constituyen por sí mismos una unidad, pues la simple secuencia no es 

proceso sino procedimiento, toda vez que la idea del proceso es 

necesariamente teleol6gica en virtud de que su fin es su característica, 
es decir, la decisión de un conflicto rrediante un fallo." 6 

El maestro Alfonso nava ?legre te, caracteriza al proceso 

con dos notas constantes en las definiciones: primero porque es w1 

procedimiento, segundo, que en el se opera o efectua la función 

jurisdiccional, y nos dice: "todo proceso es un procedimiento, implica 

siempre un conducto que se revela en un conjunto o serie de actos 

procedimentales coordinados conforma.dos por la finalidad que persiguen y 

que en el proceso siempre es la voluntad de la ley, que es en lo que 

consiste el acto jurisdiccional de la sentencia y con lo que reviste a 

la justicia." 7 

Por su parte Jaime Guasp, nos dice que proceso es: "Wl 

(5) GCl'IEZ t.ARA, Cipriano. Teor~a General del Proceso, 3a. F.dición, 

Editorial UllAH, México, 19A?. pág. 111. 

(6) crcroRE J., Eduardo. Fundarrentos del Derecl., Procesal Civil, 
Editorial, De Palma, Buenos Aires, 1977. págs. 121-122. 

(7) IU\Vll Nml!E"m, A1fonoo.Derecho Pr<x:esal Administrativo, Editorial 
Porrúa, México, 1959. pág.73. 
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instrumento de sati.sfacción de pretensionesº, juridicanente liablando 

entiencie por satisfacción "no dar siempre la razón al reclamante, sino 

recoger, exarnJ.nar y decJ.dir por el Poder PÚbUco sobre le\ queja 

actuandola o denegando su actuación, según parezca o no fundada"; de ahf 

que no si empre ha de darse la razón a quien acuda ante el órgano 

jurisdiccional", as! también dentro del campo jurl.dico, nos señala que 

por pretensión debe entenderse "no una queja cualqui.era, sinD" 

determinada; cano una reclamación formal.mente dirigida por un miembro de 

la comunidad frente a otro ante el órgano pÚbli.co especf ficairente 

instituido para sati_sfacerla"; y continua dlciendo: "todo proceso exige 

una pretensión toda pretensión lleva consigo un proceso, ningún proceso 

puede ser mayor o rrenor o distinto que la correspondiente pretensión."A 

Con base en lo expuesto, observamos que en nuestro 

sistema juddico, tienen un caráct;.er jurlsdiccional, tanto los procesos 

que se tramitan ante los Tribunales Judiciales (depositarlos por 

excelencia de la funcJ.ón jurisdiccional), corro los que se tramitan ante 

las Juntas de <:onclUación y l\rbl traje y ante los Tribunales 

Administrativos. 

Podeoos concluir este apartado, señalando que proceso es 

\D'la i.nstituci.6n establecida por el derecho en la que el Estado 

ejercl endo la función jurisdiccional resuelve las controversias que le 

plantean las partes por nedio de una sentencia, y sus elementos los 

podencs enwrerar de la siguiente form.i.: 

1) Que el proceso se encuentre establecido en la ley. 

2) Que se presente un confl:l.cto de i.ntereses. 

3) Que un órgano del Estado ejerclendo la funci6n 

jurisdiccional decida en forma imparcial. 

4) Que las partes se encuentren en un plano de 

Igualdad. 

(8) GCJASP, Jaime. Derecho Procesal Civil, 2a. F.dÍción, Instituto de 
Estudios Politices, Madrid, 1961. pág. 66. 



1.1. 2 Principio rectores del. proceso 

Dentro del ámbito jurídico, podemos decir que los 

principios rectores del proceso son aplicables a cualquier tipo de 

juicio, ya que se consideran como los postUlados doctrinales y legales 

que rigen el conjunto de actos que de manera concatenada tienden a 

solucionar un conflicto de i.ntereses planteado ante el órgano 

jurisdiccional, y a continuaci6n los enunciamos: 

1) la funci6n juiisdiccional caro actividad exc1usJVi\ y 

obligatoria del Estado. De la observancia de este principio se desprende 

el roonopolio jurisdiccional que tiene el Estado. 

2) la gratitud del proceso. Es el pr'incipio por el cual se 

establece que de ninguna manera el F.stado cobrará a las p:lrtes p::>r 

ventilar sus conflictos, toda vez que se trata de un servicio pjblico. 

3) La imparcialidad de los funcionarios judiciales. Para 

que este principio tenga vigencia se requiere contar con la ausencia de 

interés en el proceso por parte del juzgador, SÓlo as{ ¡xxfrán erni tirse 

resoluciones justas que no tiendan a favorecer infundadamente a alguna de 

las partes. 

4) La independencia de la autoridad jurlsdiccJ.ona1. Por 

virtud de este principio se pretende que la justicia sea apl !cable en 

forma recta por los funcionarios encargados al efecto, rechazando todo 

tipo de coacci6n; es decir, otorgandoles plenas facultades para que 

puedan obrar librerente, sujetos tan s610 a los lineamientos que 

establezca la ley. 



5) De contradicción. Este principio se identifica con el 

enunciado que expresa: "?Jadie puede ser condenado sin haber sido oido y 

vencido en juicio" que tiene rango constitucional, en atención a que se 

encuentra plasmado en el artículo 14 de la Constituci.Ón Política de los 

Estados unidos MeJ:icanos. 9 

6) IAJ. publicidad del proceso. I.a observancia de este 

postulado viene a ser el complerrento idóneo del anterior, ya que prohibe 

la existencia de procesos secretos; y se da tanto a las partes corno a 

terceros i.nteresados la oportWlidad de que se presenten a juiclo a 

defender sus derechos. 

7) la obllgatorJ.edad de los procesos establecidos por la 

ley. En virtud de este principio las partes han de venti.lar su contienda 

ante el órgano jurisdiccional previcurente establecido por el Estado, sin 
que les este permitido modificar el procedimiento que la ley señala para 

su trámite, puesto que se trata de W1 acto emanado del poder 

legislativo, de observancia general y obligatorio. 

8) De la verdad procesal. ~iante la aplicación de este 

princtpio el funcionario jurisdi_ccional esta obligado a emitir una 

resolución con apego a las constancias que existen en el expediente, 

(9) Art. 14 Clonat. parrafo 2o. " l/adle podrá ser prlvado de la vida, de 

la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino 

nediante juicio seguido ante los tribuna1es previancnte 

establecidos, en que se cumplan las rormali.dades esenciales del 

procedimiento y confonne a las leyes expedidas con anterioridad al 
hecho." 

Delvis Echand!a, nos señala en su libro titulado: nociones Generales 

de Derecho Procesal Civil, que el principio en cuestión significa 

que al demandado debe respetarsele su derecho, disponiendo de algÚn 

término para contestar la demanda y contestar su defensa. 



dado que lo que no se encuentra en autos, no existe en el mmdo. 

9) El de cosa juzgada. Este postulado debe entenderse 

como la obligación que tienen las partes que hayan intervenido en 

juicio, de sujetarse a la resolución que le haya dado término, sin que 

les asista el derecho de plantearlo de nueva cuenta. 

10) El de igualdad. Con la observanci.a de este prlncipio 

se da a las partes Wl trato igual, es decir, ambos contendientes deben 

tener las mismas oportunidades para hacer valer sus derechos. 

1.1.3 Procedimiento 

Pai;a definir este concepto haremos referencia a la 
que nos proporciona el jurista Benri Capitant, diclendo que 
procedimiento: "deriva del latín procéder {proceder a una acci6n 
jurídica). En sentido amplio, rama de la ciencia del derecho que tiene 

p:>r objeto determinar las reglas de organización judicial, canpetencia, 

trámite de los juicios y ejecución de las decisiones de lrt justicia. En 
sentido estricto, conjunto de actos cumplidos para lograr una solución 

judicial." 10 

Para distinguir los conceptos procedimiento y proceso, 

recordaremos al maestro Alcalá Zamora, cuando nos dice que: "el proceso 
se caracteriza por su finalidad jurisdiccional canpositiva del litigio, 
mientras que el procedimiento se reduce a ser una coordinación de actos 

en marcha, relacionados o ligados entre si por la Wlidad del efecto 

jurídico final, que puede ser el de un proceso o el de una facc o 
fraguento suyo. As{ pues, mientras la noción del proceso es 

(10) CAPITNn', Henri. Vocabllario Jurídico, Traducción castellana de 

Aquiles Horacio Guaglianone, F.clit., Depalma, Buenos Aires, 1966, 

pág. 445. 



esencialrrente teleolÓgica, la de proccdimi.ento es de f.ndole formal." 11 

DeOO tenerse presente que el proceso nos da la idea de 

w1idad o totalidad, puesto que en varl as ocasiones el proceso está 

compuesto p:Jr w10 o más procedimientos; así. tenemos el trámite seguido 

en primara instancia, que es dJ.verso del que se observa en la segunda, 

pero no por ello implica dos procesos, sino que es uno que en ningÚn 

morrento ha ~rdi.do su wddad; mientras que el procedimiento es el 

conjunto de actos coordin;1dos que persiguen un fin especf.fico. 

1.1.4 Principios rectores del. procedimiento 

1) El de j nt~rés para intervenir en el juicio. 

Indispensable para el orden y la buena rrarcha del prcx::eso, se limita a 

las personas que tengan un interés jurídico y el derecho a intervenir en 

juicio. En el proceso contencioso sólo ti.enen interés jurídico para 

intervenir: el actor, el derrandado, el tercero J.nteresado y la 

Secretarfo de Hacienda y crédito PÚblico. 

2) El do inmediación. Este principio establece que debe 

haber \lllil inmediata comunicación entre el órgano jurisdiccional y las 

partes, en relación 

proceso. 
los hechos que del:en lmcersc constar en el 

3) El de economía procesal. Con la aplicación de este 

principio se trata de obtener el mayor resUltado con el mínimo de 

actividad procesal. Por tanto, se justifica la prevención de la demanda 

que no reúna los requisitos legales, para que al ser corregida desde el 

principio, no provoque activJdad procesal innecesaria. 

Ct l) ALCAIA ZN«lRA y CASTILLo. Proceso Autocomposid 6n y Autodefensa, 
Editorial Ul!AM, México, 1970. pág. llfi. 
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4) El de oralidad. Es aquel que surge de un derecho 

positivo en el cual los actos procesales se realizan de viva voz. 

El procedimiento oral ha recibldo rruchas críticas, 

anotando cano principales las siguientes: la de no pennltir conservar 

con precisión los eleroontos en que se ha de fundar el fallo y aquellos 

en que basan sus defensas las partes contendientes. 

5) El de la escritura. Este surge por disposición expresa 

de la ley, que señala que los actos procesales deben efectuarse en fonna 

escrita, el sistema escrito permite segui.r más cabalmente los ponoonores 

del juicio en form."l. cronolÓgica, presentando as{ mejores ventajas a la 

defensa y evitando las argucias del más hábil, as{ también es pertinente 

ttclarar que el procecHmlento escrlto prolonga en demasia el curso del 

proceso, pues permite el abuso de recursos y rredios encam.lnados a 

dilatar el lf.tigio. 

ó) El dispositivo. Este princ:l.plo consiste en que el 

ejerclcio de la acción procesal 

contendi.entes y no al juez, es 

está encruninado las partes 

decir, la iniciativa en general 

corresp:mde al actor o al demandado y el juzgador debe atenerse a la 

actividad de ellos, sin que le sea perrnl tido tanar iniciativas 

encaminadas a desarrollar el proceso por su cuenta. 

7) El inqtll.sitivo. Por. el contrario al citado con 

antelact.ón, este princl pio se entiende corn:> aquel en el cual la 

iniciación y el ejercicio de la acción procesal estan encaminados al 

juez, quien debe de proceder de oficio, sin esperar que las partes 

impulsen el proceso. A través de este principio el juez se encuentra 

facultado para invcsti.gar la verdad por todos los medios legales a su 

alcance, sin que la inactivi.dad de las partes lo obligue, ni lo limite a 

decidir \mica.mente sobre los nedios que estos aporten en autos, al ser 

esto así, el juzgador puede dirigir el proceso con iniciativa propia. 

8) El de preclusi.ón. Con este principio se busca el orden, 

10 



la claridad y la rapidez en la rrarclta del proceso, se entiende como 

tal, la división del proceso en una serie de rromentos o períodos, en los 

cuales se reparte el ejercicio de la actividad de las partes, de nanera 

que los actos deben corresponder a detenninado ¡:er{odo, fuera del cual no 

pueden ser ejecutados, y si se ejecutan no tienen valor alguno. 

l. 2 Concepto de proceso contencioso administrativo 

I.os autores administra ti.vos, admJ. ten que lo contenci.oso 

administrativo implica,, atribufr· a un tribunal situado fuera del poder 

judicial, verdadera juri.sdiccion para dirimir conflictos surgidos entre 

los particulares y los 6rganos de la administración pública, a fin de 

que los actos de éstos queden srnretidos a su 

independencia de este tribunal frente a los 

Ejecutivo. 

juzgamiento, adenás de la 

demás órganos del Poder 

En sentido gramatical, contencioso admJnistrativo es el 

pleito que pertenece a la administración p(lbUca, contoversi a entre 

gobernante y gobernado. 

La Enciclopedia Universal Ilustrada, nos define el 

contencioso administrativo como: "la recla.JMci6n que se interpone, una 

vez apurada la vía gubernativa, contra una resa1uci6n dictada por la 

Administaci6n Pública en el ejercicio de sus facultades regladas y en la 

cual se vulnera un derecho de car&cter administrativo establecido con 

antelaci6n a favor del reclanante por la ley, un reglamento u otro 

precepto de análoga naturalza. 11 12 

(12) Enciclopedia Universal Ilustrada Europeo-Americana, 'l'Olro XV, 

Editorial, Espasa C<llpe, Hadr:l.d, 1979. pág. 150. 
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Para el maestro Andrés Serra Rojas, el contencioso 

administativo est "el juicio o recurso que se sigue, sobre pretensiones 

fundadas en preceptos de derecho administrati.vo que se litigan entre 

particulares y la administración pÚblica, por los actos ilP.gales de ésta 

que lesionan sus derecl1os. 11 13 

Por su parte Héctor Fi.x Zanrudi.o, describe a los tibunales 

administrativos corro: "todo organisroo que con independencia de su 

encuadramiento dentro de la administrad ón o del Poder Judicial, esta 

dotado de autonomía, y por lo tanto, p.iede resolver en forma imparcial y 

suprapates, una controversia o litigio de carácter administrativo. "14 

Al respecto el maestro Alfonso ?lava ?legrete, define al 

contencioso administrativo coroo: "el proceso pronDVido por los 

administrados o la administración pública contra actos de esta Últine. 

ante 6rganos jurisdiccionales." 15 

El Doctor Jorge Carpizo, establece en forma genérica que: 

"el contencioso administrativo es el exanen jurisdiccional de los actos 

administrativos." 16 

(13) SERRA ROJllS, Andrés. Derecho Administrativo, 13a. Edición Tomo II, 

Editorial Porrúa, México, 19A5. pág. 634. 

(14) FIX Zl\HJDIO, Héctor. Organización de los Tibunales Administrativos, 

Revista del Tribunal Fiscal de la Federación, !lo. 4o. 

Extraordinario, México, 1971. pág. 179. 

(15) llAVA !IEGREl'E, Alfonso. Op. Cit., pág. 116. 

(16) CARPI7D H, Jorge. Estudios constitucionales, Editorial, UUAM, 

México, 1980. pág. 179. 
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Estas dos Últimas deflnicJones son las más c:ompletas, ya 

que en ellas se localizan acertadcurente los elementos indispensables 

para hablar de contencioso administrativo, mismos que son: l) evitar la 

revisión del acto por la autari.dad emisora del mismo, 2) indi.car la 

intervención de un juez imparcial y, 3) que el acto administrativa sea 

competenci.a del contencioso administrati.vo. 

1. 2 .1 Tribuna.tes de justicia retenida y de1egada 

I.os autot:'es al hablar de tribunales administrativos, 

hacen raferencia a tribunales de justici.a retenida y de justicia 

delegada, a continuación indicarerros a que se refieren, con base en los 

arguroontas que al respecta nas proporciona el rraestro Andrés Serra 

Rojas: 

•'r.os tribWlales de justicia reten:f.da carecen de 

autonomla respecto de la administración. su praposito es formular o 

elaborar proyectos que se sarreten a su aprobación. IDs tribunales do 

justicia delegada poseen autonomía respecto de la administración y se 

encuentran facultados para dictar sentencia. su carácter jurisdicc:f.onal 

e independiente lo caracterizan corro un verdadero tribunal, lo cual no 

acontece con los tribunales de justicia retenlda." 17 

1. 2. 2 Tribunales de plena jurisdicción y de anulación 

t.a doctrina al referirse al contencioso administrativo, 

nos indica el de plena jurisdJ.cción y el de anulación. El priJTDro en 

(17) SERRA RWl\S, Andrés.Op. Cit., pág. 640 
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materia federal, se ventila en nuestro país, ante los Tribunales 

Judiciales Federales, y el segundo ante el Tribunal Fiscal de la 

Federación y en materia local, ante el Trlbunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal. 

El tribunal de plena jurisdicción puede anular el acto 

que se impugna ante el, y aun estará en posibilidad de condenar a la 

autoridad administrativa, para que emita otro acto con el cual se 

satisfagan las pretensiones del actor, el tribunal de referencia también 

pue<Je ordenar la ejecución de u."la obra y la autoridad administrativa 

convertirse en ejecutora de esa orden, ya que el actor (X>drá recurrir 

ante dicl10 tribunal por los madios idóneos en caso de incumplimJento de 

la sentencia; en ese caso el tribunal requerirá a la autoridad para que 

cumpla con la sentencia, am:mestandola y previni.endola de que en caso de 

renlE?lcia se le impondrá una mu1ta, y si la autoridad persistiere en su 

actitud, solicitará al superior jerárquico de la. autoridad que se niegn 

a cumplir con la sentencia, para que conmine al funclonario responsable 

para que le de cumplimiento, sin ¡:erjuicio de la nrulta i.mpuesta~ Tal 

situación no se da en los tribunales de anUlación, ya que estos se 

limitan sólo a declarar la valides o la nulidad de la resolución 

impugnada ante ellos, absteniendose de condenar la autoridad 

administrativa, por lo cual, ante el incumplimiento de la sentenci.a 

emitida por este tribtmal, el afectado deberá acudir ante los tribunales 

judiciales de la federación para el logro de su pretensión. 

1.3 Etapas proccsa1es del cantax::iooo acminietrativo 

En todo tipo de proceso existe una secuencia de etapas 

que no necesariairente son idénticas, pero que indiscutiblerente se dan y 

en cada uno de ellos existe Wla primera etapa que se denanina 

instrucción, y otra llamada juicio, la primera abarca los actos 

procesales del tribunal, de las partes y de los terceros, con los cuales 

se precisa la litis, se desarrolla la actividad probatoria y se formulan 

14 



alegatos, es decir, se aportan al juici.o los elementos necesarios para 

que el órgano jurisdiccional que corresponda, se encuentre en 

posibilidad de dictar sentencla; en tanto que la segunda etapa, abarca 

los actos procesales rrediante los cuales se emite el fallo respectivo. 

El maestro cipriano Gánez I.ara, divide el proceso en 

varias etapas, las cuales esquematiza de la siguiente forma: 

Instrucción 

Juicio 

Etapa postulatoria 

Etapa proba to ria 

Etapa preconclusi va 

Etapa en que se dicta sentencia 

En el ámbito contencloso administrativo de anulación, el 

proceso se d1.vi.de en instrucción y juicio, e incluye laa etapas arriba 

menci.onadas y que a continuaci6n exp::mdremos. 

1.3.l Etapa poetulatoria 

Respecto a la etapa postuJ.atoria, el maestro F.duardo 

Pallares apunta quei "El poder de postulación consiste en la facultad de 

pedir al juez o tribunal la tutela jurldica que se le solicita" lA, y 

nos remite al concepto de: "juspostulante", el cual significa: el 

derecho de postular ante los tribunales, que consiste en que sólo 

determinadas personas estan facultadas legalmente para hacer las 

proroocf ones necesarias a la iniciación 

proceso."19 

(18) Pl\Ll..\Rl!S, Eduardo. Op. Cit., pág. 126. 

(19) Ibid. págs. 519-520. 
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Esta etapa se inicia con la demanda y culmf na con la 

contestación respecti.va, dado que las partes a través de dlchos libelos 

afirman o niegan sus pretensiones o resistencias, es deci.r., exponen los 

hechos, los conceptos de anulaci.ón y ofrecen las pruebas que consider<Jn 

pertinentes con el objeto de obtener una sentencia favorable a sus 

intereses, de donde se desprende que la etapa concluye. Esta es la etapa 

donde se fija la litis, ea decir, se determina la nateria respecto de la 

cual habrá de probarse, alegarse y sentenciarse. 

1.3.1.1 La demanda 

Canen?..arerros por determinar el concepto de demanda dentro 

de la Teoría C",eneral del Derecho Procesal, para posterio~nte 

referirnos a su ubicación en el contencioso administrativo de anulaci6n. 

Jairre Guasp, define a la demanda corno: "el acto t!pf co y 

ordinario de inf.ciación procesal o, df.cho con más extensión, aquella 

declaración de voluntad de una parte, por la cual ésta solfd ta que se 

de vida a un proceso, que comience su tramJ.tación." 20 

Ilelvis Echand{a por su parte, nos indica que la demanda 

es: "un acto de declaración de voluntad, introd11cti.vo de la postulación, 

que sirve de lnstrumento para el ejercicio de la acción y la af!nnación 

de la pretensi6n, con el Un de obtenP.r la apU.caclón concreta de la 

ley, por una sentencia favorable rrediante un juicio. 11 21 

(20) Glll\SP, Jaime. Derecho Pocesal Civil, 0p. Clt., pág. 30Q. 

(21) DELVIS ECHJ\NDIA, Hemaldo.Tratado de Derecho Procesal Civil, Vol 

III, Bogota, 19fi3. pág. 45. 
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Al. ser esto así, resulta que todo proceso supone una 

demanda y <;.:rno en todo proceso, en el contencioso administrativo, la 

demanda debe ser i.ntroductiva de la pretensión; es por ello que el 

maestro Briseño Sierra considera que: "la demanda expresa un conjunto de 

datos que tienen valor no sólo para el proceso, sino para el litigio, 

entendido corro la discrepancia sustantiva. Ia demanda es el acto 

inicial, la prinera activi.dad encaminada a la resolución del. Tribunai. 

Practica.rrente incóa el proceso pero también es acto que objetiva 

diversas circunstanci.as: a) identlfica a las partes; b) precisa el acto 

administrati.vo hnpugnado; e) narra los antecedentes de hecho; d) invoca 

los fundrurcntos de derecho: e) determina las pruebas conducentes; f) 

erJ1ibe los documentos C'Onstitutivos de la pretensión y, g) justJ.flca la 

competencia del trt bunal." 22 

1.3.1.2 ReqUieitoe de la demmda 

Tocla demanda de anulación debe revesti.r ciertos 

requisitos de substancia y forma. I.os prirreros son esencia, y su 

ausencia da lugar al desechamien to de la demanda por improcedente; en 

tanto que los segundos, revisten de fonna a la demanda y su ausencia 

origina que se prevenga al actor para que dentro del término conccd:l.do 

para subsanar la omisión o la irregt1laddad de que adolece, la subsane, 

aperci.bi.endolo, que de no sati.sfacer di.cho requerimiento se desechará la 

demanda o se tendrán por no ofrecidas las pruebas por no reunir los 
requisitos de ley. 

El I.i.cenciado Hargain Manatou, señala que los requisitos 

(22) BRis!Ñ:> SllllRA, Humberto. Derecho Procesal Fiscal, 2a. Edición, 

Editorial, l\ntigua I,ibreria Robledo, México, 1975. pág. 15 
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esenciales de la demanda los constituyen: ºa) que se únpugne 1.D'la 

resolución acbninistrativa; b) que esa resolución satisfaga las 

características que exige la ley; e) que la resolución reclamada quede 

comprendida, sea en el caso general o en alguno de los casos especiales 

de la canpetencia del tribunal de anulación, y d) que la reclamación se 

haya hecho en tiempo." 23 Incluiremos lllla oba_ervación al citado 

tratadista, porque en el inciso b), considera como requisito esencial de 

la demanda, que la resolución impugnada satisfaga las caracteristicas 

que exige la ley, cirCWtstancia inaceptable, porque-si. la resolución 

impugnada satisface los requisitos, ello misrtD implica que la resolución 

no sea i.Jnpugnable, cksoo que no se darían loe supuestos que establecen 

las leyes para su impugnación, y por consiguiente no se podría pretender 

su nulidad, por lo cual cxmsideramos que de los requ:J.sitos esenciales 

que emm:era el I.icenciado Manatou, debe suprimirse el contenido del 

inciso en cuestión. 

En cuanto a los requisitos de forma, el tratadista 

mencionado en el párrafo anterior, expresa que la denenda de anulación 

deberá contener todos los elem:mtos requeridos por la ley, entendiendose 

por tales elementos: el nanbre del actor y el domicilio que señala para 

oir notificaciones, as{ como los del tercero interesado cuando lo haya, 

cuando se demanda la nulidad de una resolución favorable a un 

particular, debe mencionarse el nanbre y el danicilio del demandado, 

identificarse la resolución o procedimiento impugnado, las autoriades 

demandadas, los hechos en que apoya la pretensión, los conceptos de 

anulación que se hagan valer con los cuales se pretende desvirtuar la 

legalidad de la . resolución o acto iaipugnado y las pruebas que se 

proponga rendir, y p:Jr Último, deben adjuntarse a la demandll las copias 

que la ley establece de los d~ntos anexos a la misma.. 24 

(23) lWlGAlll IWll\TCU, l!llld.11o. De lo Contencioso Mministrativo de 

AJ\ulaci6n, · 2a. ·Edición; Héxico, l9ñ9. págs. 102-103. 

(24) lbid. 
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Para concluir nuestra exposici6n acerca de la demanda de 

nulidad, observmoos que la misma debe reunir, tanto los requisitos de 

esencia cano los de forna rrencionados con antelaci6n, con el objeto de 

evitar que el trfbunal realice actuaciones innecesarlas y 

consecuentesrente se logre que la actividad del tribunal sea nás efi.caz y 

traiga consigo que la justi.cia administrativa sea más pronta y expedita. 

1.3.l.3 La ccoteetacl6n de la .-inda 

Al respecto el ne.estro F.duardo Pallares, seffala que la 

contestaci6n de la demanda ess "el escrito en qe el demandado evacua el 

traslado de la demanda y da respuesta a ésta." 25 

Por su parte José de Vicente caravantes, nos dice que 11 1a 

contestaci6n a la demanda es la respiesta que da el demandado a la 

petici6n del actor." 2ñ 

A1 ser esto as{, poderos conclulr que la o:ml:.estaci6n a la 

demanda viene a ser, el ejercicio de la acci6n desde e punto de vista 

oontrarlo al del demandante, op:miendo las exepclones y defensas que 

considera pertinentes para rebatir loe conceptos de anuaci6n esgrimidos 

por el actor. 

En torno a los requisitos de la contestaci6n de la 

(25) PAUARES, l!daatdo. Op. Cit., pág. 190. 

(26) CARAVNrl"l!S, Joeé de Vicente. Tratado Hiot6rico crítico Flos6tico de 

loe procedimientos Judiciales, Editores Gaspar y Royng, Madrid, 

1956. pág. 109. 
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demanda de nulidad, deberoos remitirnos a lo expuesto en relación a la 

demanda, ya que no debemos perder de vista que la contestación es la 

respuesta que da el demandado a la petición del actor y por tanto 

implicitamente deberá contener los mismos requisitos de substancia y de 

forma exigidos para la admisión de la demanda. 

En el escrito de o::mtestación de la demanda, además de 

mencionarse el núrtero de juicio, la sala correspondiente, señalar en su 

caso las pruebas que ofrezca y de estar firmada por quien la emite, se 

hará referencia a las cuestiones de previo y especial pronunciamiento 

cuando las haya. Estas cuestiones pueden consistir en: improcedencia, 

sobreseimiento o la configuración de al.gÚn incidente a los cuales se 

refiere concretamente la ley en cada caso. 

normalmente al producirse la contestación de la demanda, 

se fija la litis, misma que en el proceso contencioso se constituye con 

los hechos y conceptos de anulación esgrimidos por el actor en su 

escrito de dema.nda y los argl.Drentos vertidos en la contestación, con los 

cuales el demandado refuta dichos conceptos de anulación. 

Antes de concluir nuestra referencia sobre la etapa 

postUlatoria del proceso contencioso, es cunveniente aclarar que en el 

caso de que la demanda o su a:mtestación no sean admitidas por el 

instructor, no obstante que dicl1os libelos reWlan los requisitos de 

esencia _Y forma rrencionados, o bien que indebidamente los admitan cuando 

no reunan tales requisitos, las partes pueden agotar el recurso de 

reclamaci6n, cano lo previene el artículo 63 de la Ley de lo a:mtencioso 

Administrativo del Distrito Federal. El c6dl.go Fiscal de la Federaci6n, 

ya no regula que se objeten· mediante este recurso y en .estos casos· 

previene que se i.nterponga un incidente de objeci6n de ciertos autos 

adm.isorios, en el Últim:> p..írrafo de su artículo 228 bis. 
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l.3.2 Etapa probatoria 

El maestro F.duardo Pallares, nos i.ndica que probar: "es 

producir un estado de certidumbre en una o varias personas respecto de 

la existencia o inexistencia de un hecho, de la verdad o falsedad de tma 

proposición." 27 

El maestro Cipriano Gémez I.ara. considera que la etapa 

probatoria de la instrucción del proceso, se desarrolla en cuatro 

momentos, que son: ofreci.miento, admisión, preparación y desahogo de la 

prueba. Puntos que tratarexros en detalle, en el capitulo IV de este 

trabajo. 

1. 3. 3 Etapa prcoonclusiva 

En el Derecho Procesal, este período de la instrucción, 

se conoce como etapa de alegatos o conclusiones de las ¡:.artes, dado que 

en el proceso civil las partes formulan sus alegatos, en tanto que en el 

penal, el Órgano acusador presenta sus conclusions acusatorias y la 

defensa sus conclusiones absolutorias. Al igual que en todo proceso, en 

el contencioso administrativo, las partes contendientes están facultadas 

para forrmilar alegatos o conclusiones. 

El maestro Gémez Tara, considera que los alegatos son: 

ºuna serie de consideraciones y razonamientos que la parte hace al juez, 

precisarrJ!nt.e sobre el resultado de las dos etapas ya transcurridas ••• 11 

continua diciendo que "la parte le esta enfatizando al tribunal qué es 

(27) PAILARES, Eduardo. Op. Cit., pág. 657. 
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lo que ella y su contraria han afirmado, negado, alegado, aceptado, 

etc., y, por otra parte, que extremos de esas afirmaciones y de esas 

pretensiones, así de córro esas resistencias, han quedado acredi.tadas 

a través de las pruebas rendidas y, en virtud de esa relación entre las 

afirmaciones y las pruebas, le eatan adelantando al juez, obviarrente en 

tono de petición, cuál debe ser el sentido de la sentencia.º 28 

Por su parte el rra.estro Eduardo Pallares, entiende los 

alegatos coroo: "la exp:>sición razonada, verbal o escrita, que hace el 

abogado para demostrar, conforme a derecho que la justicia asiste a su 

cliente. 11 29,· y por ·conclusiones: "las afirma.clones o tesla que las 

partes formulan en el juicio, después de rendidas las pruebas, y en las 

que liacen una síntesis de lo que pretenden obtener del órgano 

jud.sdiccional y de sus respectivos fundairentos de hecho y de 

derecho. " 30 

En el contencioso administrativo de anulación, el 

Magistrado instructor, una vez concluida la sustanciación del juicio y 

no existiendo ninguna cuestión pendiente que impida se resolución, 

notificará a las partes concediendoles un plazo para formular StJs 

alega tos por escrito. 

l)Jrante la secuela del proceso, es potestativo que se 

produzcan alegatos de las partes contendientes, dado que su anisión no 

afecta la tramitación del misrro, pero se consideran necesarios toda vez 

que con ellos se pretende acreditar ante el tribunal que conforne a 

derecho la justicia asiste a quien los fonrtJle, ya que presentados en 

tiempo deberán ser ~nsiderados al dictar sentencia. 

·(28) <n!BZ URA, Ciprlano. Op. Cit., pág. 127. 

(29) PAIURl!S, F.doardo. Op. Cit., pág. 78. 

(30) Ibid. pág. 169. 
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Con la fornrulaci6n de alegatos o sin ellos, segÚn el 

caso, al vencer el plazo quedará cerrada la instrucción, declarandose 

vistos los autos para dictar la sentencia respectiva, y con ello se 

concluye la instrucción del proceso para abrirse la etapa procesal del 

juicio. 

1.3 .4 Etapa resolutiva 

Cerno ya mencionamos en párrafos anteriores, el juicio es 

la segunda etapa del proceso y entrai"ia el procedimiento a través del 

cual se dicta o pronuncia sentencia, en esta etapa (micarrente interviene 

el juzgador, es decir, que el actory el demandado no i.ntervienen durante 

la enisión del fallo respecti.vo. 

con la exposición de las etapas o periodos denaninados 

doctrinalmente i.nstrucción y juicio del proceso, cubrirros la tood.a del 

maestro Cipri ano nórrez l.c"lra respecto al contenido de todo proceso; pero 

en el ámbito contencloso admlni.strativo de anulación, las sentencias 

emitidas por las salas, no siempre t.errnlnan dlcho proceso, dado que 

pueden ser recurridas, ya sea porque la autoridad o el particular las 

impugnen. ?Jos pnnnitiroos rebasar los lineamientos seiialados por el 

citado tratadista, ya que el juicio de nulidad, corro todo proceso, 

concluye una vez que se dicta sentencia firne, entendiendose por tal, Ja 

que no admite recurso alguno, o bien la que admitiendolo, éste no se 

agote. El estudio de estos recursos lo haremJs, al referimos a la 

tramitación del juicio ante el Tribunal Fiscal de la Federación y ante el 

Tribunal de lo Contencioso AdministratJ.vo del Distrito Federal, en los 

capitules II y III respectl.vamente. 
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CAPITULO 2 

TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIOll 

2.1 Antecedentes y fundamento constitucional de1 contencioso 

administrativo de anul.ación 

Por la naturaleza del presente estudio, únicamente 

definiremos los rredfos de control de la legalidad de los actos 

administrativos que se ventilan fuera del área administrativa, es decir, 

el proceso contencioso administrittivo de anulación. 

El antecedente del contencloso adminf.strativo en 1-Éxico, 

"se debe a la iniciativa del distinguido jurista don Teodosio r • .ares, 

quien inspirado en la doctrina y jurisprudencia francesa pranovió la 

"I.ey para el Arreglo de lo Contendoso Adfninistrativo", del 25 d~ mayo de 

1853 .•• Se instala con ese notivo, Wl tdbunal de justicia reteni.da 

denominado Consejo de Estado a semejanza de la institución francesa ••• 

Esta J.ey indicaba expresrurente que el Poder Judicial quedaba excluido 

para conocer de las cuestiones administrativas, cuya solución se 

encomendaba al aludido consejo, que formaba parte de la estructura del 

Poder Ejecutivo. Ia vigencia de la Iey Y.ares fué breve ••• pues, trecUante 

ley de 26 de noviembre de 1855, se abrogaron todas las disposiciones 



relacionadas con la admJ.nistración de justicia." 31 

En la <;onsti.tución de 1857, no se J.ntroduce ninguna 

disposJ.cJ.ón que reglamente el contencioso admin:I strativo en nuestro 

pa!s. Y lo misroo sucede con la Const:f.tución de 1917. 

Es hasta el 27 de agosto de l 93ti, cuando se promulga la 

I.ey de JusticJ.a Fiscal que crea el Tibunal Fiscal de la Federación: 

organizandose formalmente en México lo contencioso administrativo. Se 

ubicó al tribunal dentro de la estructura del Poder Ejecutivo, bajo el 

sistema de justicia dÉ!legada (son los tribunales que formalm:!nte se 

ubican en el campo de la administración, pero que son plenanentn 

autónaoos al resolver las controversias, y a su vez, reallzan una función 

no propi.ii'UT'ente administrativa sino jurisd:f.ccional). El cóctigo Fiscal de 

la Federación de 3 de diciembre de 1938, abrogo la ley mencionada, y el 

tribunal paso a ser regulado por dicho ordenamiento. 

Para sustentar la constituciona1J.dad del Tribunal Fiscal 

de la Federación, se adiciona en el año de trMñ, el segundo p."Í.rrafo 

fracci6n primera, del artículo 104 cunstitucional, que la letra 

establecía: "En los juicios en que la Federación este lnteresada, las 

leyes podrán establecer recursos ante la suprema Corte de Just:f cJ a 

contra las sentencias de segunda instancia o contra las de tribunales 

administrativos creados por I.ey Federal, siempre que dichos tribunales 

estén dotados de plena autonan{a para dictar sus fallos." Esta reforma 

previno que s6lo por I.eyes Federales pueden crearse tribunales 

administrativos y que éstos deben ser dotados de plena autonan{a. 

El fundamento constitucional actual para la existencia de 

tribunales de lo contencioso administrativo lo encontramos en el 

(31) VAZmEZ Gl\LVA!I, Armando. García Silva llgustín, El 'rnibWlal de lo 

contencioso Administrativo del Distrito Federal,ediciones Orto, 

México, 1977. pág. 27. 
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articulo 73 fracci.ón XXIX-H de la Constitución POlÍtica de los Estados 

Unidos Me':icanos, que a la letra preceptúa: 

Art. 73.- "El congreso tienn facultad: 

XXIX-H. Para expedir leyes que instituyan tribunales de 

lo contencioso-administrati.vo dotados de plena autonomía para dictar sus· 

fallos, que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susclten 

entre la arlrnlnlstrad.ón pÚblica federal y los particulares, 

estableciendo las normas para su orgnnizaci.ón, su ftmcionnmiento, el 

procedimiento y los recursos contra sus resoluciones." 

Del te):to consti.tuci.onal 

tribunales nchninistrati.vos, son 

se 

una 

puede inferir que los 

instituci.ón formalmente 

admi.nistrativa. Sin ~.mbi\rgo, desde el punto de vista materinl, su 

funci.Ón es la de un organismo jurisdiccional que "dice el derecho", es 

decir, que los proce<limientos y actos que de él emanen, ti.enen esta 

Últhna naturaleza. 

2. l. l Análisis de la ley orgánica del tribunal 

fiscal. de la federaci6n. 

t.a t.ey Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, se 

publicó el 2 de febrero de JQ70 en el Diario Oficlál de la Federación, y 

surge como respuesta al proceso de regionalización en materia de 

administración tributaria, desde entónces ha pretendido llevar la sede 

de la autoridad tributaria al lugar de orígen donde se realiza la 

situaci6n jurídica de hecho prevista en las leyes fiscales. 

El Tribuna Fiscal ele la Federación caro lo establece esta 

ley, se integra p:>r wm sala superior y p:>r 17 snl.as regionales. 

El Presidente de la República es quien nombra con 
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aprobación del Senado, cada sei.s años a los Magi.strndos del Tdbunal 

Fiscal de la FHleradón, qui.enes ti.enen la categoría de numerarios y 

supernumerarios, estos ÚltJroos, suplen en sus ausencJ.as, a los 

Magistrados de las salas regionales y de la sala superior. 

I.a ley establece para ser Magi.strado, los siguientes 

requisitos: 1) ser nexicano por nacimiento, 2) mayor de tre:f.nta años, 3) 

de notoria buena conducta y, 4) ser I.icenciado en Derecho con un mínimo 

de cinco años de ejercicf.o profesional en materia fiscal antes de la 

designación. 

I.a sala superior. esta compuesta de nueve Magistrados, y 

para sesionar se requJ.ere de un m!n:f.mo de se:f.s, adoptando sus sentencias 

por mayoría de votos, pero para fijar o modificar la jurisprudencia 

fiscal, sólo la sala superior establecerá y fijará la jurisprudencia, 

contorne al art. 259 del CFF. 

2.2.1 ~tencia de la sala truperlor 

La sala superior del tribunal fiscal de la federación, es 

competente p.>ra: 

l. Fijar la jurisprudencia del tribunal. 

2. ~esolver los juicios con características especiales 

en los casos establecidos por el propio código. 

3. conocer las exitativas para la impartición de 

justicia que pranueven las partes, cuando los magistrados no formulen 

proyecto de resolución que corresponda o no emitan su voto respecto de 

proyectos formulados por otros magistrados, dentro de los plazos 

señalados por la ley. 
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4. (~alificar las recusaciones, excusas e impedirrentos de 

los magistrados y, en su caso, designar. al magistrado que deba 

sustJ tuirlo. 

5. Resolver los conflictos de competencia que se 

suscf.ten entr.e las salas r.egfonales1 y 

fi. Establecer las reglas para la distribución de los 

asuntos entre las salas regionales, cuando ltaya más de una en la 

circw1scr.ipcfón territorf.al, así como entre los magistrados instructores 

y ¡x>nen tes . 

2. 2. 2 Son atribuciones de la eaJ.a superior 

1. Designar de entre sus miembros al Presidente del 

tribunal, quien lo será también de la sala superior. 

2. Señalar la sede de las salas reglonales. 

J. Dirigir la buena marcha del tribunal y la pronta 

impartid ón de justic! a. 

4. Evaluar el funcionamiento de las salas regionales y 

dictar las medidas que sean necesarias para rrejorarlo. 

5. Dictar las medidas quo sean necesarias para 

investigar las responsabilidades de los servideros p{1blicos establecidas 

en la ley de la materiat aplicar a los magistrados, secretarios, 

actuarios, peritos y demás servidores públicos del tribunal, las 

sanciones adminJ.strativas correspondientes, y proponer a la autoridad 

competente su aplicación, en caso de destitución. 

28 



ñ. Fijar y cambf.ar la adscripción de los magistrados de 

las salas regionales, de los secretarlos, de los actuarios y de los 

peri tos del tribunal. 

7. Designar de entre los magistrados supernunerarios a 

los que suplan las ausencias de los magistrados de las salas regionales. 

B. Nembrar al secretario general de acuerdos, al oficial 

mayor, a los secretarios y actuarios del tribunal y a los pcrf. tos del 

mismo, así como acordar lo que proceda respecto a su reiooción. 

9. Acordar el nanbramiento, cambio de adscripción y la 

renoci6n de los empleados administrativos del tribunal, cuando preceda 

conforme a la ley. 

10. Conceder licencias a los magistrados, hasta por un 

nea cada año con goce de sueldo, siempre que exista causa justificada 

para ello, y no se perjudique el funcionamiento del tribunal, y en los 

términos de las disp:.lsiciones aplicables, a los secretarios, actuarios, 

peritos y personal administrativo del tribunal. 

11. Dictar las nedidas necesarias para el despacho pronto 

y expedito de los asuntos de la competencia del tribunal. 

12. Designar las canisiones de magistrados que sean 

necesarias para la administraci6n interna y representación del tribunal. 

13. Pro¡xmer anualmente . al ejecut:Jvo el proyecto de 

presupuesto del tribunal. 

14. Expedir el reglaioonto interior del tribunal y los 

demás reglamentos y disposiciones necesarias para su b.len 

funcioruuniento. 

15 Desi.gnar de entre sus rrúembros, a los rragistrados 

29 

I · 



visitadores de las salas reglonales, los que darán cuenta del 

funcionamiento de éstas a la sala superior; Y 

lñ tas demás que establezcan las leyes. 

2 .2 .3 Integraci6n y cmq>etencia de las oaias regional.es 

ras salas rogionales se integran }X)r tres nagistrados 

cada una. Actualmente existen 17 salas regionales que conservan la 

G'Ornp9tenci.a terrJ.torial que anteriorrrente tenían las achninistraciones 

fiscales regfonalAs, hoy coot'dfnacJones de aclndn:fstración fiscal. 

Las salas regionales son competentes para conocer de 

juicios de diversa índole, cuando las sentencias tengan el caráctet' de 

definitivas, entendiendose ?Jr ellas, todas aquellas que no puedan ser 

impugnadas por un rP.curso o trerli.o de defensa cuya inteqx:>slci ón sea 

obligatorfa, en los térmlnos de las leyes de la rratel:'ia, siempre y 

cuando las resolucf_ones no hubieren causado estado, es dcclr, r.o sean 

cosa juzgada, en virtud del tiempo transcurrido entre su notif1caci6n 

y el plazo establecido para impugnarlas, sin que esto Últ.imo haya 

sucedido. 

r.a Ley Orgánica del Tribw1a1 Fiscal de la Federaci6n, en 

sus artículos 21, 23 y 24 determina la canpetend a de las salas 

regionales en raz6n del territorio y por entidades federativas, ¡::or lo 

cual, el conocimJ en to respecto de la impugnaci.ón de las resoluciones 

definitivas antes mencf.onadas, se hace respecto de las emitidas p:JC' 

autoridades ordenador-as con seda en la jurisdicción de las salas 

regionales y si los juic!os surgP.n con rrotivo de la ejecución de dicltas 

resoluciones, concx::erá la sala r-egional que tenga jurisdicci6n respecto 

de la autoridad ejecutora. 
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2. 2. 3 .1 Incxq>etencia por raz6n de territorio 

Cuando ante una de las salas regionales se pronrueva 

juicio del que otra deba conocer por razón de territorio, esta se 

declarará incorrq:etente y conrunicará su resolución a la que en su 

concepto corresponda ventilar el negocio, enviandole los autos. 

Recibido el expediente por la sala requerida, decidirá de 

plano dentro de las 48 horas siguientes, si acepta o no el conocimlento 

del mismo. 

Si la sala regional requerida lo acepta, romunicará su 

resoluci6n a la requirente, a las partes y a la sala superior. En caso 

da no aceptarlo, hará saber su resolución, a la requirente, a las partes 

y remitirá los autos a la sala superior. 

Recibidos los autos, la sala superior determinará dentro 

de los cinco días siguientes, a a1a1 sala regional corresponde conocer 

del juicio, pudiendo señalar a alguna de las contendientes o a sala 

diversa, comunicando su decisión a las mismas, 

remitiendo los autos a la que sea declarada competente. 

las partes, y 

cuando una sala esta conociendo de un juicio r¡ue sea de 

la canpetencia de otra, cualquiera de las partes podrá recurrir a la 

sala superior, exhi.biendo copia certificada de la demanda y de las 

constancias que estime pertinentes. Si éstas fueron suficientes, la sala 

superior resol vera la cuestión de competencia y ordenará la remisi6n de 

los autos a la sala regional que corresponda. Si las constancias no 

fueren suficientes, podrá pedir infonro a la sala regional cuya 

competencia se denuncie y resolverá con base en lo que ésta exponga. 
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2.3 causas de impedimento y """'1Sils 

J.os magi.strados del tribunal fiscal de la federación 

estan :Impedidos para conocer de los asuntos que ante ellos se tramiten, 

cuandoi 

l. T:I encm lnterés personal en el negocio. 

2. Sean padent.es consanguíneos, afines o civiles de 

alguna de las partes o de sus patronos o representantes, en línea recta 

sin limitación de grado y en lf.nea transversal dentro del cuarto grado 

por consangin:fdady segWldo p:>r. afinf.dad. 

3. Han sido ~"ltronos o apoderados en el mlstro negoc:lo. 

Cano sustento de esta causa1, citamos a continuac:lón una 

tesis de la sala superior del tdbunal fiscal de la federación, que a la 

letra establece: 

EXCUSA.- ES PROCEDE!ll'E IA CUE FORHUIA EI. MAGISTRADO PARA 

CO!IOCER DE Ul!A C0!11'ROVERSIA E!l !A QUE Ilrl'ERVIllO El! SU MOMElTrO COMO 

PATRQK> DE U?U\ DE IJ\S PARTF.S.- Si de autos consta que durante la 

instrucción del juicio de nulidad, uno de 1os Magf strados que integran 

la Sala Regional del Tribunal Fiscal de la Federaci6n intervino como 

patrono defendiendo los intereses de una de las partes, es evidente que 

no puede pronunciarse sobre la legalidad de la resolución impugnada por 

existir el impedhrento previsto en el artículo 204 frncci6n III del 

CÓdigo Flscal de la FederacJ.ón, por lo cual deberá designarse al 

Magistrado SUpernU?Mrario que lo substituya al dictar la sentencia 

relativa." 32 

(32) Revista del Tribunal Fiscal de la Federaci6n !lo. 33, Ja. Epoca, 

septiembre de 1990. pág. 20. 
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4. Tienen amistad estrecha o enemistad con alguna de las 

partes o con sus patronos o representantes. 

5. Han dictado el acto lmpugnado o l1an i.nterveni.do con 

cualquier carácter en la emisión del mismo o en su ejecución. 

6. Figuran corro parte en un jui.cio s:imilar, pendiente de 

resolver. 

7. Estan en una situación que pueda afectar su 

imparcialidad en forma análoga o más grave que las mend onadas. 

2.4 El proceeo contencioeo administrativo 

es un juicio de nulidad 

I..a. Ley de Justici.a Fiscal de 1936, establecía en su 

exposición de nctivos, que el contencioso que regulaba, sería lo que la 

doctrina conoce con el ncxnbre de contencioso de anulación, y agregaba 

que el tribunal no tendría otra función que la de declarar la nulidad o 

do reconocer la valido E de actos o procedimientos, y que fuera de esta 

órbita la administración púbUca conservaría sus facultades. Durante la 

vigencia de esta t..cy, se sustentó una tesi.s de jurf.sprudencia, que a 

continuación transcrJbiretros, porque señala clarrunente la naturaleza 

jurídica del tribunal fiscal de la federación: 

"TRIIJUlll\L FISCAL DE LI\ FEDERACial. - La naturaleza 

jurídica del procedimlcnto que ante él se desarrolla, es simplerente la 

de un contencioso de anulación y no de plena jurisdicción. 11 33 

Si. bien es cierto que el artículo 239 del CFF, dispone 

(33) Jurisprudencia del Tribunal Fiscal de la Federación. 1937-1985. 
pág.9. 
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que cuando se declara la nulidad de la resolución impugnada, la sala 

indicará los términos C'Onforne a los cuales debe dictar nueva resolución 

la autoridad demandada, ello no implica que el TFF pueda obl:l.gar a la 

autoridad demandada a actuar en determinado sentido, toda vez que los 

actos tendientes a la ejecución de tales resoluci.ones, tendrán que 

emanar de dichas autoridades fiscales, esto se debe a la naturaleza del 

propio tribunal, pues si.ende de anulación, carece de nedios para obligar 

a las demandadas a emitir un nuevo acto administratlvo. 

De todo lo anterior, se J.nfi.ere que las autoridades 

administratlvaa conservaran siempre todas sus facultades respecto a la 

revisión, liquidación o imposición de sanciones a los particulares y que 

el tribunal no tiene todos los poderes habituales del juez, ya que no 

puede más que convalidar o nulificar el acto que es puesto a su 

consideración, pero sin nodificarlo, ni menos aún, dictar uno nuevo. 

2.5 E1 juicio de nu1idad es un prooeoo 

de estricto derecho 

Del articulo 239 del CFF, se deduce que las sentencias 

del tribunal fiscal, se fundarán en derecho y examinarán todos y cada 

uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, debe inferirse que 

cualquier cuestión que se plantee en el juicio, deberá ser resuelta 

conforma a la ley y tomando en cuenta la resolución, la derranda ,la 

contestación, las pruebas y los alegatos. Por lo tanto , es claro que el 

proceso C"Ontencioaa· admini.strativo de anulación, no es un juicio de 

equidad, sino de estricto derecho. 

2.6 Iq;>rocedencla de1 juicio de nu1idad 

El CFF, en su artículo 202 enumera las resoluciones 
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respecto de las cuales es :lmprocodente el juicio ante el tribunál fiscal, 

en los casos y por las causales sigui.entes: 

1. oue no afecten los intereses juddicos del 

demandante. 

2. cuya hnpugnación no corresponda conocer a dichO 

tri.bunal. 

3. Que hayan s:I do mci:terla de sentencia pronunciada ¡x>r 

el tribunal flscal, sie.mpre que hubiere identidad de partes y se trate 

del mismo acto impugnado, aunque las violaciones alegadas sean di versas. 

con esto se pretende evitar que no haya dos juici.os respecto del mismo 

acto, y puedan emistf.r sentenci.as contradictori.as. 

4. Respecto de las cuales hubiere consenti.miento, 

entendiendose t'JUP. hay consentimiento, Únicamente cuando no se prorrovi.o 

a1g{m medí o de defensa en los términos de las leyes res~ctivas o ju.id.o 

ante el tribunal flscal en los plazos que señala el CFF. 

El consentimiento puede ser tácito o expreso, el prJ.mero 

se di'I cuando el juicio no se prooruevc dentro de los plazos legales; por 

lo que se refi.ere al segundo, este debe ser expreso e indubltable. Can 

esta causal se infiere el principio de definitividad que deben tener 

tocios los actos que se impugnen ante el tribunal fiscal. 

Con esta causal, se precisa que sólo existe 

consentfrni.ento, cuando no se promueve medio de defensa, en el término de 

ley, y no es aceptación expresa, que el p.i:rticular firne en la 

resolución que acepta la deternd.nación y la liqui.dación de difer.encias, 

CQn'O lo sustenta la jurisprudencia de la sala superior del tribunal 

fiscal de la federilción, y que a la letra establece: 

IMPl!OCEDE?ICIA.- <'.ASO E?I El, CUAI, 110 El<ISTE CX>!ISE!ITIMIE!ll'O 

EXPRESO.- Uo es eJ:acto que cuando el actor estampa su firma en una 

resolución bajo la leyenda que aparece impresa: "Acepto la deternrlnacion 
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y la liquidaclón de diferencias", la consi.cnta eJqlresarrente, pues en 

primer tl.empo di.cha aceptación al estar impresa en el documento no 

significa que fue hecha rx>r el afectado, sino puesta rx>r la autoridad; 

resultando de ello, que no e':istió w1 verdadero consentimlento por parte 

del actor, pues de haber. 9'Üstit: , él, de puño y letra, hubiera 

estampado no sólo su firma, si.no la frase en r:uestión, que es, en Última 

instancia, a través de la cual se habd.a reflejado ese consentimiento. 

Además conforme al artículo l íl03 del r.ódigo Civll de apli.cación federal, 

dicho acto debe ser i.nterpretado como un acuse de recibo que ti.ene por 

única finalidad el certificar que el causante recibió en form.:"'t. personal 

el docurrento en cuestión: máxime si se tiene en cuenta que dichos 

causantes no son especialistas en derecho fi.scal, y que en el roomento de 

llacercélcs entrega de una liquidación, los mi srros la podrán flrmnr sin 

saber sl se encuentra fornn1lada conforme a la ley, por cuyo motivo SP 

les otorgn el térrnlno de qui.nce dlas para que se alleguen a per.sonas que 

los asesoren a efecto de impugnar las resoluclones que a su juicio los 

perjudiquen, o blen que de lo contrario se conformen con ellas." 34 

5. Que sean materia de un recur.so o julcfo que se 

encuentre pendiente de resolución ante una autoridad administrativa o 

ante el propio tribunal. Esta causal procede> cuando el recurso o ncdio 

de defensn se encuentra previsto en el céxHgo fiscal, en una ley fiscal 

o administrativa, pero no en disposi.ciones que no tengan ese carácter, 

corro serían los reglarrentos y acuerdos no fiscales o administrativos. 

6. Que puedan impugnarse por algÚn recurso o rredio de 

defensa, con excepción de aquellos cuya interposi.ción sea optativa. El 

artículo 117 del cFF, prevee que el recurso de revocación procederá 

contra las resoluciones definitivas que: determinen contribuclones o 

accesoriosr nieguen la devolución de cantidades que procedan conforrre a 

derecho y, las diversas de éstas, que dicten las autoridades aduaneras. 

(34) Tesis !lo. 49, J .T.F.F., i937-19B5, 2a. Epoca, págs. AB-89. 
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7. Que sean cone1ms a otro que haya sido impugnado por 

algún recurso o rredio de defensa diferente. Para los efectos de esta 

fracción, se entiende que hay commidad siempre que concurran las 

causales de acumulación previstas por el ar.t. 219 del C:FF, que son las 

que a continuación enunciarros: a) riue las partes sean las mismas y se 

invoquen idénticos agravios, b) siendo diferentes las partes e 

invocandose df.stintos agravios el acto impugnado sea uno mf.smo o se 

impugnen varias partes del miSIOO acto, o que c)independfentemente de 

que las partes y los agra vi os sean o no di.versos, se i.mpugncn actos que 

sean unos antecedentes o consecuencla de los otros. 

o. Que hayan sido impugnados en procedimiento jurtir:ial. 

9. Contra ordenamientos que den normas o i.nstrucciones 

de carácter general y abstracto, sin haber sido aplicados concretamente 

al prorovente. Este apartado nos rei.tera que el tribunal fiscal no puede 

conocer de la inconstltucionalidatl de las leyes, ya que esto es 

atribución del Poder Judicial Federal. 

10. r.uando no se haga valer agravi.o alguno. 

11 • cuando de las constancias de autos aparecire 

claraJTente que no existe el acto reclamado, y 

12. En los demás casos en que la improcedcnciil resulta 

de alguna disposición del CFF o de las leyes fiscales especiales. 

la procedencia del juicio será examinada p::>r el 

magistrado sin que medie solicitud de las partes, ya que la presencia de 

alguna causal de improcedencia impide que pueda praroverse el juicio de 

nulidad. 
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cuando la improcedencia del juicio se advierte al rromento 

de presentar la dem.."lnda, el magistrado instructor deber-á desecharla, 

mientras que sJ. la causa de improcedencia se da en un momento posterior, 

se presenta entonces, el sobresei.mi.ento del juicio, el cual debe 

decretarse tan pronto como aparezca la causal de improcedcnci.a. 

2. 7 Sobreseimiento del juicio de nulidad 

Para el maestro Eduardo Pallares, sobreseer significa: 
11cesar en una instrucción y dejar sin curso ulterior un procedlmiento; 

las causales de sobreseimlento, hacen que los juicios promovidos ante 

los tribwmles se determinen por la falta de alguno de los elenentos 

consti.tutJvos de carácter fundamental." 35 

El artículo 203 del CFF, establece las causales de 

sobreseimiento de los juicios ante el tribunal fi.scal de la federaci6n; 

l) cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causales 

de J.mprocedenc.1 a; 2) en el caso en que el demandante muera durante el 

juicio, si su pretenslón es intransmisible o si su m.crte deja sin efecto 

el proceso: 3) si la autoddad deja sln efecto el acto impugnado, y 4) 

en los detrás casos en que por disposición legal haya impedimento para 

emitir resolución en cuanto al fondo. 

2. 8 El juicio de nulidad ante el tribunal. fiscal. de la federación 

El código Fiscal de la Federación se reformó por decreto 

publicado en el Diario Oficial de la Federaci6n, el 5 ñe enero de 1988, 

(35) PAIURES, F.duardo. Op. Cit., pág. 258. 
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y en la exposición de rrotivos de esta reforma, se señaló la necesidad de 

simplificar los proced:l.mientos contencioso admJ nistrativos, eliminando 

diversas lnstanc:l.as: el recurso de nulidad de notificaciones, 

substituido por la instancia procesal denanJ.nada, impugnación de las 

notificaciones de créditos fiscales, a través del cual, se busca que la 

impugnación de las notificac:l.ones se haga conjunt~nte con la 

impugnación de la resolución, y por Último, se eli.minan algunos recursos 

de la fase contenciosa, a:m:> es el recurso de revisión de las sentencJ.as 

que dictaban las salas region<'tles del tribunal fi.scal, que ahora queda 

asignado a los Tribunales Colegiados de r.ircuJ.to ccmpetentes en el lugar 

en que tenga res:l.dencla la sala regional correspondiente. 

También se reformó la ley Orgánica del Tribunal Fiscal de 

la Federación, para delimitar la competencia de las salas r-egionales, 

de la sala superior y regular con ello las resoluciones de ambas. 

Al ser esto así, estudiaremos el procedimiento y 

tramitación del juicio de nulidad en base a las disposiciones vigentes. 

2.e.1 SUpletoriedad del. código de prooedimientoe civiles 

El artículo 197 del código fiSC-dl de la federación, 

previene que los juicios que se tramiten ante el tribunal fiscal, 

deberán ser resueltos conforne a las reglas que el propio ordenamiento 

establece, y sólo a falta de disposición expresa, se aplicará 

supletori~nte el · eódigo federal de procedimientos civiles en la 

sustanciación del juicio de nulidad, siempre que se refiera a 

instituciones previstas en el CÓd:l.go fiscal, y que la disposici6n 

supletoria se avenga al procedimiento contencioso establecido por este 

Últim::i. 

De esta forna observam:>s, que las instituciones ajenas a 

las que regula el código fiscal de la federación, no pueden aplicarse 

supletoriamente en el procedimiento contencioso administrativo. 
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2.B.2 Partes en el juicio de nulidad 

En todo juicio de nulldad, existen como partes, las 

figuras de actor, demandado y en ocasiones la del tercero interesado. 

En el juicio de nulidad, tienen el carácter de actor a· 

demandante, como lo llama el cócHgo fiscal, los particulares afectados 

en sus derechos por resoluciones definit:l.vas que emitan las autoridades 

administrativas, ya sea en forma P..xpresa o tácita, entendiendose por una 

resolución administrativa tácita, la que se configura cuando la 

autoridad omite resolver respecto a la solicitud que el pc"'lrticular le 

fornn.ila, en este caso nos encontrarnos ante la negatlva ficta de la 

autoridad, que es lmpugnable ante el tribunal fiscal de la federación, 

como lo previene el artículo 92 del CFF, cuando la autoddad 

administrativa no resuelve los recursos o peticiones de los ¡:.articulares 

en el término de noventa días. Corro sustento de esta figura presentarros 

a continuac:l.ón las tesis 205 y 124 segunda época, del TFF: 

"lll'X".ATIVA TI.CITA.- SE COlrrIE!IE El1 FORMA IMPI.Ir.ITA Ell UllA 

RESOI.UCIOll EXPllESA DE Al1l'ORIDAD, CUAllJXJ Ell El.LA SE G!ITE 

RESOi.VER RESPECTO A t.o SOLICITADO POR QUIEll PRCffiJEVE !JI 

UlSTA?1CI.A .. - Si un militar retirado solicita que se le 

otorgue un arrento en su l\Clber de retiro en la misma 

proporci6n en que se a1..tI00ntaron los haberes de los 

militares en activo confonre a lo dispuesto por el 

artículo 21 de la Isy del Instituto de Seguridad Social 

para las Fuerzas Ame.das M:?.xicanas, y la autoridad,en su 

resoluci.ón, únicanente otorga un increrrento en cantidades 

fijas que no corresponden al porcentaje pedido por el 

prorrovente, debe entenderse que dicha resolución expresa 

contiene impUcita una resolución negativa a otorgar el 

incremento corro fue solicitado .. 11 36 

(36) Tesis 110. 205, J.T.F.F., 1937-19RS, 2a. Epoca, págs. 171-172. 
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llFI:ATIVl\ FICTA.-SE COUFIGUAA SI !JI AUTORIPAD 110 llOTIFIC:A 

Al, PROMO\TEllTE COll AITrERIORIPAD A !JI PRESEllrACIOll DE !JI 

DEMA?IDA, !.A RESOI.UCTOr: EXPRESl\.-Dc conformidad con lo 

di.spuesto por el artf etilo 92 del CÓdjgo Fiscal de ln 

Federaci.ón, la negati.va ficta se configura cuando las 

instand.as o peti.ciones que se formulen a las autoridades 

administrativas no sean resueltas en el térmi.no que ia· 

ley f:f.ja o, a falta de término establecido, en noventa 

d{as, De este precepto se deduce que aún cuando la 

autoridad haya emi.tido resolución sobre el recurso 

i.nterpuesto por el particular, si di.cha resolución no es 

notificada antes de que se promueva el juicio respectivo, 

se configura la negaHva fi.cta en virtud de que esa 

resoluci.ón no fue conocí.da por el particular y, ¡x>r lo 

tanto, no puede tenerse como resuelta la instancia o 

pet:f ci ón de acuerdo con el precepto citado." 37 

En el contencioso de anulación, también puede ser 

demandante la secretaría de Hacienda y Crédito Público cuando pretenda 

que ias resoluciones admi ni strnti vt1s de carácter i.nciivi dual, favorables 

a un ~utlcular, sean rrodificadas por el tribunal fiscal de la 

federación, mediante jui.ci.o que se haya Iniciado ell éste tribunnl p:>r 

dlcha autoridad, asf lo establece el artfculo 3fi del CFF. 

Tendrán el carácter de demandados, las autoridades de la 

administración pública federal y los organiStTOs fi scnles autónorros que 

hayan dictado, ordenado la ejecución, o ejecutado las resoluciones 

definitivas que lesionm los intereses jud.dlcos de los particulares, 

estableciendo la fracción IIJ del artículo 19A del CFF, com:J regla 

general, el que sea demandado el titular de la dependencia o entidad de 

la admini stract.ón pública federal, Procuraduría General de la RepÚblica 

o Procuraduría C'.eneral de Justicia del Distri.to Federal de la que 

dependa la autoridad admlnlstratlva que emitió, ordenó o trato de 

(37) Tesis !lo. 124, J.T.F.F., 1937-1985, 2n. F¡:oca, pág. 128. 
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ejecutar la resolución impugnada; también es demandado el particular a 

quien favorezca la resolución cuya nodi ficación o nUl id ad pretenda la 

autoridad admini.stratf.va, y en todo caso, la Secretaría de Hacienda y 

crédito PÚ.blico será parte demandada en los julcios en que se 

controviertan actos de autoridades federativas coordJ.nadas. Este 

argumento se ratifica, con la tesis de jurisprudencia del tribunal 

fiscal de la federación que se sustentó en el año de 1937, durante la 

vigencia de la ley de Justicia Fiscal de ese misroo año, y que ahora 

citruoos: 

"SECREl'ARIA DE HACIE!m.\.-Es parte de todo juicio, aun 

cuando no sea actora ni demandada, y por lo nú.smo, debe 

notificársele todos los acuerdos que se djcten E>n los 

juicios de que conoce el Tribunal de la Federación: 

enviandole, adetáa, una copia ~ la demanda cuando se 

trate del auto de admisión de la misma." 38 

También es parte en este juicio el tercero que tenga tm 

derecho incompatible con la pretensi6n del demandante, corro lo establece 

la fracción IV del artículo 198 del CFF, y la tesis de juri.sprudencla de 

la sala superior del tribunal fiscal de la federación y que textualmente 

sefiala: 

PROCl!DIMia1l'O. -SE DEBE REPOllER POR 110 HABER SIDO 

EMPI.l\ZAIJO A JUICIO EJ, 'l'El1CERO mrERESADO.-De oonfonnidad 

con lo dispuesto por el nrtículo 173, fracción III del 

Código Fiscal de la Federaci6n, será parte de un juicio 

de · nUlidad el tercero que en el procedimiento 

administrativo aparezca corro titular de un derecho 

incanpatible con el que pretende el actor; en tal vf_rtud, 

de acuerdo con lo previsto p:>r el artículo 200 del citado 

ordenamiento, debe ser emplazado a juicio corriéndole 

traslado con una copia de la demanda para que la conteste 

(38) Tesis establecida durante la vigenc:f.a de la I.ey de Justici.a Fiscal, 
J.T.F.F., 1937-19A5, pág.A. 
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dentro del térmlno legal, y de no hacerlo as{, se CX>mete 

Wla violación substancial al procedinrl.ento, debiendo por 

conslguiente, ordenarse la reposici.ón del mism:J, a Un de 

que se de cumplim:l.ento al Últi.lllJ de los dispositivos 

legales invocados." 39 

2. 8. 3 La demaJXla 

I.a dermnda es el docwrcnto nediante el cual el denandante 

ejercitando su derecho de acción, busca obtener la satisfacci6n de su 

pretensión jurídica. 

En el artículo 208 del CFF, se establece qoola demanda de 

nulidad deberá cont_ener, los si.gientes requisitos: 

l. El nanhre y domicilio del derrandante. Al escrito 

inicial de demanda debe acanpañarse, el dcx:wrento con el que se acredite 

la personalidad o en el que conste que le fue reconocida por la 

autoridad demandada, si l1ubo algún trámite o recurso administrativo 

previo. 

2. ta resolución que se impugna. Del:e adjuntarse también, 

copia de la resolución imptJ:)llada y del acta de notifi.cación en su caso, 

excepto cuando el demandante declare bajo protesta de decir verdad que 

no recibió constancia o cuando hubiera sido por correo; si la 

notificación fué por edictos deberá señalar la fecha de la Última 

publicación y el nanbre del Órgano en que ésta se ldzo. 

3. Ta autoridad o autor-idades demandadas o el nanbre y 

domicilio del particular d1311andado. 

(39) Tesis !lo. 70, J.T.F.F., Vi37-19AS, 2a. Epoca, pág.99. 
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4. t.os hechos que dan notj vo a la demanda. 

5. las pruebas que ofrezca. El demandante debe adjuntar 

las pruebas documentales que ofrezca cuando éstils deban estar en su 

poder y cuando esto no sea factible, la solicituc~ presentada ante la 

autoridad en cuyo poder obran di.ellas pruebas, indicando en la demanda de 

nulidad con toda precisión, la autoridad y el expediente en que se 

encuentran las mismas y bajo protesta de decir verdad, su imposibilldad 

de obtenerlas. Si se ofreciera la prueba pericial, deberá rendonarse el 

nombre y domicilio ~el ped to y anexar el cuestionario que deba 

desahogar el perito flrrnado i:or el demandante. 

6. I.a expresión de los agravios que al demandante le cause 

el acto impugnado, El demandante debe fundar en derec110 su pretens:i.Ón y 

relacionar debidarrentc los agravios y los hechos con las pruebt1s r¡uo 

ofrezca. 

7. El nombre y dornicillo del tercero interesado cuando lo 

haya. 

r.a presentación de la demanda deberá hacerse, ante la 

sala regional en cuya circunscripción territorial radique la autoridad 

ordenadora de la resolución impugnada. I.a demanda también puede enviarse 

por correo certificado, sólo cuando el actor tenga su domiciUo fuera 

de~ lugar de residencia de las salas y, en este caso, se tendrá como 

fecha de presentaci6n la del día en que se entregue en la ofici.na de 

correos. 

Toda prom::x:ión deberá ser firmada_ por quien la formule o 

por quien este legalrrente autorizado para ello, y sin este requisito se 

tendrá por no presentada, a rrenos que el prcmovente no sepa o no pJeda 

firmar, caso en el que, imprimirá su huella digital y firm.irá otra 

persona a su ruego. 
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I.a demantia se presentará, por. regla general, dentro de 

los cuarenta y cfnco dfas hábiles siguientes a aquel en que haya surtido 

efectos la noti f'i.cad.ón ele la r.esolm:ión que se impugna. 

A la demanda deben acompañarse: 1) una copla de la misma 

para cada una de las partes, 2) el documento que acredite la 

personali.dad, 3) el docuroonto en que conste el acto impugnado o, copia· 

de la instancia no resuelta por la autoridad. 4) constancia de la 

notificadón del acto i.mpugnado, 5) cucstJ.onario que del:x! desahogar el 

perito, y 6) las pruebas documentales que se ofrezcan. 

En. caso de no adjuntarse a la demanda estos documentos, 

el magf strado instructor requeri.rá ne<liantc notiflcación personal al 

demandante, p."lra que los presente en el plazo de cinco días, so ¡::ena de 

que dP. no hacerlo se tendrán por no ofrecidas las prunbas respectivas o 

en e¡ caso de los i nd ses l ) y 4) , se tenrtrá por no presentada la 

dem."lnda. 

A partf r dC las reformas al CFF del rres do enero de 19A6, 

se eliminn para las rartes la obligación dC? presentar en este juicio los 

interrogatorios de los testigos, a efecto de que el desahogo de esta 

prueba sea or. al • 

2. O .4 Contestación de la demanda 

Al escrf to con el que el demandado da respuesta a la 

demanda interpuesta en su contra, se le denomina, contestación de la 

misma, y es además, el dOCUJOOnto con el que propiamente se fija la litis 

e inicia el jui.cio. 

En general, la contestación debe formularse en los mismos 

términos que la demanda, en lo que respecta a aquellos elenentos a:mrunes 

a los dos escri.tos, como son: el tribwial ante el que se pronrueve, el 
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nombre del juicio, los hechos en que el demandado funda su contestación 

numerándolos y narrándolos sucintamente con claridad y precisión, los 

fundamentos de derecho, procurando citar los preceptos legales y 

principios jurídi.cos en que base su contestación, además de hacer valer 

en este m:xnento todas las excepciones y defensas que tenga a su favor. 

la autoridad o el particular demandado, deben referirse 

en su contestación, a cada uno de los hechos en que el demandante hizo 

valer su acción, confesandolos, negandolos o expresando los que ignore 

por no ser propf.os. 

la demanda debe ser contestada por cada una de las 

autoridades, dentro de los cuarenta y cinco días hábiles sJ.guf.entes, a 

aquel en que surta efectos el miplazamiento a juicio, este término les 

correrá individualmente a cada una de ellas, si no se produce 

contestación, es extemporánea o no se refiere .a todos los hechos y/o 

agravios formulados por el demandante, se tendrán caro ciertos los que 

el actor impute de rranera prech;a al demandado, salvo que p:ir las 

prueba.a rendidas por los demandados, las aseveraciones del demandante 

resulten desvirtuados. 

Es importante hacer notar, que con ha.se en las 

disposiciones del C'!FF y la Jurisprudencia del Pleno de la Suprema corte 

de Justicia de la ?lación, la contestación de la demanda, siempre debe 

limita.rae a los fundamentos y rootivos de la resolución o acto impugnado, 

y por lo m.isrro, dicha contestación debe girar en torno a ellos, sin que 

pueda, bajo ningÚn concepto, alegar hechos nuevos o fundairentos 

distintos a los de la resoluci6n, pues en este caso no podrán ser 

toma.dos en cuenta por las salas regionales, en virtud de que el juicio 

de nulidad perdería su carácter de contencioso de anulación, ya. que debe 

limitarse a conocer y resolver sobre la valides o nulidad de la 

resolución impugnada por el demandante~ 

Por excepción, la autoridad demandada podrá cambiar los 
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fundamentos o motivos de su resolución, cuando ésta no se da, cano es el 

caso de la negativa ficta que regula el artículo 37 del CFF, ya que en 

este caso se trata de una resoluci.ón cuya existenci.a se presume por la 

ausencia de respuesta de la autoridad a una petición del parti.cular, 

pero en este caso el particular tiene derecho a la ampliación de la 

demanda para impugnar los fundarrentos y moti vos que la autoridad 

pronuncie en su contestación. Con rotivo de este apartado, citam:>s a 

continuación, una tesis de jurisprudencia del tribunal fiscal de la 

federación, y que a la letra establece: 

n.l\MPLIM:l:OO DE Dl!JWID!\. PROCEDE SI IJ\ l\UTORID.\D E!I SU 

CO!ITESTJ\CIOll nrrnooocE E[,lllE!mJS ({JE SOll DESCO!IOCIDOS POR 

EI. ACTOR.-Si se promueve el juicio de nu1idad en contra 

de una sanción que se impuso por pago extemporáneo 

alegándose que fue indebida porque el pago fue espontáneo 

y en la contestación se alega que el pago fue hecho a 

requerimiento de la autoridad, y se aportan pruebas para 

acreditar este hecho, debe notificarse al actor en forma 

personal el auto que tiene por contestada la demanda, 

corriéndosele traslado con la misma para que esté en 

aptitud de ampliar su demanda sobre la cuestión 

introducida y respecto de la cual no aparece que la 

hubiera conocido." 40 

El artículo 213 del CFF, establece cuales son los 

requisitos que debe expresar el demandado en su contestación, los que a 

continuación enunciairos: 1) los inciden tes de previo y especial 

pronWlciamiento 2) ·las consideraciones que a su juicio, impidan que se 

emita decisión en cuanto al fondo o demuestren que no ha nacido o se ha 

extinguido el derecho en que el actor apoya su demanda, 3) la referencia 

concreta a cada uno de los hechos que el demandante le impute, 4) los 

(40) Tesis no. lñ7, J.T.F.F., 1937-1985, 2a. Epoca, pág. 151. 
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argumentos por rredio de los cuales se demuestre la ineficacia de los 

agravios y, 5) las pruebas que se ofrezcan, lncluyendo en su caso, el 

cuestionario que deba desahogar el perito. 

2.e.s Loe incidentes en el juicio de nulidad 

Debemos distinguir los dos tipos de incidentes que se 

pueden prooaver ante el TFF, y que son: 1) los de previo y especial 

pronunciamiento, que suspenden el juicio hasta que se dicta la 

resoluci6n correspondiente y, 2) los que no lo son, que perrni.ten la 

continuación del trámite del juicio. 

El trámite previsto, es en esencia el de los incidentes 

en cualquier proceso, es decir, se inician con el escrito del 

promovente, otro escrito de la parte contraria que lo contesta y el 

desahogo de las pruebas correspondientes. 

I.os incidentes de previo y especial pronunclamiento, se 

regulan en el artículo 217 del CFF y a continuación los exponemos: 

1. I.a :1 ncompetencln del tribunal en razón del 

territorio, esto significa, que la demanda se haya interpuesto en una 

sala regional distinta a la de la adscripción territorial de la 

autoridad emisora o ejecutora de la resolución impugnada. Con relación a 

este incidente, citarros a continuación una tesis aislada de la sala 

superior del tribunal fiscal de la fedraci6n, que textualrrente 

establece: 

~ POR RAZOI DE TERRITORIO.-De acuerdo con lo 

preceptuado por el artículo 218, Últirro párrafo, del 

C".ódigo Fiscal de la Federación, cuando una sala de este 

Tribunal este conociendo de algÚn juicio de nulidad, y 
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tenga duda sobre su competencia, deberá resolver la 5ala 

Superi ar r¡t1é Sala os competente. 0 Inci.dente de 

incompetencia, resuelto en seslón del 10 de agosto de 

l 990 por unanimidad de votos. 41 

2. Acumulación de autos. El artículo 219 del CFF, regula 

el incidente de acumulación, cuando las partes smm las mismas e 

invoquen idénticos agravios o siendo diferentes las partes e invocando 

distintos agravlos, el acto impugnado es el misrro o unos actos sean 

antecedentes o consecuencia de otros. eomo ejemplo de este incidente, 

presentamos a contlnuaclón una ~s:ls de jurisprudencia del tribunal 

fiscal de la federación que se resolvió en l q7ñ: 

"ACtMJLl\CIQI DE l\11fOS.-tlECESIDAD DE Ll\.-110 OBSI'AIITE QUE 

SEAll VARIAS DEMAllDAS DE UUJ.IDAD Er1 . COllTR.~ DEI, MISMO AC'fO 

DE At1I'ORIDAD. -En los casos en que se presentan dos o más 

demandas contra el misrro acto, es necesaria la 

acumulación de todas ellas con base en el ar:-tfcu10 208 

del Código Fiscal de la Federación, ya que tc1l 

procedimlento implica la necesaria corgruencia entre los 

fallos que se emitan y la c.>eonoo{a procesal 

correspondiente. En esta forma, la causal de 

improcedencia señalada en la fracción 11 del artículo 190 

del mismo ordenamiento sólo podrá ser analizada por la 

Sala a quP. corresponda el juicio atrayente, pero ello 

requiere previamente la acumulación de todos los 

juicios. n 42 

3. Uulidad de notificaciones. Conforne al artículo 209 

bis del CFF, cuando se alegue que el acto administrativo no fue 

notificado o que su notificación no reunió los requisi.tos establecidos 

en la ley, siempre que se trate de actos o resoluciones impugnables en 

(41) R.T.F. !lo. 32, 3a. ¡xx:a, Año II, 1990. pág. 2ó. 

(42) R.T.F, lcr. Trimestre, Año XI., 1976. pág.104. 
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el juicio de nulidad, debe atenderse a las reglas sJ.guientes: 

a) Si el demandante afi.rma conocer los actos 

administrati.vos, la impugnación contra la notificación se hace valer en 

la demanda expresando los conceptos de nulidad de dicho acto, 

conjuntanenbi! con los de la notifi.cación. 

b) Si el actor manifiesta que no conoce el acto 

administrati.vo, debe expresarlo así en 

presunta autorf.dad quien atrlbuye 

su demanda y señalar a la 

el acto, su notificación o 

ejecución, para que la autoridad, al contestar la demanda acompañe la 

constancia de notificación de la resolución o acto administrativo que el 

actor podrá combartir al ampliar la demanda. 

caro sustento de esta segunda regla, citruoos a 

continuaci6n, una jurisprudencia del tribunal fiscal e la federación, 

que se resolvió por la sala superior, en el ar1o de 1991, y a la letra 

establece: 

"llOTIFICM:IOll. -ES CORRECTO PIJ\lrrEAR SU llU!.IDAD El/ 

llMPJ,IA<:Iotl DE DEHA!IDA. CUAIIDO 110 SE CO!IOCIA AT, PROMOVERSE 

El • ..roICIO.-De acuerdo con lo establecido pr el artículo 

165 del cócH.go Fiscal, C'Uando ya se ha proroovido juicio 

de nulidad, no procederá el recurso de nulidad de 

notificaciones, sino que tendrá que hacerse el 

planteamlento relativo a través de ampliación de demanda. 

Tal situación ocurre cuando al presentar su demanda el 

actor depr.onoce la notificación de la resolución que 

impugna y ln autori.dad en su contestación afirma y aporta 

pruebas en el sentido de que s! la notificó, caso éste 

en el que sólo a través de la ampliación de la demanda, 

podrá el particular plantear la nulidad de aquélla; esto 

porque si al presentar su demanda la actora desconocía la 

notificaci6n, era imposible que agotará previamente el 

juicio fiscal, el recurso respectivo, por lo que en este 
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caso se aplica lo displlesto en el citado artículo 165 de 

que tal nuU dad podrá plantearse en ampliacl6n de 

demanda." 43 

4. I.n interrupclón par causa de nu1erte del demandante o 

por la disoluci6n de la sociedad demandante, y 

5. ne magistrados y peri tas. I.as partes pueden recusar a 

estos flmcionarias, cuando se encuentren el los supuestos <JUB establece 

el artículo 204 del CFF. 

cuando se pronrueve. alguno de los inc:f dentes de previo y 

especias pronlmcJ.amiento, se suspende el juicio en lo principal hasta 

que se dicte la resolución correspondiente. I.os f.nci dent:.P.s a que nos 

referirrcs en las párrafos anteriores con los numeres: J, 2,4 y 5 

Onicamente se podrán promover hasta antes de .que quede cerrada la 

instrucción. CUando se promueven Incidentes que no san de prevlo y 

especial pronunciamiento, se continua el trámlte del proceso. 

A contlnuación nos referirelTDCl a los incidentes que e~ 

CFF no califica, de previo y especial pronunciamJ.ento. 

1. Incidente de falsedad de documentos. cuando alguna de 

las partes sostenga la falsedad de un de>cumento, incluyendo las 

promcx:iones o actuaciones en el juicio, el incidente se hará valer ante 

el magistrado instructor ltasta antes de que se cierre la instrucción del 

juicio y la sala resolverá sobre la autenticidad del documento, 

exclusivanente para ios efectos de dicho jui.cio, asf_ lo establece el 

artículo 229 del C:FF. 

2. Objeción de autos admisorios. El Últitro párrafo del 

artículo 228 bls del CFF, regula el incidente que establece la objeción 

que puede ltacerse valer en contra de los autos que admitan la demanda, 

la contestación, la intervención del tercero perjm~ica.do o alguna 

(43) Tesis !lo. 99, J.T.F.F., 1937-19R5, 2a. Epoca, p&gs. 114-115. 
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prueba, esta objeción se decide en la resolución que pone fin al juicio 

y viene a substituir al recurso de reclamación que antiguanente procedía 

respecto de las materias en rrención. ta inclusión de esta figura y la 

eliminación de la procedencia del recurso de reclamación (en estas 

hipótesis), simpli.fican el juiclo, ya que en cx:asiones, las cuestiones 

sobre la admisión de la demanda, la contestación, la intervenclón d~l 

tercero o la admi.sión o desechamiento de alguna prueba, suponían la 

interposición de un recurso que tenía su trámite propio y se constituía 

en una verdadera instancia dentro del jui.cio, lo que conllevaba a 

dilatar el trámite de éste. Actualmente si alguna de las partes desea 

objetar algo en relación con las materias antes apuntadas, hará vnler 

dentro de los cinco días siguientes, la objeclón que se decidirá en la 

resolución que ponga fin al juicio o en la sentencia. 

El recurso de reclamación antes rrencJ.onado, se regula en 

el artículo 242 del CFF, y establece que tal recurso sólo procederá en 

contra de las resoluciones del magistrado instructor que desechen la 

demanda, la contestación, alguna prueba, que decreten el sobreseimiento 

del juicio y aquellas que rechacen la intervención del tercero 

interesado, por lo cual, la reclamación ahora sólo procede respecto de 

las resoluciones del magistrado que causen alguno de los perjuicios ya 

indicados, pero no procede, en contra de las resoluciones de autos 

admisorios. 

2.8.6. Loe a.legat<>e 

El t.icenciado De Pina, define los alegatos a:m:n •• el 

razonamiento o serie de ellos con que los abogados de las partes ( o las 

personas que puedan estar autorizadas al efecto ) pretenden convencer al 

juez o tribunal, de la justicia de la pretensión o pretensiones sobre 

las que estan llamados a decidir. 11 44 

(44) DB PUIA, Rafae1. Diccionario de Derecho, OP. Cit. pág. 23. 
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couture dcff.ne los alegatos "de bien probado" como 

anterionrente se les deslgnaba, corro el "escrito de conclusión que el 

actor y el demandado presentan luego de produci cin la pru~ba de lo 

principal, en el cual exponen las razones de hecho y de derecho 'rue 

abonan sus respectivas conclusiones." 45 

Por su parte, Becerra Bauti.sta expresa que los alegatos 

"son las argumentaciones juddicas tendientes a demostrar al tribunal la 

aplicabilldad de la norm:'l abstracta al caso controvertido, con base on 

las pruebas ap::irtadas por las partes." 46 

Podemos conclui.r, que los alega tos son el rredi.o por el 

cual las partes hacen valer razonadamente sus argumentos, los argumentos 

legales y los puntos de hecho y de derecho favorables a su pretensión. 

Con este escrito no puede rrodificarse la acción intentada, ni variar las 

pretonsi.ones de los escri.tos, ni. modificar los flllldarrentos de derecho, 

pero con ellos si se rla la posibiliclad a am..':>.'ls partes, rle fijar la 

litis, objetar. las pruel:k1s y resaltar ln procerlcmcia ele la acción 

intentada, y que, tomando en cuenta, que los hechos afirmados ~e han 

probado y se ha demostrado la aplicabilidnd de los f;indamentos de 

derecho aducidos, el. juez del:e resolver en scn~ido favorable a sus 

respectivas pretensiones o excepciones. 

El CFF no tiene reglas específicas sobre nl conteni.do de 

los alegatos, pero por tradición jud.dJ.ca se ha adoptado que el 

contenido de los al~atos, sea el. que se CJcpresa en el artículo ñ70 de 

la t.ey de EnjuiciarrJ.ento Civil española de 1881, que textu.alnente 

(45) CCXJlURE, F.dua:rdo. Vocabu.lario Jurídico, Universidad de la 

RepÚblica, 1-k:>ntevideo, pág. 98. 

(46) llFXElRA IWJl'ISTA, Jooé. El Proceso C:ivl en México, 7a. Edki6n, 

Editorial Porrúa, México 1979. pág. 151. 
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establece: 

"I.os escri.tos de conclusión se limitan a lo ·siguiente: 

Jo. )En párrafos nllmerados se expresará con claridad, y con la mayor 

posible concisión, ca.da uno de les hechos que hayan sido objeto de 

debate, haciendo nn breve y rootóclico resumen de las pruebas que a juicio 

de cada par.te los justifi.que o contradigan. 20. )En párrafos también 

nurrerados y breves, y sigui.ende el mismo orden de los hechos, se 

apreci.ará la prueb.."1 de lit parte contraria. Jo. )Se consignará después 

lisa y llanaJrentc, sl se manti.enen, en todo o en parte, los funclarrentos 

de derecho alegados respectivamente en la demanda y contestación y, en 

su caso, en la réplica y la d\1plica. 

Podrán alcgcnse también en este lugar otras leyes o 

doctrinas legales e11 r¡ue pueda runclarGe la resolución de las cuestiones 

debatidas en el plci to; pero li mJ.tándose a ci.tarlas sln comentario ni 

otrn exposición que la dHl concepto p:isitlvo en que se estiroon 

aplicables al caso. 

Sin nlngiin otro razonamiento, se concluirá para 

sentenci.a." 

El ar tí culo 235 del CFF, regula que el magistrado 

instructor, diez días después de que haya concluido la sustancj.ación del 

juicio y no P...Xi.stiendo ningmta cuestión p:mdi.ente que implda su 

resolución, notlficar.á a las partes p:::>r lista, en la propia sala 

regional, CJUP. Uenen un térmlno de cinco d{as pw.'lra formular sus alegatos 

por escrito y que al vencer dicho plazo, con alegatos o sin ellos, 

quedará cerrada la instrucción, sin necesidad de declaratoria expresa. 

2.B. 7 La sentencia 

Todo proceso pretende alcanzar una neta, y esta es 

PrPr:isamente, la sentencia, ya que es la forma nonral de terminación 
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del juicio, en virtud de que toda ac:ti vi dad procesal, se realiza c:on el 

objeto de lograr una decisión del juzgador respecto al conflicto de 

intereses someti.do a proceso. 

Para Alcalá Zamora, la sentencia: "es la declaraclón de 

voluntad del juzgador acerca del problema de fondo controvertido u objeto 

del proceso. 11 47 

El neestro Flx zanudio considera que la sentencia es: "la 

resolución que pronuncia el juez o tribunal para resolver el fondo del 

litigio, conflicto o controversia, lo que significa la tenninaci6n del 

proceso." 48 

la sentencia es pues, la resolución que enite el juzgador 

sobre el litigio sooetido a su conocimJ.ento y nediante la cual 

normalmente se pone fin al proceso. 

Deberros indicar que existen sentencias interlocutorias 

y sentencias definitivas, las primeras no resuelven la controversia de 

fondo, ya que sólo se Hmitan a resolver incidenes, o bien, cualquier 

puntoprocesal que implique contradicd6n entre las partes, y las segundas 

son las que resuelven el debate de fondo. 

Por lo cual teneroos que el proceso s610 se resuelve con la 

sentencia definitiva. 

Es importante hacer notar, qué es t.ma sentencia 

prommciada por el R:>der Judicial y cual ser!a \Dla sentencia dictada ¡x>r 

un tribunal administrativo: 

(47) ALCMA ZNf:lRA Y Cl\Sl'ILLO, Niceto. I.a Teoría C".eneral del Proceso y !.a 

Enseñanza del Derecho Procesal,Taro I, Editorial U?lAM. México, 197.d. 
pág. 206. 

(48) FIX 7.NGJIO, Héctor. Derecho Procesal, Editorial ll!IAM, COlecci6n !.as 

Humanidades en el Siglo XX, ~co, 1975. pág. 99 
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t.a sentencia dictada por el Poder Judi.cial, es el acto 

por el cual el Estado, aplicando la nonna jurídica específica al caso 

concreto, declara la tutela jurídica que concede el derecho objetivo a 

\ID interés determinado; es el Últiroo acto jurisdi.ccional de una 

instanci.a que, en resumen va a crear \llla situación jurídi.ca concreta 

para el demandante y para el demandado con estricto apego a derecho. 

Toda sentencia definitiVa se estructura: con los 

resultandos, donde el juzgador presenta en forma resumida la fijación de 

la litis; en los considerandos, se analizan todos y cada uno de los 

fundamentos de derechO relacionados con los hecl10s mtivo de la litis, y 

se dan los rootivos y fundamentos legales que se estirren procedentes, 

citando incluso, las leyes o doctrina aplicables y estimando el valor de 

las pruebas para qua en los puntos resolutivos, se pronunc:f.e el fallo 

respectivo. 

conforme al derecho procesal común, las sentencias deben 

ser congruentes con las cuestiones planteadas en la litis, claras y 

precisas para que el pronunciamiento correspondiente se refiera a cada 

una de las pretensiones, absolviendo o condenando al demandado, en GU 

caso referirse eapeclficairente a cada tma de las partes y examinar las 

pruebas rendidas en el juicio. 

tas sentencias pueden ser: constitutivas, cuando dan 

nacimlento a una nueva relación jurídica o terminan la relación jur{dica 

preexistente; declarativas, cuando confirman la existencia de una 

pretens16n de las partes en litigio; condenatorias, que por su sólo 

nombre se explican y, resolutivas, por rredio de las cuales se obtiene la 

declaración de nulidad de un acto. Son este Últirro tipo de sentencias, 

las que dicta el tribunal fiscal de la federación .. 

caro ya lo apuntaroos anteriormente, en la justicia 

administrativa, las sentencias ae limitan a reconocer la validez o 

declarar la nulidad del acto o resolución impugnado. 
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De acuerdo con De Pina y Castillo J.arrailaga, los 

requisitos sustanciales de la sentencia son res: 1) congruencia, 2) 

rnotivaci6n y 3) exhaustividad.49 

1) COngruenc:f.a. Con la aplicación de este princip:f.o, el 

juz.gador al pronunciar sentencia, debe apegarse exclusivamente a las 

pretensiones, negaciones o excepciones que en su caso plantearon las 

partes durante la tramitación del 'juicio. 

l.a Suprema corte de Justicia disingue entre congruencia 

interna y congruencia externa de la sentencia: "El principio de 

congruencia de las sentencias estriba en que éstas deben dictarse en 

concordancia con la demanda y la contestación fonmiladas ¡:or las partes y 

que no contenga resoluciones o af:f nnaciones que se contradigan entre sí. 
El pri~r aspecto constituye congruencia externa y el segundo la 

interna." 50 

2) Moti vac16n. En general la tt0ti vaci6n y la 

fundamentaci6n, exigen al juzgador el análtsis y la valorac:fón de todos 

los medios de prueba practicados, para precisar los hechos sobre los que 

se base su resolución, además de la :f ndJ.cación de los preceptos 

jurídicos en los cuales la funde, exponiendo las razones por las que 

considera aplicables tales preceptos. 

3) Exhaustividad. Este requis:f.to impone al juzgador el 

deber de resol ver sobre todo lo pedido por las partes. 

( 49) DE PINA, Rafael y <:astillo Iarrallaga. Instituciones de Derecho 

Procesal Civil, Fdl.torial Porrúa, 7a. Fd. ,México, 1966. pág. 300 

(50) Apéndice al semanario Judl.cial de la Federaci6n 1917-1975, 4a. 

Pare, México, 1975. pág. 138. 
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tas sentencias di.ctadas por las salas regionales del 

tribunal fiscal, deben exami.nar todos y cada uno de los puntos 

controvertidos del acto impugnado, y por lo mJ sroo, no pueden anular o 

nodificar los actos da las autori.dades administrativas que no se hubieren 

impugnado expresarrente en la demanda, ya que en la materia contencioso 

administrativa, no se da la figura de la suplencia de la queja, como se 

da en materia laOOral y amparo, y al efecto transcri.bhoos la tesis núnerc;> 

200 del tribunal fj scal de la federación aprobada en el año de 1984 y que 

a la letra dice: 

SE!rrm<:Il\S.- ES TIIDETl!OO SUPJ,IR JJ\S DEFICIE!ICIJIS DE !A 

QUEJA El'I EI, JUICIO DE ?llJI.IDl\D. - En los ténninos de los 

artículos 193 y 229 del eódigo Fiscal de la Federaclón de 

1967, no es dable suplir la defici.enci.a de la queja de 

cualquiera de las partes, introduciendo elemenos ajenos a 

su planteamJento, ya que en las sentencias del Tribunal 

Fiscal de la Federaci6n únlcrunente deben f'.xaminarse los 

puntos controverti.dos de la resolución, la demanda y la 

contestación: adem.'1s de ct'Je si hubJ era si.do voluntad del 

legislador que el Tribunal exam:l.nará cuestiones de oficio, 

lo habd a señalado en fonna expresa, cono ha sucedido en 

otras materias di.versas a la fiscal • 11 51 

El artf culo 239 del CFF, regula la llamada sentencia para 

efectos, esto es, que a través de una sentencia del tribunal fiscal de la 

federación se puede declarar la nulidad de una resolución para un 

determinado efecto, lo que significa que declarada la nulidad de una 

resoluci6n, la autoridad administrativa debe cumplir las. ee-geeificacionea 

que "le fije la sentencia liasta dejar el asunto a satii:;facción del 

tribunal que asf lo ordenó. Además de los argumentos que acabam:ls de 

señalar respecto a la sentencia en el juicio de nulidad y que se regulan 

cono ya mencionamos en el CFF, citaros a continuación una tesis da 

(51) Tesis !lo. 200, J.T.F.F., 1937-1985, 2a. Epoca, págs. 168-169. 
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jurisprudencia aprobada en el año de 1982 EXJr la sala superior del TFF; 

SElll'FllCIA.-CUAllDO DECIJ\RA IJ\ !ltJ!,IDAD DE IJ\ RESOI.UCIOll 

IMPtXlllADA, DEBE SEÑJ\IJ\R Pl\RA QUE EFECTOS.-SegÚn lo 

dispuesto por el artículo 230 del CÓdigo Ff.scal de la 

Federación (de 1967), las sentencias del Trlbunal Fiscal 

de la Federación que declaren la nulidad de una 

resolución, deben señalar los términos conforne a los 

cuales la autoridad demandada debe emi tlr su nueva 

resolución, salvo dos excepciones que consigna el propio 

artículo, a saber: a) que la sentencia se lJmite a 

reconocer la f neficacia del acto en los casos en que la 

autoridad haya demandado la anulación de una resolución 

favorable a un particular, o b) que se limlte a mandar 

reponer el procedf.miento. De acuerdo con lo anterior, y 

salvo las excepciones apuntadas, resulta que, en estricto 

derecho, el Tribunal Fiscal de la Federación no debe 

emitir sus sentencias declarando la nulidad de la 

resolución impugnada, en fonna "lisa y llana 11
, sin que 

debe f.ndlcar para qué efectos. As! pues, cuando se 

J.mpugna una resolución que recayó un recurso 

admini.strativo y la sentencia declara su nulidad, debe 

señalarse que ésta es para el efecto de que la resolución 

anulada i:or ilegal sea substituí da por otra que ponga fin 

al recurso interpuesto, el cual debe ser resuelto por la 

autoridad adminf,strativa y, por consf.guiente, debe 

concluirlo rrediante una nueva resolución que reemplace a 

la ariulada, dictada en los términos que se señalen en la 

sentencia. 11 50 

I.a nuiidad para efectos pUede ser de fondo o de forma: la 

de fondo obligará a las autoridades administrativas a emitir una nueva 

(52) Tesis llo. 174, J.T.F.F., 1937-1985, 2a. Epoca, págs. 155-156. 
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reso1uci6n, concediendo al contribuyente los derechos objetivos 

reclamados, y la forma para obligar a la autoridad a cumplir con las 

formalidades que las leyes requieran. Al ser eso as{, podemos concluir 

que la sentenci.a definitiva del juicio contenci.oso admi.nistrativo podrá: 

1) reconocer la vali.dez de la resoluci6n impugnada, 2) declarar la 

nulidad de la resolud.ón, y 3) declarar la nuli.dad de la resolución 

impugnada para determinados efectos. 

2.9 Juicios especla1es <:a!P'tencia de la sala superior 

El artículo 239 bi.s del C:FF prevee la competencia de la 

sala superior de este tribunal, para conocer de los juici.os con 

caracer{sticas especiales, que se denomina facultad de atracción, y en 

virtud de esta, la sala supcri or, de oficio o a petici.ón fundada de la 

sala regional corrcsponcUente o de la Secretaria de Hac:! enda y CrécHto 

PÚbli.co, ¡x>drá resolver los jui.cfos que por sus características 

especiales lo aired.ten. Revisen estas características los ju:!.cios: 

1 • - Cuando el valor del ncgoci o exeda rle ci.en veces el 

salario núnhro general vigente para el área geográfica del Di.atrio 

Federal elevado al año. 

2.- Aquellos en que para su resolución sea necesario 

estahlP.Cer,por primera vez, la interpretación directa de una ley o fijar 

el alcance de los elerrentos constitutivos de una contribución. 

la facultad de atracción puede ejercerse de oficio por la 

sala superior, y en este caso el juicio de nuli.dad será instruido por la 

sala regional hasta el cierre de la i.nstrucción, después se remitirá el 

expediente a la sala superior para designar al magistrado ponente que 

pronunciará la sentencia respectiva; lo mism:J sucederá si la sala 

superior conoce del juicio a pe~ición de la sala regional o dP- la 

Secrearia de Hacienda. 
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2.10 r.oe recuraoo en e1 juicio de nulidad 

I.os recursos son instancias que se tramitan ante el mismo 

que resolvió el juicio, o ante el superior jerárquico, por nedio de los 

cuales se b.lsca la corrección o anulación de alguna parte del 

procedimiento o de algÚn acto dentro de éste que se esthre ilegal, en el 

juicio de nulidad existen los siguientes recursos: 

2.10.1 Recurso de queja 

El artículo 239-ter del CFF, establece que en los casos 

de incumplimiento de sentencia flnne, la par~e afectada puede ocurrir en 

queja, por una sola vez, ante la sala regional que instruyó el juicio 

hasta la sentencia, de acuerdo con las siguientes reglas: 

r.a queja es procedente, contra la indebida repetf.dón de 

un acto o resolución anulado, as{ como cuando el acto o resolución 

emitido para cumplirrentar una sentencia i.ncurra en exceso o defecto en 

su cumplimiento, pero no procederá re~to de actos negativos de la 

autoridad adtninistraUva. 

2. I.a queja se interpondrá ¡:or escrito ante el 

magistrado que actuó como instructor, dentro de los 15 d{as siguientes 

al día en que surta efectos la notif'icaci6n del acto o resoluci6n que la 

provoca y en dicho escrito se expresaran las razones por las que se 

C'Onsidera que hubo exceso o defecto en el cumplimiento de la sentencia, 

o bien repetición del acto o resolución anUlado. 

El nagistrado instructor pedirá W1 informe a la autoridad 

a quien se impute el incumplimiento de la sentencia, que deberá rendirse 

dentro del plazo de 5 días y en el que, en su caso, se justificará el 

acto o resolución que provocó la queja, vencido el plazo, se haya o no 
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se haya rendido el informe, el magistrado instructor dará cuenta a la 

sala, la que resolverá en Wl plazo de 5 días. 

3. En caso de que haya repeti.clón del acto anulado, la 

sala hará la declaratori.a correspondiente, dejando sin efecto el acto 

repetido y la notifi.cará al funcionario responsable, ordenandole que se 

abstenga de i.ncurrir en nuevas repeticiones. 

Ia resoluci.ón rrencionada se notificará tamb:f.én al 

superior del funcionario responsable, para que proceda jerárquicamente. 

4. Si la sala resuelve que hubo exceso o defecto cm el 

cumplimiento de la sentencia, dejará sin efectos el a.et.o o resolución 

que provcx:ó la queja y concederá al funcionario responsable 20 d{as para 

que se le de el debido cumplimiento al fallo, señalando la forne y 

términos precisados en la sentencia, conforme· a los cuales deberá 

cumplir. 

5. Durante el trámite de la queja, s610 procederá el 

procedimiento admini.strativo de ejecución, si se solicita ante la 

oficina ejecutora y se garantiza el interés fiscal en los términos del 

articulo 144 del CFF. 

A quien pratrueva Wla queja frivola e improcedente, se le 

impondrá wia rrn.uta lmsta de 90 veces el salario m!nirro general diario 

vigente en el Oistri to Federal. 

Esta institución pretende resolver el problema de la 

resistencia de la autoridad administra.ti.va de cumplir las sentencias del 

TFF,y en todos los casos debe llevarse a catx> ante la sala regional, aun 

cuando la sentencia firme no la haya dictado ella, sino el TrJ.bunal 

Colegiado al reso1vmr el recurso de revisión, pero ofrece el 

inconveniente de que sólo se puede hacer valer una sola vez, lo que 

limita su eficacia. 



2.10.2 Rer::urs<> de rectamaci6n 

El recurso de reclamación procede ante la sala regional 

contra las resoluci.ones del rragj strado i.nstructor, siempre que éste se 

refiera a los autos que: desechen la demanda, la contestación, las 

pruebas, la intervención del tercero interesado, o bien, los que nieguen 

el sobreseimi.ento del juicio. 

Este recurso lo puede proroover tanto el particular como 

la autori.dad y puede tener por objeto, no sólo el oponerse al 

desechamiento, sjno que también puede servir para lograr la admisión del 

docunento recltazado. 

Con el recurso de reclamación se corre traslado a la 

contraparte p."lr<t que en un término de S días P.xprese lo que n su derecho 

convenga y si.n m.:'Í.s trámite, se dar<l. cuenta a la sala, la que resolverá 

lo conducente. El rra.gistrado que haya dictado el acuerdo recurrido no 

podrá excusarse. ta reclamad ón no procede respecto de los acuerdos por 

los que se prevenga al actor para que aclare o corrija la denanda. Este 

recurso debe interponerse dentro de los 5 días siguientes a aquel en que 

surta efectos la notj ficación de la resolución que se pretende 

impugnar. 

2.IQ.3 Recllreo de revisi6n 

Esta recurso sólo puede interponerlo la autoridad 

administrativa, ante el Tribunal C'.Uleglado de Cl.rcuito competente en la 

sede de la sala regional respectiva, dentro del plazo de 15 días 

siguientes a la notificación de la sentencia y será proocvido por la 

unidad administrativa encargada de la defensa jurídica de la autoridad, 

de esta forma ya no se exige la intervención para este efecto, del 

titular de la secretaría de Estado o Departarrento Administrativo o del 
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director o jefe de los organisrrcs descentralizados. 

Ia procedencia de este recurso se da: 

l. cuando la cuantía exceda de 3,500 veces el salario 

míniro general vigente en el m:rnento de su admisión. 

2. En el caso de contribuciones que del:en determinarse o 

cubrirse por períodos inferiores a doce neses, para determinar la 

cuantía del asunto Se considerará el m:mto que resulte de dividi.r el 

importe de la contribución en~re el nfuooro de rreses canprendidos en el 

período que corresponda y nultiplicar el cociente por doce. 

3. cuando la cu.antia sea inferior a 3,500 veces el 

salario m1nimo general diario del Distrito Fede~l o sea indeterminada, 

el recurso procederá cuando el negocio sea de j mportancia y 

trascendencia. En estos caeos de cuantía inferior o indetermi.nada, se 

obliga al recurrente, a razonar la circunstanci.a de importancia y 

trascendencia para efectos de la admislón del recurso, salvo tres Ci\SOS 

específicoe en materia de aportaciones de seguridad social, que se 

presume tienen im¡::ortancia y que son; los asuntos que correspondan a la 

determinación de sujetos obligados, de conceptos que integran la base de 

cotización y del grado de riesgo de las empresas para los erectos de 

seguro de riesgo de trabajo. En este caso no se preveé sanción para el 

caso de ausencia o insuflciencia de los razonamientos antes rrencionados. 

4. la SHCP, podrá interponer el recurso cuando el asunto 

afecte el interés fiscal de la federación y a su juicio tenga 

importancia, cualquiera que sea su m::mto, por tratarse de la 

interpretación de leyes, o reglairentos, de las formalidades esenciales 

del procedimiento o por fijar el alcance de los elementos constitutivos 

de una contribuci6n. 

5. Procederá también contra las resoluciones o 
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sentencias que dicte la sala superior cuando ejerza su facultad 

atrayente, y en este caso será canpetente el Tribunal Colegiado de la 

sede de dicha sala superior, ante quien debe interponerse el recurso. 

6. En los juicios que versan sobre resoluciones de las 

autoridades fiscales de las entidades federativas coordinadas en 

ingresos federales, el recurso sólo ¡::odrá ser interpuesto por la SHCP. 

En el caso de la sentenci.a pard almente favorable y 

parcialmente desfavorable a las partes, el artículo 249 del CFF, dispone 

que si el particular interpuso arnparo directo contra la misma resolución 

o sentencia impugnada trediante el reurso de revisión, el Tribunal 

Colegiado de CJ rcuito que conozca del amparo, resolverá el citado 

recurso, lo a.Jal tendrá lugar en la mlsma sesJ.ón en que se decf.da el 

amparo. 

2. U Jurisprudencia 

Ia jurisprudencia es la unificad.ón de criterios para la 

aplicacf.ón del derecho en las sentencJ as de un tr:f bunal. 

I.a jurisprudencia puede ser confirmatoria de la ley, 

supletoria, interpretativa o deroga.Uva de la norma jurídica. con la 

priroera se ratifican los preceptos que la ley establece, la supletoria 

llena los vacios de la ley, creando una norma que la completa, la 

interpretativa explica el sentido del precepto legal y pone de 

nenifiesto el sentido que quisó darle el legislador, la derogativa, 

noc:Ufica o abroga los preceptos legales. o:>n excepci6n de 6sta (lltima, 

las tres prirreras son reconocidas en el sistema jurídico nexicano. 

Hasta el 31 de diciembre de 1987, el sistema de fijación 

de la jurisprudencia del TFF, se basabá en la emisión de sentencias por 

parte de la sala superior y derivadas de la prcmx:i6n de recursos 
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de revisión, y al suntentarse en tres asuntos el mJ.smo cr:l.terio, se 

tornaba obUgatori.o como jurisprndenia para las demás salas. 

Hoy la sala superior ha dejado de ser com¡:etente para 

trami.tar. y resovcr el recurso en cuestión, pasando esta facultad a la 

cte los Tri.bunales Coleglñ:dos de CJrcuito, y el sistema para la emisf.Ón 

de jurisprudencia por parte del TFF, se reduce por una parte, a crear Un 

sistema de precedentes, y otro, de verdadera jud.sprudenci.a que la sala 

superior del TFF solamente formará en el caso de contradicción de 

sentencias que em:l.tan las salas regionales. 

cualqi.der resolución de 1ma sala regional, tiene a 

partir, de 19BR, el carácter de precedente para la propia sala que la 

dictó o para todas las demás, cuando la sentencia haya sido publf cada 

en la Revista del Tdbunal FJ.scal de la Federación. Cuando una sala 

sustente un cri teri.o distinto al de un precedente, expresará los rrotivos 

y envf ará copla de la resoluci.ón a la sala superior para que ésta 

resuelva la contradicción; y cuando la sala superior decida la tesis 

que deberá prevalecer, se establecerá en este r:oomento la 

jurisprudencia, sf.n que se afecten los pronunciamientos de sentencia que 

se emitieron contradictoriarente. 

Es importante destacar que la jurisprudencia que 

establezca la sala superlor, debe apegarse a. la jurisprudencia que en su 

caso hayan formado los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, 

ya que la juri.sprudenia que prevalece, es la del Poder Judicial, cx:rno lo 

P.Stablece la ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

Tambf.én constltuJrá jurisprudencJ.a, la tesis sostenida 

p:lr la sala superior al resolver los juicios con características 

especiales previstos en el artículo 239 bis, siempre que se sustente con 

tres resoluclones sin nf.nguna en contrario. 

fió 



CAPITULO 3 

TRIBUNAL COHTBNCIOSO ADMllllSTRATIVO DBL,DISTRITO FEDERAL 



CAPITULO 3 

TRIBUNAL CONTEllCIOSO ADHillISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL 

3 .1 Ley del tribunal de lo cmitencioeo administrativo 

del die tri to federal 

la ley del tribunal de lo contencioso administrativo del 

distrito federal, fue expedida por el Congreso de la Un.i6n el 25 de 

febrero de 1971 y publicada en el n.o. el 17 de marzo siguiente, para 

entrar en vigor el 16 de nByo de ese mismo año. As{ se creo el Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal como tm organisroo 

de jur:l.sdicci6n delegada y con competencia en la neteria contencioso 

administrativa local, dotado de plena autoncrrú.a para dictar sus fallos y 

que es completanente independiente de las autoridades administrativas. F.s 

competencia del tribunal dirimir las controversias que surjan entre los 

particulares y las autor:l.dades del Departarrento del Distrito Federal. 

3 .1.1 Jntegnclóa del tribunal 

El tribunal de lo contencioso adminiatratlva se com¡x:me 



de una sala superior integrada por cinco nagistrados y por tres salas 

más, integradas ¡X>r tres rregistrados cada una y que podrán awnentarse en 
dos o nás, que se femaran con tres magistrados supernWterarios, cuando 

as! se requiera a juicio de la sala superior. 

El A:'esidente de la. República, a propuesta del Jefe del 

Departaento del Distrito Federal y con aprobación de la cámara de 

Diputados o de la Ccrnisión Permanente en su caso, nanbrará cada sej s años 

los magistrados que intCCJraran la sala super:l.or y las salas del 

tribunal, as! corm a los su¡x!mtimerarios necesarios. 

3 .1. 2 Ccq>etencia de la sala superior 

I.a.s atribuciones de la sala superior son en esencia las 

mismas que se establecen para la sala superior del TFF, salvo los ¡:untos 

1 y 5 que no regula el artículo iq bis de la J.'I'CADF que a continuaci6n 

enunciamos z 

l. Fijar la jurisprudencia del tril:runal. 

2. Resolver los recursos en contra de las resolucJones de 

las salas. 

3. Resolver el recurso de reclamación en contra de los 

acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la sala superior. 

4. Concx:er de las exitativas para la impartic:l.6n de 

justic~a que promuevan las partes, cuando los magistrados no formulen el 

proyecto de resoluci6n que corresponda o no admitan el voto respecto de 

proyectos formulados por otros nagistrados, dentro de los plazos 

sellalados por la ley. 
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s. calificar las recusaciones, excusas e lmpedirrentos de 

los magistrados del tribunal, y en su caso, designar al magistrado que 

deba subst.J tuf.rlo, y 

5. Establecer las reglas para la distribución de los 

asuntos entre las salas del tribllllal, así ccxrc de entre los magi atrados 

instructores ponentes. 

3. l. 3 COl!petencia de las sa1aB del tribunal. de lo cootencioeo 

administrativo del distrito federal 

I.as salas del TCADF son canpetentes para conocer: 

l. De las juf.cios en contra de los actos administrativos 

que las autoridades del Departanento del Distrito Federal dicten, 

ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los partlculares. 

2. Pe los julcios en contra de las resolucionea 

definitivas dictadas por el Departarrento del Distrito Federnl en las que 

se determine la CY..istenci.a de una obligación f'lscal, se fije ésta en 

cantidad líquida o se den tas bases para su liquidación, nieguen la 

devoluc16n de un ingreso indebidarrente percibido o cualquiera otra que 

cause agravio en materia fiscal. 

3. De los juicios en contra da la falta de contestaci6n 

ele las mismas autoridades, dentro de un término de treinta días 

naturales, las proroociones presentadas ante ellas p:>r los 

particulares, a menos que las leyes y reglanentos fijen otros pla?.os o 

la naturaleza del asunto lo requiera. 

4. De las quejas p:>r incumplimiento de las sentencias 

que dicten 
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5. Del recurso de reclamación en contra de las 

resoluciones de trámite de la misma sala. 

ó. De los juicios que promuevan las autoridades para que 

sean nulificadas las resoluciones fiscales favorables a un particular y 

que causen una lesi6n a la Hacienda PÚblica del Distrito Federal, y 

7. las demás que la ley establezca. 

3.1.4 Causas de impedimento y excusas 

I.os magistrados del tribunal de lo contencioso 

administrativo del distrito federal, tanto de la. sala superior, corro de 

las demás salas que lo integran deberán excusarse de conocer los asuntos 

cuando: 

L Son conyuges o parientes consanguineos o aff.nes del 

actor o del tercero perjudicado, en línea recta sln limitación de grado; 

dentro del cuarto grado, en la culateral por consanguinidad, o dentro 

del segundo en ln colateral, o cuando lo son de sus abogados o 

represen tan tes. 

2. Si tienen interés personal en el asunto que haya 

irotivado el juicio. 

J. Si han aJ t1o atogados o apodP.rados de alguna de las 
partes, en el miano asunto. 

4. Si tuviesen amistad estrecha o enemistad manifiesta 

con alguna de las partes, o sus abogados o representantes. 

5. Si han emitido el acto impugnado o han intervenido 
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OJn cualquier carácter en la 

administrativo o en la ejecución. 

fase oficiosa del procedimiento 

6. Si son parte en un juicio similar pendiente de 

resolución por el tribunal. 

El magistrado que teniendo impedimento para conocer del 

negocio, no se excusa, o que no ten:l.éndolo lo haga, incurrirá en 

rcsponsabt.lidad. 

cuando se presente alguna de las hipótesis anteriores, 

las partes ¡x>drán recusar a los magistrados ante la sala superior, 

presentando las pruebas en que se funde su petición, sin ser admisible 

la prueba testlmonial, ni la pericial. 

3 .1. 5 l.q>rocedencia de1 juicio ccntenciooo administrativo 

de1 distrito federal. 

I.a i.mprocedencia del juicio contencioso administrativo 

debe estudi.arse de oficio ¡:or e1 magistrado instructor, ya que es una 

cuestión d~ orden púbUco que se da en función de la economfa procesal 

en caso de presentarse alguna de las hipÓtesis, as! lo establece un 

precedente de la sala superior del tribunal de lo contencioso 

administrativo del distrito federal, aprobado en el año de 1986, y que a 

continuaci6n transcribimos: 

"IHPROr.EDDG.A, FSIUDIO OFICIOSO DE IA • -Por ser las 

causales de imprcedenc:I a de ordrm pÚbli.co, su estudio es 

oficioso y preferente. Por lo tanto si la sala ordinaria 

ami ti.ó su análisls, la Sala superior deberá examinar con 

plenitud de jurisdicción las que se desprenden de autos o 

sean alegadas par cualquiera de las partes, y resolver lo 
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conducente." 53 

1. contra actos de autoridades que no sean del 

Departarrento del Distrito Federal. 

2. contra actos que sean materia de otro juicio 

contencioso administrativo que se encuentre pendicmte de resol11ci.ón, 

promovido por el mismo actor, contra las mismas autoridades y por el 

propio acto administrati:vo, aunque las violaciones reclamadas sean 

diversas. 

3. Contra actos del propio trlbunal. 

4. Contra actos que hayan sido juzgados en otro juicio 

contencioso administrativo. 

s. contra actos que no afecten los intereses jurídicos 

del actor, que se hayan consumado de un nodo irreparable o que hayan 

sido consentidos expresa o tácita.rente, entend:l.endose por estos Últimos, 

aquéllos contra los que no se prarovi6 el juici.o dentro de los plazos 

sefialados por la t:l'CADF. 

6. Contra actos de autoridades del Departancnto del 

Distrito Federal, cuya impugnación rtediante otro recurso o nedio de 

defensa, se encuentre en trámite. A contlnuación transcribimos un 

precedente de la sala superior del Tf'.ADF, que se ocupa de este caso en 

particular: 

11JOICIO DE tmIDAD, IKPROCEDErCIA DEL. -si se pranueve Wl 

juic:l.o en contra de un acto qúe es materla de 1m ll'ecurso 

(53) Precedente, T.C.A.D.F., Publicac16n Oficial, México 1990. pág. R5. 
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ante las autoridades deIM.ndadas y esa :1.nstancia se 

encuentra en trámite, dicho juicio resulta improcedente 

de acuerdo con lo que estatuye el artículo 71 fracción VI 

de la I.ey que r.i ge a este Tribunal y, por lo mismo, 

deberá sobreseerse, según lo determina la fracción II del 

artículo 72 de dicha ley. 11 54 

7. Contra reglamentos, circulares o disi:osiciones de 

carácter general, que no hayan sido aplicados concretarrente al 

promovente. 

8. c:i.1ando de las constancias de autos apareciere 

claramente que no existe el acto o resolución impugnado. 

9. Cuando hayan cesada los efectos del acto impugnado o 

éste no pueda sur.ti r efE'!cto legnl o materi.al alguno por hat:er dejado de 

e1:istir el objeto o materia del mismo. 

JO. Contra actos de las autor:ldades del Departamento del 

Distrito Federal cuando deben sP.r revlsados de afiela y la ley que los 

rija, fije tUl plazo Al efecto. 

l 1. En los demás casos en que la improcedencia resulte de 

alguna disposiclón de la L'I'CADF. 

3.1.6 sobreseimiento de1 juicio a:intencioeo 

de1 dietrl to federal. 

Procede decretar el sobresef.mt en to del julcio ante el 

tribw1al contencioso del distrito federal cuando se presenta algw1a de 

las causales siguientes: 

(54) Precedente, TeC:.A.O.F., Publicación Ofjclal, México 1990. p.:;g. 89. 
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L- cuando el demandante se desista de la acci6n. 

2.- cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna 

de las causales de :Improcedencia a que se refiere el artículo 71 de la 

Ill'C'.ADF. 

3.- cuando el demandante iruera durante el juicio, si el 

acto impugnado sólo afecta a su persona. 

4.- cuando la autoridad demandada haya satisfecl'IO la 

pretensión del actor, o revocado el acto que se impugna, y 

5.- cuando no se haya efectuado ning(m acto procesal 

durante el ténnino de c!.ento ocl1enta d{as, ni. el actor hubiera protTDVido 

en ese mismo tiempo •• 

3.2 El juicio ante c1 tribunal de lo tXJOtenciooo 

admlnistrativo del diotrito f-ra1 

El proceso ante el T(".ADF, se caracteriza por su celeridad 

y sencillez, el cual se inicia con la demanda del particular o en su caso 

de la autoridad: esta demandil será contestada por las al1toridades del 

Departamento del Distrito Federal y/o en su caso, por el tercero 

perjudicado, el siguiente paso es la celebración de la audiencia, en la 

que se reciben y deSahogan las pruebas, se escuchan alegatos de las 

partes y se emite la resolución o sentencia. 

Concluimos entonces, que son tres las etapas que se dan en 

este juicio: la. demanda, 2a. contestación, y 3a. audiencia de recepci6n 
y desahogo de pruebas, alegatos y sentencia. 
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3.2.1 Disposiciones generales 

3.2.1.l SUpletoriedad del eódigo de procedimientos civi1es 

para el distrito federal y del CÓdigo fiacal. de la 

federación 

El artículo 24 de la I.Tr.ADF, establece que los juicJ os que se pronn1evan 

nnte el TCADF, se substandarán y resolverán de acuerdo a las reglas 

que esta ley establece y a falta de disposid.Ón exresa, mientras no se 

oponga a lo previsto por este ordenam.i.ento, será supletor.Jo el r.PCDF; en 

materia fiscal la lPy de Hacienda del Departamento del Distrito Federal, 

y el CFF en lo que resulte apllcable. 

P;ira sustentar el precepto anterior, ci.tmoos la 

jurisprudendn uo. 24 del TCADF aprobada en 1'190 por la sala superior: 

••PROCmIMIDlI'O CClrll'DK:'IOSO l\ll-lIJIIS'rnATIVO. 

SUPIEI'ORil\ DEL CODIGO FISC'.AL DE L\ FEDERJICIOfl DI EL. !,os 

juicios en ?Mteria fiscal que se promuevan ante este 

Tribunal, se sustanciarán y resolverán con nrreglo al 

procecUmiento que señala la t.ey de la Materia. A falta de 

disposJ ci ón expresa y en cuanto no ::;P. oponga a dicho 

orrtenamiento, se apHcará supletorJarrente el cócUgo 

Fiscal de la Federación, atento a lo dispuesto en el 

artículo 7.4 de la Ley que rige este organo 

JurJ.sdiccional." 55 

Al ser esto as{, observamos que la ley del tribunal en el 

aspecto procesal, es insuficiente para la sustanciación y resolución de 

los juicios, que si bien es ágil y rápido, determinadas cuestiones caoo 

(55) Teaia tlo. 24, T.C:.A.D.F., Publicaci6n Oficial, México, 1990. pág. 

48 bia. 
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contestación a la demanda y pruebas, entre otras, no fueron debldamente 

reguladas por la misma, y nos obliga por lo tanto a ac.1ldi.r en repet:!das 

ocasiones a la supletoriedad en ccxrento. 

I.a supletoriedad de que hablam::>s, no es la nás adecuada, 

cuando nos referimos al CPCDF, ya que las controversias entre 

particulares que este ordenamiento regula, no son iguales a las que se 

suscitan ante el TC'.ADF, pues aquí la controversia se da entre el 

particular y la administración pÚblica. 

3.2.1.2 Fina de J.as promociones 

COnforrre al artf.culo 25 de l.a J,"J"f:J\DF, todil promoción 

deberá estar firmada por quien la formule, requisi_to sin el cual se 

tendrá por no presentada. I.a omis~.ón de la flnna ti~ne caoo consecuencia, 

en el caso de la contestación, que se de la figura de la preclusión 56, 

tratandose de recursos, cuya :Interposición no produzca ningÚn efecto, 

en el caso de la demanda, dicha omisión se considerá una irregularidad, 

previniendose al actor para que la subsane, aperci.bido que de no hacerlo 

en un término de cinco días, aquella será desechada. El mismo precepto 

dispone, que cuando el prorrovente no sepa o no pueda firmar, lo hará 

otra persona en su nombre y el interesado estampará su huella dlgital. 

3.2.1.3 Medios de apn!lllio 

De acuerdo al artículo 29 de la t.'I'f'.ADF,el tribunal puede 

hacer uso, a su elecci6n, de nedios de apremio o rredidas disciplinarias, 

para hacer cumplir sus determinaciones o imponer el orden. Estos medios 

(56) Preclusi6n1 imposibilidad de realizar un acto procesal fuera del 
i:er!odo en que deba llevarse a efecto según la ley que lo regul.e. 

De pina, Rafael. Op. Cit., pág. 232 
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son: amo11escación, multa de cantidad equivalente al monto de 10 a 15 

días de salario mJ'nirm en el distrito federal, arresto hasta por 24 

horas y/o awdli.o de la fuer?.a pÚbHca. 

Dichos rredios coercí U.vos podrán ser empleados por el 

tribw1a1, sin necesidad de sujetarse al orden de enuneración, ya que su· 

apU.cación se hará scgÚn el caso concreto de que se trate. 

3.2.1.4 Opci6n de agotar o no los recursos antes de acudir 

al tribunal de lo contencioso administrativo del 

distrito federal. 

I.a ley del tdbunal establece en s11 artf.culo 28, tres 

supuestos: 1) dejtt1· como optativos los recursos que las leyes o 

reglamAntos del cU str.i t.o federal establezcan, y acudir cU rectarrente a 

juicio ílnte el tribunal, 2) sj se esta haciendo valer alguno de los 

recursos o medj os ele defensa, se ¡x>drá desJ sti r de éste y acudt:: al 

tribunal, 3) rtl ejereür la acción m1te el TCADF s0 pierdo el derecho de 

ilgotar otro ffl('?dio de defensn ordilrnrio. 1.a (mica m:cepción que se 

establece, es en matl"!ri a fiscal en la cual delxm agotarse los recursos 

que señala la I~y de Hacj enda del Distrito Federal. 

El artículo 30 de laJ,Tf'J\DF, previene quP. en los juicios 

que se siguen ante el TCADF, no existirá la condem1clón en costas y por 

lo tanto, cada parte será responsable de sus propios gastos. 

3.2.1.5 Partes eu e1 juicio cantellcl._, 

del distrito federal. 
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c:omo la d:I spone el artícuJ.o 32 de la I.('.J\DF serán partes 

en este juicio r 

t. "El actor, 

2. El demandado, tendrán se carácter: 

a) El Departamento del Distrito Federal, representado Por 

el Jefe del mismo. 

b) Y.os delegados del D.:yartamento del Distrito Federal; 

asf. coroo los Directores Generales del miS?rD a cuya área de competencia 

corresponda la resolución o acto admin:l strat:l.vo impugnado o su 

ejecución, quienes al contesti'.lr la demanda lo harán por sí y en 

representación del jefe del Departruoo:nto del Distr:I to JJederal; 

e) t.as autoridades del Departamento del Distrito 

Federal, tanto ordenadoras cano ejecutoras de los actos que se :Impugnen; 

d) El. part:l.cular a quien favor~zca la resoluc16n cuya 

nulidad pida la autoridad administrativa, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 21 de la J.ey; y 

3. El tercero perjudicado o sea cualquier persona cuyos 

intereses puedan verse afectados por las resoluciones del Tribunal." 

Con base en el artículo anterior, tenemos que "son parte 

actora en el juicio contencioso administrativo, todas las personas 

físicas o mJrales, nacionales o extranjeras, con capacidañ de goce, que 

se encuentren en el Distrito Federal en forma permanente o transitoria, 

y que resulten afectadas por un acto, resolución u anisión de carácter 

administrativo proveniente de las autoridades que tienen a su cargo el 

gobierno de la propia entidad. 11 57 

Ahora bien, el carácter de dcmarrlado lo tienen: 11 las 

autoridades del Departamento del Distrito Federal, que en el ejercicio 

de sus facultades o poderes de decisión o ejecución de resoluciones o 

(57) Vl\ZOOEZ GM.VA!I, Armando, ca=ía SU.va "9Ustln, Op. Clt., pág. !06. 
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SALIR 

TESIS 
DE LA 

NO DEBE 
BIBLIOTECA 

actos administrativos, crean, rrodif:lcan si.tuaciones concretas, de hecho 

o de derecho, con trascendenci.a para los gobernados." 58 

El jefe del DDF siempre será parte en el juicio, ya que 

tiene la representación legal de este órgano y todas las autoridades que 

conforman el gobierno local dependen de el. 

Ia fracción III del artículo 32 de la I.'l'CJ\PF confiere el 

carácter de tercero perjudicado a cualquler persona cuyos intereses 

puedan verse afectados (Xlr las resoluciones del tr:l.bunal. 

3.2.2 LaclemaOOa 

El término para que se interponga la demanda por escrito 

en contra de las resoluciones de las autoridades administrativas del 

Distrito Federal, es de 15 d{as hábiles, contados desde el d{a siguiente 

al que se haya noti flcado la resolución o acuerdo que reclarre, o el d{a 

en que haya tenido conod.mtento de ellos o de su ejecución, o el en r¡ue 

se hubiere ostentado sabedor de los misroos, conforne lo establece el 

articulo 43 de la I.TC".ADF. 

En caso que se solicite la nulidad de Wla resolución 

favorable a un gobernado, se deberá presentar la demanda en un término 

de el neo años siguientes a la fecha en que sea notificada la resolución, 

salvo que dicha resolución haya originado efectos de tracto sucesivo, 

caso en el cual la autoridad podrá demandar la nulidad en cualquier 

época, pero los efectos de la sentencia, en caso de nulificarse la 

resolución favorable, sólo se retrot1·aen a los cinco nños anteriores a 

la presentación de la derranda, conforme a lo establecido en el artículo 

(58) Idem. pág.107. 
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43 de la LTC'.l\DF. 

Con base en el citado articulo 43, el 'Jr.ADF ha sustentado 

el precedente que a continuaci6n transcribimos: 

"lll!Hl\Nll1. DE NllLIDAD, ESIUDIO OE'l'.CIOSO DEL ~ Pl\Rl\ Lll 

INTERPOSICIQI DE JA.- En cuanto la sala juzgadora 

determine la procedencia de la demanda en contra dP. 

resoluci6nes de las autoridades adminf.strati.vas, debe 

analizar si se interpuso dentro del término que señala el 

articulo 43 de la I.ey que rlge a este H. Tribunal." 58 

ta demanda al ser obscura e irregul.ar, será rraterla de 

prevención y deberá ser subsanada en el término de cinco d{as. Dentro de 

las irregularidades sólo ¡::oderros encontrar, la falta o imprecf_s:fón de los 

requisitos formales a que se refiere C!l art{culO 50 de la LTC'!ADF, C0100 

son, nanbre y danicilio del actor, la resolución o acto lmpugnado, la 

autoridad o partes demandadas, el nanbre y danicil io del tercero 

perjudi.cado si existe, la pretensi6n que se deduce, la fecha en que se 

tuvo conocimiento del acto i.mpugnado, la descripción de los hechos y de 

ser posible los fundanentos de derecho, las pruebas que el actor ofrezca y 

las copias de los anfi"..xos de la demanda para cada una de las partes. 

En el término de 24 horas después de haber recibido la 

demanda~ el presidente del tribunal la turnará a la sala correspondiente, 

para que el magistrado designado lleve la instrucción del juicio. 

El articulo 53 de la L'I'r.ADF establece que el presidente de 

la sala desechará la demanda sit 

1.- Ex.a.minada, encontrare que el acto impugnado se dicto 

de acuerdo con la jurisprudencia establecida por la suprema O>rte de 

Jllsticia de la llaci6n o del propio trironal. 

(58) Precedente, T.C.ll.D.F., Publicaci6n Oficial, México, l'l90. pág. 83. 

80 



2. Encontrare rrotivo man:l.fiesto e 

improcedencia, y 

indudable de 

3. F.s obscura e irregular y prevenido el actor para 

subsanarla, y en el término de cinco d{as no lo hiciere. 

Para concluir el apartado referente a la demanda de nulidad 

cita retros a continuación un precedente de la sala superior y la 

jurisprudencia !lo. 8 del TC'.ADF: 

''IIDWID1\ DI! llllLIIWl, SOPLl!JICIA DE LA DEFICil!JICIA DI! LA.

Basta que la parte actora afini-e expresamente en su 

demanda que el acto impugnado carece de fundarrentación y 

motivaci6n, para que las Salas del Tribunal queden 

obligadas a estudiar con toda ampHtt1d las ami.sienes 

alegadas, 

requi.sitos 

por ser la 

esenciales de 

fundarrentación y rroti vación 

legalidad en todo acto de 

autoridad, y al hacerlo, no violan la fracción III del 

articulo 79 de la ley que rige a este Tribunal, dado que 

tal estudi.o no entraña suplencJ a de las deficiencias de la 

demanda. "59 

IClTll\ClCJI y FUl!Wmll'ACia1, Sil l!STIJDIO ES OPICIOSO.-Basta 

que el actor manifieste en su demanda que el acto 

impugnado carece de fnndarrentación y rroti.vaci.ón, para que 

las salas de este Tribunal de oficio, realicen en las 

sentencias que pronuncien un examen exhaustivo de las 

consideraciones y fundamentos de derecho que sirvieron de 

sustentación al acto que dió origen al respectivo juicio 

de nulidad." ñO 

(59) Precedente,T.c.A.D.F., Hfudco, 1990. pág. 84. 

(60) Tesis !lo. 8 T.C.A.D.f., Publicada en la Gaceta Oficial el 14 de 

noviembre de 1988. 
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El punto referente a la demanda extemporánea, lo cubrimos 

con el texto de la jurisprudencia Uo. 3 del ~.ADF que a continuación 

transcribim:>s: 

cargo de las 

autoridades demandadas deroostrar que se presento en forma 

Emtem¡x>ránea la demanda de ni.lidad, así como también 

exhiliir el documento fehaciente que si.rva de base para 

establecer con toda exact:f.tud el d{a en que se hizo 

sabedor ei actor do la resolución que impugna, ya que esa 

fecha no debe inferirse a base de conjeturas, sino que 

tiene que demostrarse plenamente. "fil 

3.2.3 Contestacion de la dellmxla 

I.as autoridades derrandadas tendrán el térmh10 de 15 dfas 

para contestar la demanda, misroos que correrán indlvfdualmente p.:'lra cada 

una de ellas. En el acuerdo en que se manda emplazar a las autoridades o 

partes demandadas o tercero perjudicado, se ci_tará para la audiencia del 

juici.o dentro de un pla?..o que no excederá de veinte días, de acuerdo con 

el articulo 54 de la I.TC'.ADF. 

r.a contestación de la demanda deberá referirse a cada uno 

de los apartados de la demanda, citandose los fWldarrentos legales que se 
apliquen o deban aplicitrse, también deberán ofrecerEe las pruebas que se 

consideren aplicables. Este articulo 54 no regula las consecuencias que 

produce la contestación anisa o irregular, lo que hace aplicable 

supletoriarrente el artículo 2 del CÓdigo de prodecimientos civiles del 

distrito fedral en el sentido de que "el silencio y las evasivas harán 

que se tengan por confesados o admitidos los hechos sobre los que no se 

suscite controversia, 

(61) Tesis !lo. 3, T.C.11.0.F., Publicada en la Gaceta Oficial el 29 de 

junio de 19R7. 
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3.2.4 La suspensi6a 

~ntro del procedimiento se podrá otorgar la suspensión de 

los actos impugnados, misma que será conc:edi da por el Presidente de la 

sala que conozca del asunto, en el auto en que se admita la demanda, la 

suspensi6n podrá ser solicitada por el actor en cualquier rrcirtento del. 

juicio, misma que mantendrá las cosas en el estado en que se encuentran, 

mientras se emite la sentencia defJnitfva. Ia excepción a el otorgamiento 

de la suspensión se presenta cuando se causa un perjuicio de forma 

evi.dente al interés social, se oponga a disposiciones de orden pÚblico o 

se deje sin rmteria el juicio. 

I.a suspensión puode ser revocada cuando las condiciones 

cambien, en comparación del estado en que se encontraban al otorgarse la 

suspensi.Ón, as{ lo establecen los ar:-t!culos 57 y 58 de la t.'I'CJ\DF. 

3.2.5 Los incidentes 

Contorne al artículo 31 de la r.TCADF; las cuestiones que 

surjan dentro del procedirn.Jento se decidirán de plano y sin forma de 

substanciación, salvo las que trasciendan al. resultado del juicio, que se 

fallarán eonjuntanP.nte con el principal. 

enuncia.iros: 

la III'C'.ADF regula l.os incidentes que a continuación 

t. Incompetencia, 

2. Uu.lidad de notificaciones, 

J. Garantías otorgadas con rrotf.vo de la suspención, 

4. Falsedad de documentos, 

S. Recusación con causa, y 

6. Interrupción por causa e ttuerte o disolución. 
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3.2.6 Alegatos y sentencia 

Ia. tercera etapa procesal en este juicf.o, es donde se 

reciben las pruebas ofrecidas por las partes, se escuchan los alegatos y 

por Últino se dicta sentencia. 

los alegatos conforme al Derecho Procesal, son los 

razonamientos por lof:? cuales se llega a una conclusión, atendiendo a las 

constancias que se localizan en autos, y son la forma de orientar 

clararauente al juzgador. I.os alegatos, por ser orales proplcf.an en el 

juzgador un ánill'O positivo para la decisión del asunto ya que se tiene 

conocimiento inrrediato y sencillo del asunto, lo que lo ha hecho nuy 

eficaz 

Son aplicables supletoriairente, los artki1los 393 y 394 

del CPCDF, los que disponen, que el uso de la palabra para producir 

alegatos será, con limite de tiempo de un cuarto de hora en primera 

instancia y de rredia hora en segunda para cada parte,.. con la prohibición 

de dictar los alegatos, ya que serán verbales, si.n perjuici.o dP. que las 

partes puedan presentarlos ¡x>r escrito. 

Una vez escucliados los alegatos de las partes, se debe 

dictar sentencia. I.as sentencias del 'I'(".ADF, no necesitan fonnulismo 

algúno. Al dictarse la sentencia se deberán suplir las deficienci.as de la 

demanda, esto se liará en todos los asuntos excepto en los de competencia 

fiscal y limitándose a los p.mtos de la litis, con esta fi.gura se protege 

al gobernado. La sentencia se dictará después de o{dos los alegatos, 

cuando el magistrado instructor, propondrá los puntos resolutivos y la 

sala resolverá el juicio en la misma audiencia, salvo el caso en que 

deban tararse en cuenta muchas constancias , y en este caso, la sentencia 

definitiva deberá dictarse en un plazo no nayor de diez d{as. 

Ias sentencias en el TCADF pueden seri 
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l. De nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, por 

causas de incompetencia de la autoridad o por incorrecta aplicación de la 

ley. 

2. r.e nulf.dad para efectos de la resoluci.Ón impugnada, por 

desvio de p:>der, falta de fundarrentaci6n y rrotivación o por violaciones 

de procedimiento. 

3. I.as que reconozcan la validez de la resolución 

impugnada. 

En las sentencias del 'J'r.ADF, pueden citarse de oficio las 

jurisprudencias sustentadas por la suprema Corte de Justicia de la Uación 

y por los Tri.bunales Colegiados de Circuito, como lo sosti.ene la 

jurlsprudencia uo.11 del 'l'CADF, que textualnente citam:>s a continuación: 

"fillll'EllCIAS,CITM:Ial DE OFICIO DE Tl!SIS DE JURISPllllDmlCIA 

DE t.AS.-De acuerdo con lo que determinan los art{culos 192 

y 193 de la l.ey Reglarrentaria de los artículos 103 y 107 

consti.tuctonales, las tesis de jurisprudencia sustentadas 

por la H. Suprema corte de Justicia de la Uaci.Ón y por los 

Tribunales COlcgiados de Circuito de 

observancia obligatod a tanto para 

Amparo, son de 

los Tribunales 

Federales, corro para los del fuero común, si las salas rle 

este Tribunal invocan de oficio en sus resoluciones esas 

tesis, no obstante que ninguna de las partes las haya 

rrencionado durante el juicio de nulidad, esto no implica 

que exi.sta suplencia alguna de la demanda, ni que se 

altere la litis planteada. 11 62 

(62) Tesis !lo. 11, T.C.A.o.F.' México, 1990. pág.24B. 
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3 .2. 7 Los recw:soe 

De conformidad con el artfculo 79 de la r.TCADF, las 

sentencias del tribunal se fundarán en derecho y examinarán todos y cada 

uno de los puntos controvertidos de la resolución impugnada. En tales 

circunstancias es evidente que cuando el fallo enitido se «Justa a los 

ordenanrl.entos en que se funda y por consigulente resiste el análisis 

frente a la Constltución, la misma se encuentra ajustada a derecho y por 

tanto se ha hecho justicia administrativa; pero partiendo de la base de 

que las sentencias emitidas son realizadas JX,>r humanos y ¡x>r tanto 

sujetas a error, el legislador ha previsto los medios necesarios para que 

las partes, si lo consideran pertinente, las recurran a través de los 

m:!dios establecidos para ello, hasta obtener una sentencJ.a finre, con la 

cual finalice la controversia propuesta ante el tribunal. 

Respecto a los nedios de Unpugnación a que se hiZÓ 

refrencia en el párrafo anterior, cabe aclarar que en nuestro derecho se 

ltan establecido una serie de recursos o rredios de impugnación de los 

actos procesales más importantes que se realizan en la tramitación de 

cualquier proceso, con los cuales la parte agraviada pueda obtener lttla 

revisi6n de dichos actos, con el objeto de que se nDdifique, confine o 

revoque el acto procesal impugnado; y dentro del proceso contencioso 

administrativo, en el título tercero, de la TJl'C"'.ADF se hace referencia a 

los recursos a través de los cuales las partes pueden prcxrover la 

revisión de los pri~cipales actos procesales. As! tenem:>s, el recurso de 

reclamación y el de revisión. 

3.2. 7.1 Recurso de reclamación 

Ctm:> lo establece el artículo 83 de la ley, este recurso 

es procedente contra las providencias o los acuerdos de trámite dictados 
por el presidente del tribunal, por el presidente de cualqui.era de las 
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salas o por los magistrados ·asf. como en los derrás casos señalados por 

la ley. 

Conforme a la prln..era parte del artf.culo íl4 de la I.CADF, 

el recurso se interpomlrá, con e>q>resión de agravi.os, dentro del 

término de tres dí.as contndos a parti.r de la fecha de notificación. 

Al ser esto así, observamos que el ar tí.culo anterlor no 

se ajusta n la regla general que establecen los preceptos 40 y 44 de 

la mi.sma ley, que al efecto disponen, res¡X?ctivamente, que las 

notificaci.ones surten efectos a partir del día siguiente en que fueren 

hechas, y que los términos empezarán a correr a pc."lrtir del día 

sigui.ente cm que Sr! hubjere practicado la notificaci.Ón. Situación que 

produce c:onfusión y en ciado caso perjukio n las partes. 

El recurso se lntcrpomlrá ¡x>r escrito y deben señalarse 

Empresamente los agravios causados ¡:or la determinación recurrida. 

Admitido el recurso, se da vista a las demás partes para que, en \lll 

térmlno de tres dfas, expongan lo que a su derecho convenga; una vez 

transcurddo di.cho término, el Pleno de la sala, según f;Cll el caso, 

deberá dictar la resolución que corresponda. 

3.2.7.2 Recurso de revisión 

Este recurso puede interponerse en cuntra de las 

ref!ioluciones de las salas del tribunal que decreten o nieguen 

sobreseimiento, las que resuelvan el juicio o la cuestión planteada en 

el fondo, y las que pongan fin al procedlmiento, ¡::or cualquiera de las 

partes ante la sala superior, así lo establece el artículo 86 de la 

ley. 

El término para 'lnterponerlo, será de diez días 
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siguientes al en que surta efectos la notificación de la resolución que 

se impugna. El recurso deberá presentarse por escrito dirigido a la sala 

superior, ésta al admitir a trámite el recurso, mandará oorrer traslado a 

las demás partes con el término de cinco días, para que expongan lo que a 

su derecho convenga, esta Última sala nanbrará tambi.én al rragi.strado 

ponente, quien formulará proyecto y dará ruenta de el a la misma sala 

superior en un plazo de quf_nce dÍliB. 

Por Último, tenesros que el artículo 87 de la I,TC".ADF 

di.apone que: "contra . las resoluciones de la sala superior a que se 

refiere el articulo anterior, las autoridades ¡x:>drán interponer el 

recurso de revisión ante el Tr-ibunal Colegiado de Clr-cuito competente, de 

confomddad con lo dispuesto en el ar-tículo 104 fracción I-B, de la 

Constitución Política de los Estados tJnidos ~canos, dentro del plazo 

de quince días siguientes a aquel en que surta efectos la notificaci.ón 

respectiva, cuando se trate de un asunto de importancla y trascendencia 

rrediante escrito dlrigido a dicho trlbunaL En dicho escrito deberán 

exponerse las razones que determinen la referida f_mportanc:l.a y 

trascendencia del asunto de que se trate. Si el valor del negocio exceOe 

de veinte veces el salarlo núnhoo elevado al año, conforme a la regla 

especificada en el artículo 3o. bis de la I.ey de Ampilro, se considerará 

que tiene las caracter{stlcas requeridas para ser objeto de recurso. 11 

Deben prec:f.sarse clara.trente los requisi. tos antes 

mencionados de im¡:ortancia y trascendencia para que sea procedente el 

recurso ante el Tribunal Colegiado competente cx:m::i lo sustenta la tesis 

de jurisprudencia del 6o. Tribunal Oolegiado de Circuito en nateria 

administrativa que a continuaci6n transcribirros: 

'millONl\L DE LO lllll'E21CIOSO l\IMilllS'n!ATIVO DEL msmrro 
FmmUIL, RECURSO DE REYISIOtl PREVIS"ro m EL llR'l'ICOLO 87 DB 

IA LF;Y DE DICID 'mIIDll\L. REQUISITOS DE IMPORTAllCIA Y 

TRl\SCEllCEllCIA, DEBE PRECISARSE QUE ARGtJME!ITOS JUSl'IFIC'J\ll 

EI. PRIMERO Y nw~ EI. SEGU?lJX).- Conforne a lo di.apuesto en 

BB 



el ·artículo 07 de la TE!y del Tri.bunal dC! l"c. Contencioso 

AWni.5tratfvo del DJstrito Federal, cuando el valor dol 

negocio no excede de VEi nte veces el salario mínimo 

elevado al año, la autoridad recurrente debe mcponer las 

razones de importancf a y trascendencia del asunto, y si, 

como sucede en la especle, aquélla no precisa que 

argi..nrentos aduce para justlficar la importancia y cuáles 

para demostrnr la trascendenci_a del caso, este Tri.bunal 

no puede proceder a anali?..clr sl se actualizan dichos 

requisitos ante la fnlta de clarldad en que se incurre, 

mfudme CflIP. está impedido para sustf.tuf.r a la autorJ.dad 

qtlc f.nterpone el recurso, a efecto de decidir y escognr. 

las razones por las que es importante el negocJ.o y las 

diversas por las que deba conceptuctrse trasccnclcntc." li3 

3.2.8 Jurisprudencia 

"En la actuati.dad se en ti.ende por jurisprudencia, el 

criterf o uniforma manJ restado reí teradairente en la aplicaci.ón del 

Derecho por un Tribunal superior o Suprf'.r.o y contenido en sus 

sentencias." ó4 

Conforme a la I.ey del Tr.ADF, las sentencias de la sala 

superior constituirán juri.sprudencia obligatori.a para ella y las demás 

salas del tribunal, cuando lo resuelto en e1las se sustente en cinco 

ejecutadas no interrwnpldas JX)r otra en contrario y que hayan sido 

(63) Infame Rendido a la suprema Corte de la Uación, Ja. p.."lrte, ler. 

Trf.bunal Colegiado de Circujto, Vol. I, Ediciones Mayo, México, 

1909. p.íg.195. 

(64) DE PI!ll\, Rafael. Diccionario de Derecho, Op. Cit., pág. 176. 
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aprobadas en el misrro sentido, por lo memos con el voto de o.iatro 

de los rragistrados que integran la sala. 

tas partes pueden invocar en el juicio contencJ.oso 

administrativo la jurisprudencia del tribunal, siempre que lo hagan por 

escrito, expresando el sentido de aquélla y designando con precisión las 

sentencias que la sustenten. 

El presidente del tribunal remitirá a la gaceta oficial 

del DDF, para su publicación, las tesis jurisprudenciales que sustente 

la sala superior, as{ caoo aqllellas que constituyan precedente y se 

considere de importancia su difusión. As{ lo establece el artículo 94 de 

la lil~'.ADF. 
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CAPITULO 4 

DERECHO PROBATORIO 

surge nuestro interés en realizar una investigación 

acerca de las pruebas, ya que observam::>s, que en el juicio de nUlidad, 

como en cualquier otro juicio, es fundamental y decisivo que las partes 

acrediten sus hechos ante el juzgador, porque de ello depende que 

obtengan o no el reconocimiento del derecho que pretenden hacer valer en 

los escritos de demanda o de contestación según se trate, y por 

consiguiente pueda obtenerse tm.a sentencia favorable. 

4 .1 Etimolig{a de1 vocablo 

t.a prueba, en sentido gramatical se ha ronsiderado C01001 

"la acci6n o efecto de probar", y ccm::> "la razón, argunento, :l.nstrurrento u 

otro nedio con que se pretenda dem::>strar y hacer patente la verdad o 

falsedad de una cosa." 65 

En cuanto al origen de la palabra prueba, para algunos 

(65) DE PJNA, Rafael. Tratado de las Pruebas Civiles, 2a. Edici6n, 

Edl torla1 Por rúa, México, 1975. pág. 27. 



autores deriva del adverbio ºprobar", que significa l10nradamente; se 

consi.dera que obra con honradez el que prueba lo que pretende. Otros 

señalan que deriva de "probandum" que significa recom:mdar, probar, 

experiroontar, patentlzar, hacer fe. 66 

Para Henri capi.tant, deriva de "prouver, latín probare: 

demostración de la existencia de un hecho rraterial o de un acto jud.dicO 

en las formas admitidas por la ley. 0 67 

4. 2 Ccncepto de prueba 

Es importante mencionar que el vocablo prueba, no lm sido 

definido de manera uniforme por los doctrinarios del ~recho, esto lo 

obse.r:varoos en las opiniones emlt:l.das al respecto por los tratadistas, y 

como ejemplo transcribiros las s:l.guientes: 

Para Hernaldo Delvis F.chandia, la prueba es: ºel conjunto 

de razones o motivos que producen el convencimiento o certeza del juez, 

respecto a los hechos sobre los cuales debe referir su decisión, 

obtenidos por loe nedios, procedimientos y sistemas de valoración que la 

ley autoriza." ñB 

El maestro Eduardo Pallares considera que probar1 "es 

producir un estado de certidumbre en la rrento de una o varias personas 

respecto a la existencia o inexistencia de un lteCho, o de la verdad o 

falsedad de una posición; además señala que probar es evidenciar algo. 

(66) DE PINA, Rafael. Op. Cit., pág. 27. 

(67) CM'ITl\Nl', !Jenri. Vocabulario Juddico, Op. Cit., pág. 317. 

(68) Dl!LVIS l!X:IWIDIA, llernaldo. Tratado de Derecho Procesal Civil, Op. 

Cit •• ·pág. 196. 



es decir, lograr que nuestra nente lo perciba con la misma claridad con 

que los ojos ven las cosas mater:l.ales." 69 

Por su parte, Rafael de Pina expresa que: "por prueba se 

entiende, principalmente, seg(m la define la I.ey de Partida, la 

averiguación que se hace en juicio de alguna cosa dudosa (I.ey la., 

Título XIV,?artida 3a.), o bien la producción o elementos de convicción 

que sorrete el litigante, en la forma que la ley prev:l.ene, ante el Juez 

de litigio, y que son propios, según derecho para justificflr la verdad 

de los hechos alegados en el pleito." r agrega que "seglm otras 

acepciones, la palabra prueba, o bien desi.gna los tredios probatorios o 

eleoontos de convicción en s1 misrros, y en este sentido se dice que una 

parte se halla o no asistida de prtJeb."l, y se desf gnen los di.versos 

hechos probatorios admisf.bles en juicio, o los distintos géneros dr. 

pruebas judiciales, vgr. la prueba literal o por documentos, laboral o 

por. conf~sión, la testifical, etc., o bien expresa la palabra prueba el 

grado de convicción o la certidumbre que operan en el entendi.miento del 

juez aquellos eleoontos." 70 

r:outurc nos señala que prueba en sentido procesal: "es un 

rredio de verificación de las proposici.ones que los litfgantes fornrulan 

en el juicio." 71 .Además señala, "que los problemas de la prueba 

consisten en saber qué es la pruebar qué se pruebar quien prueba; ccxoo 

se pruebar y que valor tienen las pruebas producidas" 72, es decir, nos 

señala que el estudio de la prueba debe abarcar el conCP.pto, el objeto, 

la carga, el procedlmiento probatorio y la valoración de la misma. 

Por sU parte Armando Porras y Lopéz concibe a la prueba 

(69) PALUIRES, Eduardo.Diccionario de Derecho Procesal Civil, Op. Cit., 

págs. 657-658. 

(70) DB PINA, Rafael. Op. Cit., pags. 27-28. 

(71) tD1l'Ol!I!, atuardo. FUndrurentos del Derecho Procesal Civil, 0p. Cit., 

pág. 219. 

(72) Ibid. pág. 216. 
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comcu "la deroostración legal de la verdad de los hechos controvertidos 

en el proceso. 11 73 

El tratadista espaifol Miguel Fenech, expresa que es: "el 

acto procesal cuya funci.ón es la de formar convenclmiento del juzgador 

sobre la verdad de los fundarrentos fácticos de la reclamación econ6mico 

administrativa interpuesta o de las demás cuestlones de que el Tribunal 

conozca." 74 

Por Últiroo, observamos que nuestro sistema de derccl10 no 

. nos proporciona un concepto del término que nos ocupa, sin embargo, de 

lo preceptuado por el CFPC, podemos concluir que la prueba consf.ste en 

cualquler OEdio de que pueda velerse el juzgador para conocer la verdad 

de los puntos controvertidos en un juicio, sin nés limitación de que los 

actos misrros estén reconcx:i dos por la ley y tengan relación inmediata 

con los hechos controvertidos." 75 

( 73) PORRAS y LDPEZ, Armando. terecho Procesal Flscal, Textos 

UnlversH.arios, ~xico* MA5. pág.219. 

(7•1) Ffllml, 1'Uguel.. Pri nd.pio de Derecho Tributario, I.ibreria &:>sch, 

Barcelona, 1954. pág.270. 

(75) Cfr. Art. 79 CFPC: "Para conocer la verdad, puede el juzgador 

valerse de cualquier persona, sea parte o tercero, y de cualquier 

cosa o dcx:woonto, ya sea que pertenezca las partes o a un 

tercero, sin nás limitaciones que las de que las pruebas estén 
reconocidas por la ley y tengan relaci6n irunediata con los hechos 

controvertidos. 

I.os tribunales no tienen l!mi tes temporales para 

ordenar la aportación de las pruebas que juzguen indispensables 

para formar su convicción respecto del contenido de la litis, ni 

rigen para ellos las limitaciones y prohibiciones en ne.teda de 

prueba, establecidas en relación con las partes." 
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Una vez expuesto lo anterior, nos es fácil comprender 

porque la prueba tiene un papel tan J.mportante en el juic:l'.o, ya que es un 

elemento esencial para que la sentencia ya sea a favor de una u otra de 

las partes, ss encuentre debidamente fundada y rrotivada. Y es aquf. donde 

resaltam::::is la gran importancf.a que tiene el estudio de esta ti.gura 

jurídica, para concluir est~ apartado, citamos continuación al 

tratadi.sta Jeremías Bentham, quien considera que; " ••• el arte del proceso 

no es esencialmente otra cosa, que el arte de administrar las 

pruebas. 11 76 

4.3 llaturaJ.eza jurídica de la pruel:a 

I.a prueba suele ident:l.ficarse c:omo; 11 16s f.nstrurrentos por 

nedio de los cuales se pretende que el juzgador llegue a la verdad de los 

hechos litigiosos en el proceso, es decir, se concibe como "med:lo de 

prueba. 11 77 

Se emplea también la palabra pn1eba, para aplicarla a la 
11actividad 11 con lñ que se pretende obtener d:lcho cercioramJento del 

juzgador, ya sea que este se logre o no. 78 

Para finaU.zar, teneros que la prueba se entiende corro 

dem::>stración, es decir, com::> el resultado positivo que se obtuvo o:m la 

actividad probatoria. 79 

(76) Bfl'll'AM, Jeremías, Tratado de las Pruebas Judiciales, Trad. por, 

Manuel OSorio Flonit, Tano I, Buenos Aires, 1959. pág. 10 

(77) Cfr. ClVMLE FAVEU\, Joeé. Derecho Procesal Civil, 2a. F.dici6n, 

Editorial Harla, México, 1985. pág. 120. 

(78) Cfr. Ibid. pág. 101. 

(79) Cfr. Ibid. 
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4. 4 Clases de pruebas 

Para hablar sobre las clases de prueba, ltare100s rrención a 

las de mayor importancia para Jerem!as Bentham en su T.ratado sobre la~ 

p,ruebas Jurf.dlcas, donde clasifica a las pruebas en: dlrectas, que san 

las que se refi.eren lnmedlatam:mte al hecho para cuya derrostración se 

uti.lizan; e indirectas, que recaen sobre los hechos del que se deduce el 

princlpal y que constituyen f.ndlcios o pr-esunciones má.s o rrenos 

veherrentes y más o rrenos reba ti.bles por otras pruebas. SegÚn el carácter 

de las presunciones: en personales, que son las suministradas por el 

testimonlo de un ente humano, en reales, que son las que se deducen del 

estado de las cosas. En preconstituidas, que son aquellas cuya creación 

y conservación esta ordP.nadn por la ley, o que se han creado por los 

interesados, sujetandose a d.ertas fornas legales, antes de que 

ocurriera contJenda alguna ontre ellos, y con el intento de que, si se 

suscitara alguna c.11esti6n sobre sus derecl1os, pmH.era servir de prueba 

jurídica. Y causales o eventuales, que son aquellas que, luego de 

surgjda la cuestión, se buscan y se utilizan, pero cuya exlstencia no ha 

sido produclda con el lntento especial de que pudiera servir de prueba 

en caso necesarlo. 00 

r.a.s pruebas tambi.én se clasifican en: históricas y 

críticas, las prirreras reproducen o representan objetivamente el hecho 

por prob..1r; mi.entras que las segundas, demuestran la existencia de un 

hecho, del cual el ju?..gador infiere la exlstencia del hecho por probar. 

Todas estas divi.siones, aunque no estan sancionadas con 

estos nombres por las leyes, tienen una gran importancia, que se 

(80) Enciclopedia Universal Ilustrada Europeo-Americana, Op.Cit., Taoo 

XXIV, pág. 1356. 



comprende, si meditam::>s sobre los distintos efectos que producen por 

ejemplo, las pruebas directas o las indirectas sobre las diferentes 

reglas para apreciar los documentos o las informaciones de testigos, 

sobre el distinto valor de los orig:l.nales o de las copias, etc. Pero 

estas divisiones pueden, además, servir de base para comprender la 

evoluci6n de la legislación sobre los medios de prueba, que caro la de 

todas las ramas del Derecho, va transformandose con el suscesivo 

desarrollo de la olltura general y el progreso de la e irmci.a Jur!dica. 

El tiemp::> tiende cada df.a a buscar el valor real y lÓgico de las 

pruebas independient~nte del que le puedan atribuir las creencias. 

El maestro Jesus C".onzalez Pérez, nos nn1estra gráf::l.camente 

una de las clasificaciones más generales de la prueba, la que se basa en 

el nedio que se utiliza para lograr el convencimiento del juez, 

clasificando las pruebas en: 

l. 11Personales.-Si se logra el convencimiento por rredio 

de personas. SegÚn la posición de estas personas en relación al proceso, 

las pruebas personales pueden ser: 

a) Si son partes en el proceso: confesión. 

b) Si no son partes, pueden ocurrir a su vez: 

a') QUe el tercero conozca lo datos dentro del proceso, 

en cuyo caso estam::>s, ante la prueba pericial. 

b 1
) QUe el tercero conozca los datos fuera del procesa, 

en cuyo caso estamos ante la prueba testifical. 

2. Reales.-Si se 109ra el convendmlento del 1UP.7 oor 

nedio de hechos, indicios de la existencia o no existencia de 
otros. 11 81 

(Bl) ootlLl\LKL PEREZ, Jesus. Derecho Procesal l\dml.nistrativo, TtmJ u, 
Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1957. pág. 552. 
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4.5 Principios que rigen la actividad probatoria 

A partlr de que el Estado se reserva el ejercicio de la 

funclón judsdiccional de impartición de justicia, existen una ser~e 

de principios rPCtores que se dan por necesidad en la tramitación de los 

julci os sea c::ua1 fuere su índole, pues de su observancia depende en 

mucho que la función jurisdiccional se reatjce en su plenitm'I. 

Al respecto, el Dlccionario de I.engua Española, nos 

dice que por el vocablo "principi.o", debemos entender: 0 la base, 

funda.rrento, origen, razón fundarrental sobre la cual se procede 

discurrlendo en cualquf.eC' ma.teria. Y respecto al vocablo "rector", el 

citado diccionarlo dispone que ese término es aplicable a todo aquello 

que riqf? o gobierna.u n2 

En este orden de ideas, poderos inferir lo que se 

entiende por principios rectores; esto es, son las bases, fundarrentos y 

or{genes que rJgen o gobiernan determinada cuestión, que enfocada a 

nuestro estudio, lo sera a la actividad probatoria, no s610 dentro del 

juicio de nulidad, sino que imperan en cualquier tl¡x> de proceso. Y a 

continuación las enuncianDs: 

1. "Uecesidad de la prueba. I.os hechas sobre los cuales 

debe fundarse la decisión judicial, necesJ tan ser deoostradoe por las 

pruebas aportadas por cualquiera de las partes o por el juez. Esta 

necesidad de la prueba ti ene no sólo un fundam:!nto jurídico, sino 

16gico, pues el ju:r.gador no puede decidir sobre cuestiones cuya prueba 

no se haya verificado. 

(82) Real Academia Española, Diccjonario de la Lengua F.spañola, 

F.ditorial Espasa ca1pe, Madrid, 1970. págs. 1066-lllfi. 
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2. Prohibi.ción de aplicar el conocimiento privado del 

juez sobre los hechos. El juzgador nu puede suplir las pruebas con el 

conocimiento personal o privado que tenga de los hechos, porque 

sustraería de la discusión de las partes ese conocimiento privado ya r¡ue 

no se puede ser testigo y juez en W1 mismo proceso. 

3. J\dquis:kión de las pruebas. SegÚn este princi.pi.o, la 

actividad probatoria no pertenece a qui.en la realiza, si.no por el 

contrario, se considera propi.a del proceso, por lo que debe tenérsele en 

cuenta para determinar la existencia o inexi.stencia del hecho a que se 

refiere, independienterrente de que benefici.e o perjud:lque los intereses 

de la parte que suministro los rredios de prueba o atn los de la parte 

contraria. Ja prueba pertenece al proceso y no a 'l'Jien la propuso y 

proporciono. 

4. Contrad:lcci6n de la prueba. I.n parte contra qu:len se 

propone una prueba debe gozar de oportuni.dad procesal para conocerla y 

discutirla, incluyendo en esto el ejerclcio de su derecho de 

contraprobar. Este principio no es sino una manifestación que debe 

regir en general toda la actividad procesal. 

5. Publlcidad de la prueba. El proceso debe desarrollarse 

de tal rranera, que sea ¡xmible a las partes y a terceras personas 

conocer directarrente las rrotivaciones que determinaron la deci.s:lón 

judicial, particulanrente en lo que se refiere a la valoración de la 

prueba. 

6. Irurediación y dirección del juez en la producción de 

la prueba. El juez debe ser quien dirija, de nanera personal, sin 

mediación de nadie, la producción de la prueba. Si la prueba esta 

encaminada a lograr el cercloramiento del juzgador, nada rrás lógico que 

sea éste quien dirija su producción ••• 

Este principio, sin enbargo, no ti.ene aplicación real en 

la práctica... ya que, por regla, las audiencias de pruebas son 

99 



dirigidas por los secretarios de acuerdos, sin que las presencie Y 

conduzca pereonallrente el juez. 

4.6 Objeto de la prueba 

Miguel Fenec?1, considera que el objeto de la prueba se 

constituye con "todos aquellos hechos en que se fundamente la reclamaci6n 

econ6mico administrativa, de cuya existencia depende la reeoluci6n de \Dl 

pmto de irnp:>rtancia para el proceso, o que han de tener en cuenta los 

titulares del 6rgano para resolver otras cuestiones no planteadas por el 

interesado reclamante." 84 

Por su parte, Eduardo Pallares expresa que el objeto de la 

prueba es: "el hecho que se trata de probar rredia.nte ella." 85 Y así 

también, De Pina señala: "que el objeto normal de la prueba son los 

?leCh.os, para definir los hechos materia de la pmeba cita a Roscnberg y a 

Mancini; para el primero de los tratadistas mencionados, los hechos 

objeto de la prueba son los acontecimientos y circunstancias concretas, 

detenninados en el espacio y en el tierupo pasado y presente, del mundo 

exterior y de la vida anímica humana, que el derecho objetivo ha 

convertido en presupuesto de Wl efecto jurídico. Para Mancini, los hechos 

objeto de la prueba lo constituyen tanto los principales caoo los 

secundarios que interesan a una resolución del juez y exigen una 

carprobaci6n. " 86 

(83) lll!LVIS Ed1andla, llemaldo. Teoría General de la Prueba Judicial, 

Taro r. Ed. p de 7.aval{a, Buenos Aires, 1972. ¡:ágs. 114 y 140. 

(84) PEll!Dl,Higuel. Op. Cit., ¡:ág. 279. 

(85) PAUARES, P.dlJardo. Op. Cit., ¡:ág. 580. 

(86) DI! Plllll, Rafael. Op. Cit., págs. 38 y 39. 
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Por otra parte, existen dos ti.pos de juicios, los de 

hechos y los de puro derechor sólo los primeros dan lugar a prueba, dado 

que el derecho generalmente no es objeto de la mismat en tal sentido se 

ha pronunciado el legislador nexicano, bastando citar los artículos Ró 

del CFPC y 264 del CPCDF: 

11Art1.cu10 88. sólo los hechos estan sujetos a prueba, el 

derecho lo estará 11nicamente cuando se funde en leyes extranjeras o en 

usos, oostumbres o jurisprudencia." 

"Artículo 284. sólo los hechos estarán sujetos a prueba, 

as{ com:i los usos y costumbres en que se funde el derecho." 

existen dos tipos de juicios, los de hechos y los de 

derecho, caracterizándose los primeros porque durante su trami taci6n se 

encuentran controvertidos los hechos y consecuentenente el derecho, 

mientras que en los segu11dos sólo se controvierte lü aplicación del 

derecho, pues no existe controversia respecto a los hechos aducidos p:>r 

las partes contendientes. 

Unicairente los llamados juiclos de hechos dan lugar a 

prueba, dado que existe la presunci6n de que el Perecho es conocido por 

todos y tal conocimiento trae com:J consecuencia su obligatoriedad, 

exceptuandose de dicho pri.ncipio la costumbre, el derecho extranjero y 

la jurisprudencia cuando resulten controvertidos p:::ir las ¡:artes, 

principio que ha sido aceptado en nuestro sistema jurídico conforme a lo 

dispuesto por los ait{culos 86 y 284 antes rrencionados. 

4. 6 .1 Prueba de loe hecl1os 

Por lo que rspecta a la aeeveraci6n de que SÓlo los 

hechosson mat-.eria de prueba, cabe resaltar que la misma se basa en que 

las partes oontendientes estan obligadas a probar los hechos en loe 
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cuales fundamentan su pretensión, pues de ello depende que el ju?.gador 

aplique el. derecho y consecuenterente se obtenga un fallo favorable a 

sus intereses. 

Deberoos mencionar que no todos los hechos esgrimidos por 

las partes son materia de prueba, pues Úni.carrente l.o son !Os 

controvertidos en el juf.cio, y en tal caso los admitidos expresa o 

táci tarnente no serán objeto de prueba como consecuencia del principio de 

econarúa procesal, que impera en toda clase do proceso que tiende a 

obtener el rmyor níunero de actuad.enes judiciales con un mfnirro de 

actos, pues de otra manera representaría W1 Jnúti.1 dispendf.o de 

actuaciones que repercutf ría J.ndudablernente en una falta de lmpartición 

de just:lcia pronta y expedf ta, asi. mismo, pr~isamos que no todos los 

hechos controverti.dos por las partes co·.•tendientes son objeto de prueba, 

toda vez que los hechos notor:i.os, los evi.dentes, los presumidos por la 

ley, los irrelevantes y los :lm:posi.bles, aún cuando sean controvertidos, 

tampoco son objeto de prueba. Tales reglas tienen vigor en el juicio de 

nulidad al igual que en cualquier otro tipo de proceso. 

4.6.l.l llechoe notorios 

Con relación a los hechos notorios, es importante señalar 

que gramatical11Ente se entiende ¡x>r notorio "lo que es p.lblico y sabido 

de todos." 87 JRntro del ámbito jur{d:l.co se han expresado diversas 

definiciones al respecto, las cual.es consideraros pertinente 

transcriblr. 

ca1amandrei, expresa que: 11son notorios aquellos hechos, 

cuyo conocimiento forma parte de la cultura nornal propia de un 

(87) Real l\cedemia Española de la I"ngua, Op. Cl.t., pág. 924. 
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determinado circulo social en el tiempo que se produce la deeis:lón." 88 

C'.arnelutti por su parte señaló que los hechos notorios 

son "aquellos cuya existencia es conocida ¡:or la generalidad de los 

ciudadanos en el tiemp:> y lugar en que ocurre la dec:l.siór." 89 

Couture expresa que "pueden cons:l.derarse hechos notor:l.os 

aquellos que entran natural.mente en el conocimiento, en la cultura o en 

la infonnación nonnal de los individuos, con relación a un lugar o a tm 

circulo social y a uñ nanento determinado en el momento en que ocurre la 

decisión. 11 90 

Para Pallares los hechos notor:l.os "son circunstancias, 

contingentes y singulares, y sus notas esenciales son la publicidad en 

el narento de efectuarse, y el de ser conocido por la generali.dad de las 

personas que viven en el lugar donde se tramita el proceso. 11 en 

I.a tercerr1 sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

nación ha sostenldo com:> notarlo 1110 que es público y sabldo ¡:or todos, 

con lo que l.a notoriedad se vuelve dificil de precisar, ya que es casi 

imposible encontrar hechos que sean sabidos ¡:or todos. Pero también ha 

considerado notorio, el hecho cuyo conocimiento, forma parte de la 

cultura propia de un determinado circulo scx:ial en el tiempo en que l.a 

(88) CAI»WIDREI, Piero. Ia Definic!6n de !!<>Cho llotorlo, Cit. por. 
Rafael De Pina y José c:astillo Larrailaga, Op. Cit. pág. 264. 

(89) CARHEl.Drl'I, Franceec:o. Sistema de Derecho Procesal Clvil, 'l'onJ:) II, 

F.diciones Jurídicas EUropa-América, p5g. 92. 

(90) IXJCll'DRE, Ecluardo. Op. Cit., pág. 235 

(91) PMU\RBS, Eduardo. Clp. Cit., pág. 393. 
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decisi.ón cx:urre." 92 

cano conclusión del concepto de hecho notorio señalado 

con antelacl.ón, conviene resaltar que no puede tanarse ha.jo la 

caracter1st1ca de generalidad, P.:n virtud de que un hecho puede ser 

notorio sin ser conocido por todos, pero más que nada porque la 

calificación de notor:I o a un hecho determinado corre a cargo del Órgano 

juriscUcci anal, toda vez que en nuestro derecho el legf slador cxni tió 

establecer su concepto, con lo cual estaJTOs de acuerdo, pues un hecl10 

notad o lo es frente a un caso concreto y determinado y sólo delante de 

esa realidad cabe apreciar la notoriedad capaz de producir la revelación 

de prueba del mismo, como lo señala Rafael de Pi.na. q3 

Pentro del juicio de nulidad y conforrre a los artf.culos 

88 del CFPC y 286 del CPCDF, el tribunal [XX'Jrá invocar los hechos 

notorios, aw1 cuando no sean invocados ¡x:>r las partes. Al ser esto as{, 

tenemos que los hechos notorios no sólo se excuyen de prueba, sino que, 

además, sin ser afirmados por las partes puede el juzgador :l.ncluirlos en 

el juiclo. Uotaroos asf, lllla excepción al princ:l.pf.o de que el juzgador no 

debe resolver mis alla de lo afirmado y probado por las partes. 

4.6.1.2 lieellos evidentes 

Respecto a los hechos evidentes, Couture señala "que 

también estan fuera del objeto de la prueba, toda vez que se basan en la 

mentalidad del juzgador, quien suple la actividad probatoria de las 

partes, ya que seria innecesaria toda actividad tendiente a demostrar un 
hecho 

puede 
que surge de la experiencia misma del magistrado, aclarando que 

darse el caso de que un hecho tenido por evidente pueda 

(92) Tesis 189, del Apéndice del Semanario Judicial de la Federación 

1917-1975, México 1975. 4a. Parte, pág. 230. 

(93) DE PillA, Rafael. Op. Cit., pág. 121. 
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desvirtuarse ante hechos nuevos que los desmientan o contradi.gan. 11 q4 

4.6.l.3 Hechos presumidos 

Tampoco los hechos presumldos por la ley so11 objeto de 

prueba, porque la presunci.611 legal dn por probado lo r¡ue vcrdaderar-.nl:.1'!' 

no podría ser demostradi:>, corm lo señala De Pina. 95 Sin embargo Couture 

eJCpresa quel "existen dos tipos de presunciones legales, absolutas y 

relativas; si admiten prueba en contrar:to se estará dentro de éstas y en 

camb:to serán absolutas, cuando no admi.tan prueba en contrario:"' 9ñ 

4. 6. l.4 Hechos irrelevantes 

Además de que los hechos objeto de prueba deben ser 

controvertidos por las partes, se requiere que tengan trascend~ncia para 

el fallo que se dictará. Por lo que deben eJ~luirse de prur.brt los hechos 

que no tengan relación con dicho supuesto, de acuerdo con lo dispuesto 

por los artículos: 79, 80 y 07 del CFPC y, 270, 279, 285, 291 y 298 del 

CPCDF. 

4.6.l.5 Hechos :Imposibles 

Por Último, debemos mencionar que los hechos imposlbles 

tampoco son objeto de prur.ba, caoo lo previene el artf_culo 298 del 

CPCDF, ya que prohibe la admisión de pruebas sobre hechos imposibles o 

(94) IXDltlRE, F.duaxdo.Op. Cit., pág. 228. 

(95) DE PlllA, Rafael.. Op. Cit., pág. 127. 

(96) IXDltlRE, F.duardo. Op. Cit., pág 226. 
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notoriamente inveroslmiles. Alcalá-Zamora señala: que se debe 

diferenciar entre la lmposi_biUdad lógica o absoluta, y la imposibili.dad 

técni.co o relativa, susceptible de desaparecer en un momento dado por 

obra de descubrimiento o i.nvenciones. 97 

El legislador debe tener mucho cuidado al encontrarse coh 

estos hechos,sJñ perder de vista, que los hechos que el sentido común 

puede considerar imposibles, con el transcurso del tiem¡:o, el desarrollo 

del pensamiento humano y el avance tecnológico, puedan demostrarlos coroo 

posibles. 

Con base en lo antes expuesto, concluiros que resulta de 

medular importanda la determinación de los hechos m..i.terla de prueba, 

tanto en el jnic:l.o de nulidad corno dentro de cualquier proceso, toda vez 

que de ello depende que se considere a una prueba com::> pertinente o 

impertinente?, entendiendose por las prirreras, aquellas que tienden a 

probar los hechos controvertidos por las partes, salvo cuando sean 

controvertí dos los hechos que acabatoos de rencionar que se exceptúan de 

prueba; en cambio serán impertinentes las pruebas cuando no tengan 

ni.nguna relación con los hechos controvortidos. Es pues el objeto de la 

prueba, lo que determina que el juzgador en el momento de emitir la 

sentencia correspondiente, califique la 

alguna prueba propuesta por las partes. 

pertinencia o im¡:crtinencia de 

4. 6. 2 Prueba del derecho 

En prlncipio, o:xto se ltt"l seífalado, no son objeto de 

prueba las normas jur!di.cas invocadas por las partes en apoyo a sus 

respectivas pretensiones, porque existe la presunción de que son 

(97) Cfr. ALCJIIA-Zl\KJRA y castillo. Exalren c:r!tico del c:ódigo de 

Procedimientos Civiles de Chihuahua, Universidad de Chil\Uahua, 

1959. pág. 55. Cit. por. Dvalle Favela, Op. Clt., pág. 107. 
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conocidas por todos y tal conochniento trae como consecuencia su 

oblf.gatoriedad. E1 juez debe investigar las nonnas aplicables al caso, 

en virtud del principio reconocido (jura novlt curia "el tribunal conoce 

el derecho 11 
), que también se expresa en el proverbio latino (narra mild. 

factum, dabo tibi jus "narrane los hechos, yo te da.re el derechoº), con 

lo cual tenemos, que basta que la parte invoque genéricairente, dado que 

el juz.gador esta obligado a conocer el derecho nacf.onal, general, 

vigente y legislado; sin embargo, el principio de refercnc:f a ti.ene 

algunas excepciones, cuando se trata de costwnbre, derecho extranjero y 

jurisprudencia, las cilales si requieren probar su vigencf.a y aplicacfón 

cuando sean invocadas ¡x:>r las pa_rtes. 

Uo obstante lo anterior, las partes pueden intentar 

convencer al juez de la existencia y sentido de la noma cuya aplf.cac:l.Ón 

consideran pertinente. 

4.6.2.l Cce~ 

cuando de entre las alegaciones jurídicas que fundamentan 

una pretensi6n procesal, se encuentren nomas consuetudinarf.as, las 

mismas deben ser objeto de prueba. Ya que si bien los componentes del 

6rgano jurisdiccional conocen las leyes, el pr:l.ncipio jura novit curia 

no puede extenderse hasta la costumbre. 

Asi también será objeto de prueba el derecho extranjero 

cuando resuite controvertido, caro lo ha sustentado la suprema Corte de 

Justicia de la nación, según la cual, cuando las partes invoquen derecho 

mctranjero, no sólo deben probar su vigenci.a, s:l.no adeaás su 
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aplicabilidad a los hechos afl.rnados. 98 

4.6.2.3 Jurleprudencia 

En este punto, observanx:>s por una parte, que el articulo 

192 de la I.ey de Amparo prescrlbe el carácter obligatorio de la 

jurisprudencia de la SUprema Corte de Justi.cia y de los Tribunales 

Coleg:f.ados de CircuJ.to para los trlbunales administrat:f.vos locales y 

federales, y que por la otra, el artículo 86 del CFPC .exige la prueba de 

la jurisprudencia. 

Conforme al artículo 196 de la I.ey de Amparo, observamos 

que la judsprudencia no requiere ser probada, úni.crunente roquiere que se 

P.xprese su sentJdo y se señalen con precisión las ejecutorias que la 

sustentan. 

4. 7 Carga de la prueba 

r.a prueba es para Couture ''en su sentido estrictatrente 

procesal, la conducta Jmpuesta a uno o ambos litigantes, para que 

acrediten la verdad de los hechos enunciados por ellos1 más adelante 

expresa que es "un imperat:f.vo del propio interés de cada litigante: es 

una circunstancia de riesgo que consiste en que quien no prueba los 

hechos que ha de probar, pierde el pleitos Puede quitarse esa carga de 

encima, probando, es decir, acreditando la verdad de los hechos que la 

ley le señala." 99 

(98) Tesis 190, A.s.J.F., 1917-1975, México 1975. págs. 8R7-RP.ll. 

(99) camm, l!duardo. 0p. cit., págs. 241-242. 
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José castillo Iarrañaga y Rafael IR Pina consideran que: 

"la carga de la prueba representa el gravamen que recae sobre las partes 

de facilitar el material probatorio necesario al juez para formar su 

convicción sobre los hechos alegados por las mismas." l 00 

En el proceso no cabe hablar de obligación de probar, sino 

de interés de probar. I.a carga de la prueba se concreta en la necesidad de 

observar una determinada diligencia en el proceso, para evitar una 

resolución desfavorable. 

Deberoos entender esta carga de la prueba, no com:> una 

obligaci6n, sino com:> wia colaboración de las partes para aportar los 

aedios de prueba conducentes para producir en el juez una convicci.6n 

sobre los hecllOS alegados. 

Becerra Bautisa, para definir la ciirga de la prueba parte 

del principio por el cual el juez tiene el deber de resolver las 

controversias que le plantean las partes, en base a la derrostración de la 

verdad de sus afirmaciones, as! C'CUI) por el principJ o en virtud del cual 

el juez esta sujeto a la actividad de las partes, de tal manera que no 

puede ir más alla de lo que estas le piden o de lo que ellas demuestran¡ 

en tales circunstancias expresa que: "la prueba es una carga, en cuanto 

que es una actividad optativa para las partes, pero que sino la 

desarrollan sufren las consecuencias de su inactividad procesal, que 

redundará en la imprtX:edencia, bien sea de la excepción opuesta." 101 

En el proceso, cualquiera de las partes tienen facultad 

(100) DE PINA, Rafaei y castillo Larrallaga José. Op. cit., pág. 255. 

(101) BECERRA BN.1l'ISl'A, José. E1 Proceso e ivU en México, Op. Cit., 

pág. es. 
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para probar sus aseverad ene~, pero el problema de la carga nos lleva a 

determinar sobre quién pesa la carga de la prueba. 

En la legislaci.ón suplP.tor.in par.a el juicio de nul:l.dad 

que nos ocupa, encontr.arros dos reglas gcmeralos sobre la dlstribución de 

la carga de la prueba. Y.a prhnera la establecen los artf culos Al del 

CFPC: "El actor debe proh.,r los hechos constf_tutJvos de su acci.ón y el 

reo los de sus excepciones." y; 2m del CPCDF: "J .. ,s par.tes asurnJr6n la 

carga de lil prueba de los hechos constitutivos de sus prctcnsi.ones." 

Carnelutti distingue los hr~chos como: consti tuti.vos, . 

extintivos :lmpedlth:os y modifi.catf:vos, señalando que los dos primeros 

son hechos jurídicos pr:lnclpales,a través de los cuales se constituye o 

se P.J:ti.ngue una relación jud.dJca, respectivamente: los dos Últirros son 

hechos jurídicos secundarios o condiciones jurlcUcas quP obran sobre un 

hecho jurídico principal, paralizando o tr0dlficanc10 su eficacia. 102 

En reaUdad, como ha puntualizado Alcalá-Zazrora, si el 

actor ti.ene la carga de probar los hechos constitutivos de su 

pretensión, corresponde al demandado probar los hechos extintivos, 

hnpedi ti vos o mo<UficaUvos que a ella o¡::onga, pero no los constituti.vos 

de su exc:epci6n. 103 

I.a segunda regla sobre la distribución de la carga de la 

prueba la encontramos en los artículos: 82 del CFPC y 2A2 del CPCDF, 

conforne a los cuales, sólo el que afirma tiene la carga de la prueba y 

no as{ el que niega. Sin embargo esta regla tiene sus excep::iones, en 

las cuales el que niega si t:I ene la carga de probar: 

(101) CARHElDrl'I., Franceoco .. Sistene de Derecho Procesal Civil, Trad. 

peri Uiceto Alcalá-Zaioora y Santiago 5ent!s Melendo, Tomo II, 

Buenos Aires, 1944. p.1g .. 400. 

(102) Cfr. ALCJ\IA-ZN«JRA,Op, Cit., pág. fi9. 
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la. cuando la negación envuelva la aflnnaclón expresa de 

un hecho. 

2a. cuando se desconozca la presunci.ón legal que tenga a 

su favor el litigante. Esta hipótesis se refiere a las presunciones 

legales relativas que admiten prueba en contrario y ti.enen caoo 

consecuencia invertir la carga de la prueba: no correspcmde probar a 

quien afirma un hecho que la ley presune, sino al que lo niega. El 

artículo 83 del CTPC establece: "que el que funda su dorecho en una 

regla general no necesita probar que su caso siguió la regla general y 

no la excepción; pero qui.en alega que el caso esta en la excepci.Ón cte 

una regla general., debe probar que as! es." 

3a. cuando se desconozca. la capad.dad de 18 contraparte. 

Si observruoos detenidanente este supuesto, tendrenx>s que queda 

comprendida en la primera excepción, pues quien niega la capad.dad de 

una persona está afirmando i.mpl{ci taaentn que ésta es incapaz. 

4a. cuando la negativa sea elemento constitutivo de la 

acción. Este supuesto sólo lo contempla el CPCDF. 

I..a suprema corte de Justicia ha sostenido que las 

proposiciones neg-ati.vas son susceptibles de prueba, sJempre que esten 

determinadas por circunstancias de tiempo y lugar, p..Ies entonces no 

p.e:Bl OJnsiderarse cano absolutamente negativas. 103 

Por ·Último, tranacribim:>s a continuaci6n dos tesis 

aisladas de la sala superlor del tribUnal fiscal de la federación, para 

ejemplificar nejor lo antes nencionado: 

'PlllJEBll.-CARGl\ DE 1.1\ MISMA Pl\Rl\ ACREDITAR 1.1\ REIJ\Cial 

(103) Tesis 202, A.s.J.F., 1'117~1975, México, 1975. pág. 45. 
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ORRERO PATROUAI .. - Si la autoridad demandada finca un 

capital c:onstJ.tutivo a cargo de la empn:?sa y ésta ni_ega 

lisa y llanairente la relación laboral entre ella y el 

trabajador accidentado y ¡:or ende la obli.gación de 

haberlo i nscr:l to en el régirren de seguridad socf.al '. 

c:orresponde a las autoridades detra.ndadas la carga de la 

prueba para acredJ.tar la relación obrero ¡:Kltrona1. 

CARGA DE LA PRUEBA.-REC:AE Ell !J\ Al!l"OR!DAD DEMAJIDADA 

C:UAPIDO AFIRMA DETERMUIADOS HECHOS ErJ QUE APOYA SU 

DE'F'EflSA. En los términos del artículo 01 del r.&Ugo Federal 

de Procedimientos r.Jviles, de aplicación supletorja en la 

materia, el actor. dP.be probar los hechos constitutivos de 

sn acd.ón y el dem.1ndaclo los de su excepción. En estas 

concticiones al haber.se aceptado p:>r la autori.dad 

dcmandad<i que detP.rminada acta de vi si.ta se leVilntó con 

irregularidndes, Pntonces ella le correspondía 

acreditar los 11echos que en su opinión ocasfom1b.1n que 

es¡¡ irreguladdad ruera i rrelevantn para el <lesarr:ollo de 

esa vi si ta, y al no Jw1cer10 así, es claro r¡ue no probÓ 

los ru:tremos de su eJ:cepci ón." H>4 

4.8 Prool!dimiento probatorio 

Para contestar a la pregunta..: ¿ cáno se prueba? el 

tratadista Eduardo Couture señala que el proce<:Umiento probatorio 

consiste en saber cuales son las formas que es necesario respetar para 

que la prueba producida se considere váUda: el sistena jurídico regula 

la prueba, otorgando tan sólo valor a aquellos elemantos de convicci6n 

que llegen al juicio rrecliante W1 procedJmiento ajustado al régiren 

legal. O:mtinua dichmdo "que en este sent:f do el problena del 

procedimiento probatorio queda djvidido en dos campos: en uno se halla 

(104) R.T.F.F. Jlo. 33, septiembre 1990 págs. 23 y 31. 
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el conjunto de formas y de reglas cormmes a todas las pruebas; en otro 

el carácter especial, donde se seílala el rrecanisroo de cada uno de los 

rredios de prueba." 105 

As{, todo lo relativo al ofrec:fmlento de la prueba, a la 

oportunidad para solicitarla y para reciblrla, a las formas de 

verificación comunes a todos los rredios de prueba, etc .. , constf tuyc el 

tema general del procedimiento probatorio. Por otro lado, el 

funcionamiento de cada medio de pruel:>a.1 instrumentos, testi.gos, 

confesi6n, inspecci6n, etc., constituyen el aspecto particular del 

problema. Este cap!t:.ulo abarcará sólo el aspecto general, y en el 

siguiente se analizará cada medio de prueba en particular. 

Por su parte, el ll\lestro Eduardo Pallares establece 

que los proced:fm:Lentos probatorios "son las fonnalidades prescritas por 

la ley para la forma.ción de las pruebas." Agrega .que dichas formalldades 

están regidas por los principios de: innedi.ad.ón, segÚn el o.1al debe 

reclb:f.r la prueba el jue?. que ha de sentenciar, excepto cuando las 

pn1ebas se rinden fuera del lugar del juicio y ante los Tribumiles 

Colegiados; de debate o contradicción, que implica que las pruebas se 

rindan con citaci6n de la contraparte para que ¡:ueda intervenir si lo 

desea: de publicidad, que exige que las pruebas se rindan en audi.encins 

públicas; as! como el postulado que rrenciona que la rendición de las 

pruebas debe hacerse de acuerdo con la forma, el tiem¡x> y el lugar 

ordenado por la ley; el de adecuación, a través del cual el juez no debe 

admitir pruebas innecesarias e impertinentes, náxime que en el juicio 

debe operar el principio de econcmia procesal. 106 

Respecto a la etapa de la instrucci6n del juicio de 

nulidad, es necesario recordar al traestro Cipriano Gárx?z rara, quien 

considera que esta etapa se desenvuelve en los siguientes nanentos: 

ofrecimiento, admisión, preparación y desahogo de la prueba, los cuales 

(105) CD7l'IJRE, P.duardo. Op. Cit •• págs. 248-249. 

(106) PAUARES, Eduardo. 0p. Cit., págs. 663-ñ64. 
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estudiaremos a continuación. 

4.e.1 orreclmiento de pruebas 

Por ofrecimiento de pruebas de}:)e!oos entender, el anuncio 

de car-ácter formal tendiente a demostrar la verdad de los hechos 

esgrimidos por la parte oferente, sr.ñalandose los medios de prueba con 

l?B que se pretende produci.r un estado de certf.dwnbre en la roonte de los 

juzgadores, respecto a la PJfistencia o inexlstencfa de- ·1os 

afirmados por cada parte. 

hechos 

En el juf_c:fo de nulidad ante el tribunal fiscal de la 

federación, el ofrcci.miento de pruebas se conf:f.gura P-n los escritos de 

demanda y contestacl6n que al efecto se produzca por las partes, excepto 

cuando se presenten algunas de las hf p6tcsis previstas por los artículos 

210 y 230 del c:FF. En el primer supuesto el demandante tfene derecho a 

ampliar su demanda, porque estamos en el supuesto de la negativa ficta, 

y es sólo cuando la autoddad contnsta la demanda y expresa los hechos y 

el derecho en que se a¡xlya la resoluci.ón impugnada, cuando el actor 

t:f.enc la posJbflJdad de combatirla y consecuenterrente se deberá correr 

traslado de la ampliaci6n al demandado para que pueda refutar loa hechos 

esgrimidos por la parte actora. la otra excepción a la regla, la 

previene el citado artfculo 230, el cual establece que las pruebas 

supervenientes pueden ofrecerse en el ncmento en que apare:r..can siempre 

que no se haya dictado sentencia. 

Del concepto de ofrecimiento de pruebas que expresamos 

con antelac:f.ón, se desprende que este requls:f.to tiene cmo objetJ.vo 

hacer del cono::imJento a la sala y a las partes desde que se fija la 

l:f.tis, los ttP.dlos de prueba, con los cuales se pretende acrecUtar ante 

el órgano jurisdiccional el valor o veracidad de los hechos esgrimidos 

por las partes. Y es por ello que en el ámbito contencioso 
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administratlvo, el r.FF en sus artículos 200 frncclón V y 213 Fracci6n 

V requiere a las partes contendlentes para que con las pruebas pcriclal 

y testim:mial que ofrezcan, tengan la obligación de relacionarlas con 

los hechos de la demanda ¡x>r parte de la actora y con cada WlO de los 

hechos controvertidos en la contestación, la anislón de este 

señalamiento tiene corro sanclón jur{dica, el desechamiento de la prueba. 

Por celeridad procesal, de berros relacionar todos los ti pos de prueba que 

se ofrezcan con los hechos rroti.vo de la 11 tis, no sólo las pruebas 

periclal y testimonial caoo p:>dr{n parecer en pdncipi.o. 

Ante" el tribunal de lo contencioso administrativo dP.1 

distrito federal, el ofrecimiento de pruebas se configura en la etapa 

postulatoria del juicio, es decir. en los escritos de demanda y 

contestación de la misma, asf. lo establecen los artículos 50 fracción IX 

y 63 de la ley del tribunal. 

I.a excepción a la regla antes rrencionada, la encontramos 

en el mlsmo artículo 63, el cual establece que las pruebas 

supervenientes pueden ofrecerse cuando aparezcan, y hasta la audiend.n 

respecti.va. 

los escr:l.tos de demanda y contestación 

respectivamente, debe señalarse la relación exlstente entre las pruebas 

ofrecidas y los hechos materia de la controversia, de no ser asf. la 

prueba será desechada, as! lo establece supletoria.trente para el TCADF, 

el artículo 291 del c6digo de procedimientos civiles para el distrito 

federal 

4.B.2 Mmisiéin de pruelas 

El •maestro Cipriano r.ómez 1.,ra, considera que la admisi6n 

de pruebas "es un acto del Tribunal, através c'lel que se está aceptando o 
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se esta declarando procedente la recepción del rredio de prueba que se ha 

considerado fdÓneo para acreditar el hecho o para verf flcnr la 

afinnación o negativa de parte con di.cho hecho." 107 

t.a palabre admisi.ón ti.ene en Derecho Procresal un sentido 

Jgual al que posee en el lenguaje corri.ente, significa, por lo mismo 

admitir, dar entrada, aceptar o rec:i.bir, sea alguna promoción de las 

partes o alguna alegación o tesis sostenJ da en ella. 

De lo antes expuesto, se desprende que la admisión de 

pruebas ante el TFF y ante el TCADF, se presenta cuando el magistrado 

instructor señala que se tienen por ofrecidas las pmebas menci.onadas en 

los escritos de las partes, sucediendo esto, en el auto admisori.o de la 

demanda o en el que tiene por contestada la misma¡ aunque en c:i.ertas 

ocasiones se provee respecto la admisión de las pruebas con 

posterioridad, tal es el caso de las pruebas de naturaleza 

superveniente, en que la parte oferente no tenf.a conocimiento de ellas 

al formular su libelo rnspectlvo. 

Al admi.ti r las pn1ebas, el juez debe considerar su 

pertinencia, es decir, su relaci6n con el objeto de la prueba (los 

hechos controvertldos por las partes); su idoneldad, o sea ou aptitud 

para probar los hechos. 

4.0.2.1 su pertinencia 

Uo basta que las pruebas sean de las que reconoce y 

permite la ley para. que sean admisJbles, sino que es además necesario 

que sean pertinentes, que tergan wta influencia decisiva en la 

rontienda, pues de otra forma resultarían inútiles y prolongarían sin 

(107) GC111!Z LARA, Ciprlano. Teorla C".eneral del Proceso, Op. Cit., pág. 
127. 
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111ltivo el. juicio. 

El artículo 87 del CFPC al respecto señala: "El tribunal 

debe recibir las pruebas que le presenten las p:trtes, siempre que esten 

reconocidas por la ley ••• Cuando la recepción de ~a prueba ofenda la 

moral o el decoro social, las diligencias respectiWls ¡:odrán ser 

reservadas, según el prudente arbitrio del tribunal." 

Y el artÍCUlo 285 de aplicacf.ón supletoria al tribunal 

C'Ontencioso del distrito federal establece que "El tribunal debe recí.bir 

las pruebas que le presenten las partes siempre que estén permitJ.das p::>r 

la ley y se refieran a los puntos cuestionados." 

4.8.2.2 Diferencia entre pertinencia y· adml.sibUidad 

de 1a prueba 

Siguiendo a Couture, podemos distinguir la pertinencia da 

la admisibilidad de la prueba, pues mientras la pertinencia la determina 

propianente el objeto de la prueba, es dec:lr, los hechos materia do 

prueba, l.a admisibilidad o inadmisibilidad de la misma lo determinará la 

idoneidad o falta de ella de un roodio de prueba para acredJ tar un heclio 

en concreto, no es el objeto de la prueba 10 que determina la 

admisibilidad, sino los ttedios aptos para producirla. 108 

4.8.2.3 La adml.eUin ante el. tribmal. fiscal. de la federaci6n 

Cabe señalar que el CFF en sus artículos 228 bis y 242 
previenP' dos figuras jurídicas distintas para impugnar. antP.: la sala 

corres¡xmcUente la admisi6n o desechami en to de alguna probanza: 

(108) avroRB, l!duar:do. 0p. cit., páq.23R. 
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El artf.culo 220 bis J)."lrrafo IV, preví.cm~ a las partes 

para que de manera incf.dental puednn objet<tr. los autos qua adm:f.tan la 

demanda, la c:ontestaci.ón, la intervención del tareero perjudicado o 

nlguna prueba, rrediante escd.to que presentar.án en el plazo de ci.nco 

diasr objec:l.ón que se docJcHrá en la resolución que ponga fin al ju:l.cio 

o en la sentencJ.a respectiva. t.a parte que promueve este inci.dente, debe 

:Indicar claramente que objeta el anta admi.sorJ.o de una probanza, ya que 

si no lo hace asf., e :l.mpugna el alcance y valor probatorio de la mi.sm.."l, 

seda otra cosa completaroonte disti.nta. Para sustentar este :Inciso, 

transcri.birros a continuaci.ón un precedente de la sala suped or del. 

tribunal fiscal de la federncJón aprobado en el año de 19RB, que a la 

letra establece: 

"OBJECial. -0'.M> MEDIO DE DEFEJISI\ PREVISTO lll EL OCJDIGO 

FISC".AL DE LI\ FJ'llERACIOll, RESPECro 1\ LI\ l\IMISIOH DE 

PRCJEB1\S.- Del análisis efectuildo al últhoo plirrafo del 

arfculo 2:w b:I s del código Fi.scal dn la Federación, se 

advierte claramcmtc que contr.mpla una objeción como rredio 

de defensa en contra -entre? otros- del auto adm:lsorio de 

alguna prueb:t, y de ni.nguna manera una objeción en contra 

del iilcance y valor probatorio <lP. las admtti.das en él, 

por lo que si alguna de las partes presenta un escdto 

impugnando este Últlmo aspecto, aún cuando señale 

expresamente que se trata de una objeción, no es correcto 

darle el trámite srñalndo en el referido mnooral, toda 

vez que una cosa es objetar el auto que admite una 

dBMnda y otrn nruy disti.nta es impugnar su alcance y 

valor probatorlo." 109 _ 

Observanos por otra parte, que para el. supuesto de 

desechamientode alguna prueba, el articulo 242 del CFF establecet que el 

recurso de reclamación procederá ante la sala reglonal en centra de l.as 

(109) R.T.F.F. !lo. 35, Ja. Epoca Alio III, noviembre 1990. pág. Jfi. 

llB 



resoluciones del magistrado i.nstructor que desechen... alguna 

prueba ••• (entre otras figuras) • t.a reclamaclón se :l.nterpondrá dentro de 

los cinco d!as siguientes a aquél en que surta efectos la notlficación 

respectiva. 

El artículo 243, establece que una vez interpuesto el 

recurso a que se refiere el artículo 242, el magistrado instructor 

ordenará correr traslado a la contrapartepor el término de cinco dí.as 

para que exprese lo que a su dcrecl\O convenga y sin mfts trámi tP. dnrá 

cuenta a la sala pata que resuelva en el término de cinco días. El 

magistrado que haya di.ctado el. acuerdo recurri.do no podrá excusarse. 

De lo antes expuesto, concluimos que el auto que admita 

nna prueba será objetado por medio de un incidente y se resolverá al 

dictar sentencia definitiva. M:J.entras que el: acuerdo en el que se 

desecha una prueba, será objetado por medio del recurso de reclarnc"lción y 

nna vez que se ltaya dado vlsta a la cxmtraparte, se resolverá en cinco 

d!as. 

4. e. 2. 4 l\dndeión de las proebi1e ante el tribunal 

oontencloeo del distrito federal 

Debem::>s recordar que la admisión y desal\ogo de las 

pruebas ante e1 tribunal de lo contenci.oso administrativo del distrito 

federa1, se realizci conjuntamente en la audiencia respectiva del julcio. 

Para la admis:l.6n de pruebas, delx! considerarse, la 

calidad de éstas caro med:l.oa de prueba, su pertinencia, la oportunidad 

·de BU ofrecimiento y la satisfacción de los requisitos de ley previstos 

para su recepción. Mientras que el desahogo, consiste en la práctica 

material del medio de prueba. 

E1 artículo 64 de la I.'I'{'.ADF, establece que se admitirán 

11!1 



toda clase de pruebas, excepto la confeslonal y las que fueren 

contrarias a la rroral o al derecho. Aquellas que ya hubieren rendido 

anta las autoridades demandadas, deberán ponerse a dis(X)si.ción del 

tribunal con el expedientP. respectf.vo, a petición de parte: Y el 

art!Clllo 296 c'lel CPCDF señala que los docurrentos que ya se cxibieron 

antes de este pedoclo y las constancias de autos se tomaran corro prueba 

aunque no se ofrezcan. 

ne acuerdo con el artículo 298 del CPCDF, al día 

siguiente en que termine el periodo de ofrecimiento de pruebas, el juez 

debe dictar una resolución en la cual determine las pruebas que se 

admiten sobre cada hecho. SegÚn el mismo artículo, no se admitirán 

diligencf as de prueba contra derecho, contra la rroral o sobre hechos que 

hayan sido controvertidos por las partes, sobre hechos imposibles o 

notoriamente inverosfrniles. 

contra el auto que desecha una prueba, procede el recurso 

do reclamación, como lo previene el artículo 83 de la I.'I'CADF: "El 

recurso dr reclamación es proceden.te contra las provJ dencias o los 

acuerdos de trámite dictados por el Presldente del Tribunal, por el 

Presidente de cualqulera de las salas o por los magistrados, así cor.o en 

los demás casos señalados por la ley." 

Con rC!spccto al término para interponerlo, en su prirrera 

parte el art.Ículo 84 de la I.'I'CADF, dispone que el recurso se 

interpondrá, con expresión de los agravios, dentro del término de tres 

días contados a partir de la notif'icaci ón correspondiente. 

Con base en el párrafo anter:f.or, observamos que el 

art1C\llo 64 contlcne wia excepción a la regla general del cánputo de los 

términos establecida en los artículos 40 y 44 de la misoa ley, que 

disponen respectivamente, que las notificaciones surten efectos a partir 

del día siguiente en que fueron hechas, y que los términos empiezan a 

correr a partir del d{a siguiente en que se hubiere practicado la 
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notificaci6n. El texto del artf.culo 83, es muy claro al señalar que el 

término debe computarse desde la fecha de notifi.caci.ón y no a partir de 

aquella en que surta efectos. Esta situación piede producir confusión 

entre las partes y en dado caso provocar que se deseche el recurso por 

razón de extemporaneidad, por lo cual nos inclinam:>s a su reforma, para 

adecuarlo a la regla general para el cómputo de los términos. 

r.a sustanciación del recurso se hará conforroo a lo 

dispuesto por ias art!.culos 84 y ~5 dP. la LTCAOF, dQ1\rl'l sP. establecen las 

si.guientes reglas: 

Es necesario que al interponer el rP.CUrso se expresen los 

agravios causados por la determinaci6n recurrí.da; es decir, si se l1ace 

valer el recurso, sin que se expresen agravioa, nb producirá efectos y 

p:>r tanto deberá desecharse. 

Admitido el recurso, se dará vista a las denás partes 

para que en un término de tres d{as, expongan lo que a su derecho 

convenga; una vez transcurrido dicho térm:l.no, la sala debe dictar la 

resoluci6n que corresponda. 

El recurso se i.nterpone ante la sala de adscri¡x:jón del 

magistrado o presidente que haya dictado el acuerdo recurrido. 

4.0.3 Preparación de las pruebas 

la preparación o diligencias de prueba, las conceptúa 

Eduardo Pallares como "los actos judiciales nediante los cuales se 

efectúan las diwrsas pruebas que las partes hacen valer pa.ra deroostrar 

el derecho que les as:f.ste. 11 110 

(110) PAILARES, Eduardo. Op. Cit., pág. 257. 
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couturc, consJ_dora r(lm ol cHligenciamJento de mm prueba 

consiste r.n "el conjunto de actos procP.sales que es menester. cumplir 

para trasladar hacia el P.J:pedhmte los di stJ.ntos elf'!ITIP.ntos de convi.cci ón 

propuestos por las partes." l J J 

Por su parte el maestro r.órez I.a.ra, señala que la 

preparaci_ón de las pruebas consi st(' "en el conjnnto dr. actos que debP. 

r.nali zar. el tribunal, con la colnlx:iraci ón muclms veces de las partrm y 

de los au.::J liares del ~ropi o trJ_bum11." 11 2 

Algunas de las prunl::<1s que se vnn a desahogar en la 

amUrmcJa respnctJvt1, l•~~ben snr prrp.1rat1íls pr.nviamentn para que en ella 

puedan reclbirse y r:ara este objnto:J debP.n tom<1r.se entre otras, las 

si.gu:i.ontes rrcdi díls: a) en caso de que sn ofrezca la confesi.onal del 

gobernado (este supuesto sólo se d<1ril antP P.! tr.f burml fj scal de la 

fmleració11), sn tmtdrá p:ir recibjdo nl rliego de posiciones, sohre e?! 

cual vers<1rá el dsarrollo de clkhrt probc1nza, se d t11rá il la pnrsonil qtlP. 

deba absolver tales posiciones ~n la fecha Pll que tcngn verJficatJ.vo ln 

amUcmci¡i; b) so citará a los tP.stigos y ¡:erJtos, con apcrcibirniPnto de 

qun se prPsenten a lti audíc:>ncia r.espcctjvn; e) se conCí!derán a los 

¡:eritos todas las f11ciUd11c!es rmccsarin~ pera el examen de los objetos, 

documcmtos, lugares o p->rso11<1s ~1ril que rindan su dict<Ul'en a la hora de 

la audicndJ.; d) enviar los c::llortos correspondhmtes para la prftctlca 

do las pruebas, como pueden sor. la inspección ocular y la testimon:ial 

que deban realizarse fuera de la ci rcunscripcJ ón tcrritori.al, y e) 

ordenar trncn copias, documentos, libros y demás instrwoontos ofrecidos 

por las partes, dJ.sponiendo las compulsas qun fueren necesari.as. 

(111) CCX1l'URE, FA:luardo. Op. C:lt., p.-\g. 253 

(112) GOHfZ URA, C:lpriano. Op. C:it., pág. 127. 
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4. B .4 Desahogo de las pruebas 

Una vez que se realizan los actos procesales necesari.os 

para que se produzcan las pruebas aportadas al juicio, se presenta 

durante la ventilación del juicio la etapa conocida como recepción o 

desahogo de pruebas, la cual consiste en el desenvolvimiento de las 

mismas en la audtencia respectiva. I:'Cberrcs rrenclonar que el desarrollo de 

cada probanza en partit:ular, lo analizarenx>s en el capitulo siguiente. 

De acuerdo con los artículos 230 del CFF, 65 y fió de la 

I.'I'f'.ADF; 79 y 80 del CFPC y 279 del CPCDF, los tribunales pueden decretar m 

todo tiempo, cualquiera que sea la naturaleza del negoc:l.o, la práctica o 

ampliación de cual'll.lier diligencia probatoria, siIJ1Pre que sea conducente 

para el conocimiento de la verdad sobre los puntos controvert:l.dos. En la 

práctica de estas diligencias el juez obrará COIIIJ estime procedente para 

obtenr el rrejor resultado de ellas, sin lesionar los derechos de las 

partes y procurando en todo su :Igualdad. 

Con base en lo anterior, observarrcs que se faculta al 

juzgador para ordenar de of:l.cio, es declr, aun sin propuesta de las 

partes, la práctica de los nedios de prueba-que estinn conducentes para el. 

con~imiento de la verdad sobre los hechos controvertidos. 

Debe?X)s destacar que la facultad del juzgador para ordenar 

de oficio la práctica .de las pruebas que juzgue indispensables para 

formar su convicci6n respecto de la litis, no tiene lfmltes temporales, 

ni rigen para el las limitaciones :Y prohibiciones en neteria de prueba, 

establecidas en relación con las partes. Aunque en este punto, la sala 

superior del trib.mal de lo contencioso administrativo del distrito 

federal, ha sustentado un precedente que limita el tiempo para acordar 
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de oficio la práctica de nuevas pruebas, y que transcribirros a 

rontinuac16n: 

•PRtJEBAS.- 't'ERfma:> PARA EL DESMDX> DE IAS.- Aunque lo~ 

artfou1os ñ5 y óó que rigen este Tribunal, facultan a las 

salas para acordar de oficio el desahogo de las pruebas 

para nejor proveer, asf. caro para decretar la ampli.ación o 

repetici6n en todo tiempo de cualquier diligencia 

probatoria, el ejerci.cio de ese derecho tiene C'OltlO límite 

la conclusi6n del 1"'<Íodo de alegatos, que es el Último 

acto procesal 

procedimiento." 113 

de instrucción dentro del 

También teneros, que la facultad del juzgador no se reduce 

sólo a ordenar la ampl:l.ación de pruebas ya propuestas y practicadas por 

las P3rtes, sino que tanibién comprende la ordenación de práctica de 

pruebas no ofrecidas por las parte?s, siempre que conciernan a los 

lleehos controvertidos y que en la ejecuci.ón de las pruebas se 

respeten los derechos procesales de las partes, debiendo participar 

en el desahogo de tales pruebas y en dado caso, si as! lo consideran, 

objetar su valor probatorio. Esta facultad potestativa del juzgador 

no excluye las reglas de la carga de la prueba, ya que sólo pretende 

fonmilar un fallo justo a favor de quien tenga derecho a ello. 

Tal potestad no implica que el tribunal sustituya o asesore 

a las partes, sino que ¡:or el contrario, con S'\.U1B imparcialidad, se 

allegue de las pruebas que considere necesarias para la nejor decisión 

del asunto, lo cual constituye seguri.dad para ambas partes. 

(113) Precedente, T.C.A.D.F., Publicac16n Oficial, México, 1990. pág. 94. 
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4.9 I.a apreciacl6n probatoria 

Después del desahogo de las pruebas, continua OOil'.'O 

consecuencia obligada para llegar a la verdad de los hechos y constatar 

la eficacia de cada nedio de prueoo., la apreciaci6n por parte del 

juzgador de cada tma de ellas y otorgarles el valor probatorio, que según 

la ley o su criterio ¡::ersooal al desahogarlas, resulte nás convincente 

para afirmar o refutar los hechos neteria de la litis. 

I.a ley entiende ¡x>r valor de las prueba.1:1, su eficacia 

probatoria y el grado en que obligue al juez a tener por probados los 

hechos a que ellas se refieren. 

La apreciaci6n o valoraci6n de las pruebas será entónces 

la operaci6n que realiza el juzgador con el objeto de determinar la 

fuerza probatoria de cada tmo de los rredios practicados en el juicio. 

Actualmente existen en relaci6n a la valoraci6n de las 

pruebas, los siguientes sistemas: 

lo. Sistema de valoración legal o tasado. En este sistema 

el legislador establece los lineamientos o reglas para la apreciación de 

las pruete.s, limitándose a revisar si las pruebas se practicarai 

respetando las exigencias legales y a reconocer el valor que en cada 

caso, la ley establece. Al ser esto as!, obeervazoos que las prueba.a ya 

tienen determinado su valor, y el juzgador debe aplicar sin elasticidad 

de ninquna especie, el valor que a cada probanza corresponde. 

20. Sistema de libre apreciaci6n razooada. De acuerdo con 

este sistena, se otorga al 6rgano jurisdia::ional una amplia facultad para 

estimar las pruebas, de esta fontla el juez se encuentra sanetido 
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a las reglas legales establecldast sino que aprecla el valor de las 

pruebas segÚn su propio criterio, pero ajustandose en todo nanento a la 

lógica y expresando de nanera razonada los rrcti vos de su valorac:l.ón · 

3o. El sistema de valoraci6n mixto, conocido tamblén con 

el nanbre de eclectico· F.s aquel en el que la prueba se estima de 

confonnidad con las reglas establecidas por el leglslador: pero además, 

da la opci6n para que el juzgador valore las pruebas confonne a su 

criterio razonando debidamente loa motivos de la misma. 

?luestro sisterra legal, adopta el slstema mixto de 

va1oraci6n, ya que por una parte, 

confesi6n judicial, dOC'\llrentos 

algunos rtedios de prueba, cano son: la 

pÚblicos, inspeccj_Ón judicial 

presunciones legales, les otorga rm valor tasado legalnente, conforne al 

priner sistema que enunciamos: por otro lado, a o_tros rtedios de prueba, 

com son: dictanenes periciales, docurrentos técnicos, testbroni.os y 

presunciones !ruma.nas, a los cuales deja a Ja libre apreciación 

razonada o sana crf.tica del juzgador. Pero finalmente, conforne a los 

artleulos 134 del CFF, 197 del CFPC y 402 del CPCDF, se permlte al 

juzgador suotraerse de las reglas de la prueba legal y apreclar libre y 

razonadamente todos los JOOdios de prueba. Debiendo fundar culda.dosamente 

esta parte de la sentencia y así cumplimentar la garantla de legalidad 

establecida por el artículo 16 Oonstitucional, néxirre que en los 

ordenamientos objeto de nuestro estudio, se establece que las sentencias 

del tribunal fiscal así caro del contencioso administrativo deberán 

estar debidanente fundadas y motivadas. 

?lo obstante lo ant~rior, el criterio para clasificar \U1 

sistema de valoración en \ll\a u otra corriente, es el predominio del 

libre arbitr:f.o del 6rgano jurisdiccional para la est:hnaci6n de la 

prueba: o el criterio legal establecido por el legislador para ello, 

pero no se puede hablar de un sistema de valoraci6n tasado o libre en 

forma pura y absoluta, dado que los sistemas de valoración de pruebas 

aceptados por los ordenamientos jurídicos se integran oon D'Btices de 

ambos sistemas. 
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CAPITULO 5 

MEDIOS DB PRUEBA 

5.1 Definición 

"Medio de prueba es todo aquel elerrento que sirve de tma 

u otra manera, para convencer al Juez de la existencia o inexistencia de 

un dato determinado. Es siempre,, por tanto, un instruirEnto, algo que se 

maneja para contribuir a obtener la finalldad específica de la prueba 

procesal. " 11'1 

De la definición anterior, ¡x>deroos concluir que los 

medios de prueba, son los instrurrentos por rredio de los cuales se 

pretende lograr el cercioramiento del juzgador sobro los hechos objeto 

de prueba. Estos instnmcntos p.ieden ser objetos materiales, ccm:> los 

documentos, fotografías, grabaciones, etc.; o conductas lnmanas tales 

c:x:::iroo, las declaraciones de testigos, los dictauenes periciales, las 

inspecciones judiciales, etc.; o bien, deducciones o inducciones que le 

pennitan al juzgador reconstruir los hechos por rredio de operaciones 

lÓgicas que tengan como antecedentes, hechos ciertos y conocidos. 

(114) GOl\SP, Jaime.Derecho Procesal Civil, Op. cit., p§g. 365. 



r:uando el nedio de prueba consiste en una conducta lnunana, 

es irrqx:irtante distinguir clarauente a la persona {sujeto de prueba), de 

su conducta (tredio de prueba). Poden'l'lo; ITPncionar como ejemplo, que !os 

testigos y los peritos son sujetos de prueba, en virtud de que son 

personas que realizan determinadas funciones, coro son: Fornrular 

declaraciones o dictamenes, tendientes a lograr el cercioramiento del 

juzgador acerca de los hechos discutidos en el proceso; pero las rred:fos 

de prueba no san éstas personas, sino sus declaraciones a dictamenes. 

El c6cHg'o fiscal de la federación, contiene un capitulo 

relaivo a las pruebas que compren_de los artículos: 230 al 7.34, as! como 

algunos otros que re ubican en diversos capítulos, por su parte la ley del 

tribunal de lo contencioso adrnintstrativo del distri.to federal, regula en 

sus articulos 63 a 70, aspectos generales y ciertas cuesti enes 

relacionadas con las prueba.a: documental, pe.ricial, testi.monlas y 

confesional, pero no se precisan en ambos ordenamientos todos las aspectos 

relativos a las pruebas, por ella la supletari.edad del eódigo federal de 

procedimientos civiles y del eód!go de procedimientos civi.les para el 

distrito federal respecti.vairente, operan en forma constante y haremos 

referend.a a ella, en el triltamiento de la mteria probatori.a que ahora 

comenzarnos. 

s.1.1 Pruebas directas e indirectas 

las pruebas directas, muestran al juzgador el hecho a 

probar directamente y las indirectas lo ?lacen por rredio de otro hecho u 

objeto. la regla general es que las pruebas sean :Indirectas: la 

confesión, el testiloonio, los docmrentos, la pericial, etc. ra prueba 

directa por excelencia es la inspecci6n judicial, la cual pone al juez 

en contacto directo can los hechos que se van a probar. 

12R 



5. l. 2 Pruebas preainsti tui das y por constituir 

ras pruebas preconsti tuidas, existen previamente al_ 

proceso y son nonnalmente los documentos. I.as pruebas p::>r constituir son 

aquellas que se realizan sólo y con nativo del proceso, com:> la 

declaración testim:mial, la inspecd.6n judicial, los dictamenes 

periciales, etc. 

5. l. 3 Pruebas históricas y críticas 

tas pruebas hi st6rfc~s reproducen o representan 

objetivanente los hechos por probar: tal es el caso de las fotografías, 

las cintas magnetofónicas, los dcx:u.rrentos, etc. I..:is críticas no 

representan el hecho por probar, sino que denruestran la existencia de un 

hecho, del cual el juzgador infJere la ex.itencia o inexistencia de Wl 

hecho por probar. De esta segunda clase son las presunciones. 

5 .1.4 Pruebas reaies y personales 

Las pruebas reales son las que consisten en cosas: 

documentos, fotografÍas, etc. Las pruebas personales, consisten en 

conductas humanas, caro ejemplo tenemos: la confesión, el testiroonio, el 

dictamen pericial, etc. 

A continuaci6n estudiareroos cada uno de los aedlos de 

prueba aceptados ¡:x>r el eódigo fiscal de la federación y (Xlr la ley del. 

tribunal de lo contencf.oso administrativo del distrito federal 

respecti vairente. 
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5. 2 Confesión 

I.a prueba confesional es la declarac:J.ón vinculativa de 

parte, la cual contiene la admisión de que determinados hechos propios 

son ciertos. 

ra confesión a sido definida por Chiovenda: "cono la 

declaración que hace ttna parte de la verdad de los hechos afirmados por 

la cx:mtraria y que perjudican al que confiesa." ll 5 

Por su parte, el naestro F.duardo Pallares la define "cano 

el reconocimiento expreso o tácito que hace una de las partes de hechos 

que le son propios, relativos a las cuestiones C?ntrovertJ.das y que le 

perjudican." 116 

consideramos rMs r.ompleta la definición que nos 

proporclona Becerra Bautista, al definir la confeslón corro "el 

reconocimiento de hechos propios que produce efectos jurídicos en contra 

de quien, siendo capaz, lo hace libre y formalnente en juicio." 117 

Ia SUprema Corte de Justicia de la Ilación, ha sostenido 

que la confesión en una declaración vineulat:f.va, pues generaumnte 

contiene un reconocimiento de llecltos con consP.CUencJ as jurídicas 

desfavorables para el confesante. Es además, una declaración de wia de 

las partes materiales del juicio, y por Últirro, debe referirse a hechos 

propios, es decir, a hechos en cuya ejecución haya partlcipado el 

(115) QIICJVl!llDI\, Giuseppe.Principios de Derecho Procesal Civil, vol. II, 

pág. 328. 

(116) BECERRA BIU1l'ISTA, José.El proceso civil en México, Op. C:it., pág. 

103. 

(117) Pf.LLl\RES, Eduardo.Op. C:it., pág. 175. 
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confesante. -ue 

5.2.1 Divisiones de la confesión 

I.os autores suelen clasif:kar a la confesión de varias 

formas, a continuaci.ón indicC\Il'Ds algunas de ellas: 

1. C".onfesi.6n judicial y extrajudf.cial. I.a confesión es 

judicial si se hace en el proceso con las formalldades legales: y 

extrajudicial, la fonmllada fuera de proceso o ante juez incompetente. 

A su vez la confesión judfcJ.al puede dividirse de la siguiente forma: 

A. Confesión judicial es;xmtánea y provocada. ra primera 

es aquella que una parte formula, ya en su demanda o en su contestación, 

sin que su contraparte haya requer:f.do la prueba y la confesión judicial 

provocada, es la que se real iza cuando una de las partes ofrece la 

prueba de confesión de su contraparte y se pracUca cumpliendo las 

formalidades legales. 

B. confesión judlcial expresa y tácita. r.a confesión 

expresa es la que se hace con señales o con palabras que expresan clara 

y manifiestamente lo que la contraparte o el juez han preguntado: la 

confesi.ón judicial ficta, es la que se infiere de algún hecho , o la que 

presume la ley cuando el que haya sido citado para confesar se coloque 

en alguno de los siguientes supuestos: l) no comparezca si.n causa 

justificada: 2) canpareciendo, se niegue a declarar, o, 3) declarando, 

insista en no responder afirmativa o negativarronte. También se produce 

la confesi6n fleta cuando se dejan de contestar hechos de la demanda o 

(118) Tesis J25,A.s.J.F., 1917-1975, 4o. parte, Méxi=, 1975. pág. 367. 
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se contestan con evasivas, o cuando simplenente no se contesta la 

derranda. Ia confesión fleta constituye sólo una presunción relativa, ya 

que admite prueba en contrario. 

2. Confesión simple y cualificada. Simple es la que hace 

el litigante confesando lisa y llananente lo que se le preguntar la 

cualificada, se hace reconociendo la verdad del hecho sobre que recae la 

pregunta, pero añadiendo circunstancias o rrodificaciones susceptibles de 

destruirlos o nodifi.carlos. 

3. Confesión espontánea y provocada. La espontánea cuando 

el demandado voluntarianente reconoce, al contestar la demanda o en 

cualquier otro acto judicial; y es provocada cuando se ha.ce p:Jr 

cualquiera de los liti.gantes al contestar las preguntas que al efecto 

le hace su contrario. 

4. Confesión divisible e indi.visible. Ia divisible consta 

de elrnrentos que pueden separarse; y la indivisible, aquella cuyos 

elenentos no son susceptibles de separarse. 

Para analizar en detalle esta probanza, estudiaremos su 

regulación ante el tribunal fiscal de la federación y ante el tribunal 

de lo contencioso del distrito federal separadamente. 

5.3 La confesic5n ante el tribunal fiecal de la federacic5n 

DebemJs rrencionar que la confesi.ón ante el tribunal 

fiscal. de la federación tlene ciertas restricciones, caro lo establece 

el artículo 230 párrafo I del CFF, al señalar que "en los juicios que se 

tramitan ante el tribunal fiscal de la federación, serán admisibles toda 

clase de pruebas, excepto la de confesi6n de las autoridades rrediante 

absolución de posiciones." 
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Pero la prohibici.ón del artf.culo 230 del CFF, no es 

absoluta, ya que sólo se proh:I be la confesión que se obtenga d~ las 

autoridades, nediante absolución de posiciones'" admitiendose en la 

práctica, que las autoridades, los organtsrros descentralizados y, en 

general las entidades que forman parte de la administración pÚblica no 

absuelven posiciones, pero si pueden contestar interrogatorios, a 
petición de parte, por medio de un informe que deben rendi.r en el plazo 

que el tribunal señale para tal efecto, en el ofjcio se apercibirá a la 

parte de tenerla por confesa, si.no contestare dentro del ténnino, o si 

no lo hiciere categóric~nte, la declaración de confeso debe hacersC! a 

instancia de parte, en todo tiempo, liasta antes de la audi.encia final cEl 

juicio. Sin perjuicio de que en cualquier estado del juicio, en que se 

pruebe la justa causa, quedará lnsubsi.stente la declaración de confeso, 

as! lo establecen los artki.J.los 127 y 128 del CTPC .. 

Debemos mencionar que la confesión en este juid.o, tiene 

cabida, si se produce por el particular, o por la autoridad, cuando 

expresan-ente reconoce al contestar la demande:\ los hechos que oe le 

imputan o cuando se produce tlícitanente, es declr, cuando no se contesta 

en t:l.empo la demanda, o ésta no se refiere a los hechos, entonces se 

tendrán corro ciertos los que el actor le impute de manera precisa al 

demandado, salvo que por las pruebas rendidas o por hecl1os notorios, 

resulten desvirtuados, corro lo regula el artículo 212 del CFF. 

5.3.1 Ofrecimiento de la prneba o:nfesiooal. 

t.a prueba confesional a cargo de los particulares (sea 

demandante, demandado o tercero interesado) se debe ofrecer en los 

escritos de demanda, contestaci.6n o en el que se tenga por presentado en 

juicio al tercero, exibiendo, anexo al ocurso respectivo, el pliego de 

posiciones, que es el documento nornalmente contenido en sobre cerrado 

en el que se precisan las preguntas que se han de articular al 
absolvente. 
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5.3.2 .l\dml.eión de la prueba oonfesional 

El nagistrado instructor admitirá la pn1eba en el mismo 

auto por el que admita la demanda, la tenga por contestada o por 

presentado al tercero, según sea el oferente de esi:.e medio probatorio, 

as{ lo establece el artículo 30, fracciones- I, II, III y IV, de la ley 

orgánica del tribunal fiscal de la federac:f.ón. 

5. 3 • 3 Preparación de la prueba confesional 

Admitida la prueba confesional, el magistrado instructor 

debe citar, nediante notificación personal, al que ha de absolver 

posiciones, articulo 253, fr. III, CFF. la citaci6n, debe efectuarse 

cuando nenas un d!a antes de la fecha seffalada para el desahogo de la 

prueba, debe llacerse bajo apercibimiento de que, de no asistir sin justa 

causa, el absolvente será tenido ix>r confeso de aquellar> posiciones que 

sean calificadas de legales, artículo 10 del CFPC, siempre que se reunan 

los requisitos de ley para este tipo de prueba, articulo 199 del CFPC. 

5.3.4 Desahogo de la prueba confesional 

ta prUeba confesional debe realizal:'se por la parte 

absolvente ante el 6rgano canpetente, y dar respuesta a las posiciones 

que la contraparte articule. 

Antes del desahogo del interrogatorio, el juez debe tanar 

la protesta de decir verdad al absolvente y ordenar que se asienten en 

el acta los datos generales del absolvente. 
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El sobre cerrado en que se conti.ene el pliego de 

posiciones debe ser abierto por el juzgador en la audiencia t enterado de 

ellas, debe calificarlas y aprobarlas si reúnen los requisitos 

indispensables para su ücbni.si.ón. dichos rcqui si to:>s que·.a continuacl6n 

enunciams: 1) se deben fornrular por escrito, valicndose del lenguaje 

canún y ser presentadas al juzgador con la debida anticipaci6n 2) se 

referirán a los hechos que son objeto de prneba, es decir, deben ser 

pertinentes con el objeto del juicio, 3) deben articularse en términos 

claros y precisos, 4) cada una debe contener o referirse a un sólohecho 

propio de la parte absolvente, aunque se permite qu~ un hecho complejo, 

canpuesto de dos o más hechos, pueda comprenderse en una misma posici6n, 

cuando, por la intima relaci6n que exista entre ellos, no pueda 

afi.rmarse o negarse uno sin afirmar o negar el otro, 4) no deben ser

insidiosas, entendiendose por tales, las que se did.jan a ofuscar la 

inteligencia del absolvente, con el objeto de inducirlo al error, y 5) 

las posiciones no deben ser centradas a la rroral o al derecho, ya que 

seria colocar a los litigüntes en una situación en la que pudieran 

faltar a la verdad, p:>r no sufrir una pena. 

Después de la cali.ficación de las posiciones, el 

absolvente debe firmar el pliego en que éstas se contengan. Ias 

a:mtestaciones deben ser categ6ricas, en sentido afirmativo o negativo, 

pudiendo el absolvente agregar las explicaciones que estine convenientes 

o las que el juzgador le pida. I.a parte absolvente, al responder las 

posiciones, no debe estar asistida de su abogado, ni por ninguna otra 

persona, sólo si es extranjero puede ser asistido por un intérprete 

designado por el juzgañor. I.a parte que prormvio la prueba puede 

fornuJ.ar nuevas ¡x>eici.oncs al desahogarse la prueba. I.as partes pueden 

hacerse reclprocarrentc preguntas y formularse posi.ciones y el juez tiene 

la facultad de asentar las preguntas y sus respectivas respuestas. Ias 

declaraciones de las partes deben hacerse constar en el acta que se 

levante de la audiencia. Ia prueba confesional puede practicarse fuera 

del local del juzgado, en caso de enfernedad comprobada legalirente, de 

quien deba declarar, en este supuesto, el juzgador y el secretario de 
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acuerdos deben trasladarse al danici.lio donde se encuentre el 

absolvente, para el desahogo de esta prueba. 

5. 3. 5 Cloofesi6n de las autoridades 

Si la confesi6n es a cargo de las autoridades no podrá 

ofrecerse a través de absolución de posiciones (art{cu10 230 del CFF), 

ea decir, mediante preguntas sobre hecl1os propios, pero sí podrá 

ofrecerse en vía de infame sobre documentos, constancias, 1-.echos o 

datos que obren en sus archivos, siempre que, a petlción de parte y 

previo acuerdo favorable, as{ lo solicite el presidente de la sala a la 

que esté adscrito el magistrado instructor (arts. 29 fr. I, y 30 frs. 

IV,. VII y IX, de la ley orgánica del tribunal fi'3cal de la federación). 

Esta solicitud debe lacerse por oficio, en el que se insertarán las 

preguntas que haga el oferente o la relaci6n precisa de los datos que 

sean requeridos, apercibiendo a la autoridad de que, de no rendir el 

informe en el plazo conce<Udo o de hacerlo con evasivas, se le tendr& 

por confesa de los hechos que le sean di rectairente imputados por el 

proponente de la prueba y que quiso acreditar con este rredlo, como lo 

establecen los art{CUlos 127 y 128 del CFPC. 

5.3.6 Valor probatorio de la ca>fesi6n 

ta confesión judicial expresa lace prueba plena cuando 

concurren en ella las siguientes condiciones: 1) que sea hecha por 

persona capaz de obligarse, 2) que sea hecha con pleno conocimiento y 

sin coacci6n ni violencia, 3)que sea de hecho propio, o, en eu caso, del 

representado o del cedente y concerniente al negocio, hecho propio, es 

aquel en el que ha intervenido la persona que confiesa, asi lo establece 

el artículo 199 del CFPC. Por su parte el artkulo 234 del CFF, 

establece que hará prueba plena la C'Onfesi6n expresa de las partes. 

!3ó 



COnforne al artículo 201 del c6digo federal de 

procedimientos civiles, "la confesi6n ficta produce el efecto de una 

presunci6n, cuando no liaya pruebas que la contradigan. 11 

Uno de los requisitos para que la confesión produzca 

plena fuerza probatoria, es que sea hecha con conocimiento y sin· 

coacción ni violencia, cuando no se cumpla con esta exigencia, la parte 

afectada puede reclamar la nulidad de la confesJ6n, la cual se tramitará 

incidentalmente y se decidirá en la sentencia definitiva. 

5 .4 La confeailín ante el tribunal de lo contencioso 

administrativo del distrito federal 

La ley dP.1 trlbunal no enlllll?ra los rredios de prueba que 

pueden ser aportados en el jufcio, ya que el artículo 64 de la I.'I"C.ADF 

<mica.trente señala, como regla general, que se admitirán toda clase de 

pruebas, excepto la confesional y las quP fueren contrarias a la rroral y 

al derecho. En consecuP.ncJa, es aplicable la clasiflcación que se hace 

en el eódigo de procecHmfentos civ:lles para el distrito federal, con 

excepción de la prueba confesional, a saber: dc:x:uroontos p.Íblicos y 

privados, dictarrenes periciales, reconocimiento o inspecci6n judicial, 

testigos, fotografias, copias fotostáticas y, en general, tOOos los 

elerrentos aportados por los descubrinrl.entos de la ciencia, presunciones 

y cualquier otro que produzca convicción en el juzgador. 

Ahora bien, aunque la prueba confesJonal en principio no 

es admisible, a continuaci6n indicarerros las excepciones que ,;puP.dfln 

presentarse,y cuales son las pruebas contrarias a la roral y al derecho, 

que confonne a el artículo 64 de la ley del tribunal, tampoco son 

admisibles en el juicio de nUlidad. 
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5. 4 .1 La confesión mediante absolución de pooicionee 

Es aquel rredio de prueba, que para su desahogo iequiere 
la comparecencia de las partes para que den respuestas categóricas a las 

preguntas que les sean formuladas pJr la contraria, respecto de hechos 

que les son propios. 

Este tipo de confesi6n, no es admisible ante el tribunal 

de lo contencioso administrativo del distrito federal, esta prohibici6n 

incluye, la confesional que se ofrece a cargo de las autor:Jdades, 

prevista por el artículo 326 del CPCDF, y que se recibe rred:l.ante un 

oficio, que les gira la autoridad judicial, conteniendo las preguntas 

que quieran hacerse, para que, por vía de infame, sean contestadas 

categ6ri~nte dentro del término que se les fije. 

Ante el tribunal de lo contencioso admin:l.stra ti vo del 

distrito federal, los particulares han ofrecido cerro prueba, el informe 

que rinda la autoridad denendada respecto de ciertos hechos, en algunos 

casos se ha negado la admisi6n de esta prueba por considerar que reviste 

las características de una confesional; mientras que en otros se ha 

admitido al estimarse que no se esta planteando a manera de posiciones, 

ni se apercibe a la autoridad de que se le tendrá por confesa si no 

contesta dentro del término que se le fije, o bien si no lo ldciere 

categ6ricaaente, afinnando o negando los hechos. 

Por n~estra parte, o:msideram:Js que el ofrecimiento de la 

prueba, por v!a de interne, si queda incluida en la prohib!ci6n del 

art!CU1o 64 de la ley del tribunal, ya que la contestanción que produzca 

la autoridad, debe realizarse dentro del término que le fijen las salas, 

referirse a todas las pregmitas propuestas por el particular y las 

respuectas deben referirse a hechos propios. Pero si observamos bien 

esta prohibici6n, tendremos que se supera, cuando se incluyen en la 

derranda los hechos o circunstancias que se pretendía acreditar con ese 

informe, ya que, la autoridad tendrá que referirse a ellos en su 

o::mtestación, con las consecuencias legales previstas en caso de que no 

lo haga. 
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5 .4. 2 ccnfesi6n expresa 

Este tipo de confesi6n, no queda incluida en la 

prohibici6n prevista por el artfoulo de la Iey del tril:llnal, ya que puede 

presentarse, cuando la autoridad al ccntestar la demanda, acepta loa 

hechos que le imputa el particular en el escrito de demanda. 

5.4.3 ccnfesi6n tácita 

Otro caso que también es una excepci6n a la prohlbici6n en 

caoonto, se presenta cuando la autoridad no contesta la demanda. Y es el 

articulo 55 de la L'ICADF, el que previene, que en estos casos 11el 
tribunal declarará la preclusi6n correspondiente considerando confesados 

loa lechos, salw pruete. en contrario. 11 

Es caso de excepci6n también, el supuesto en que al 

cent.estar, la autoridad no se refiera a cada uno de los puntos contenidos 

en el escrito de demanda, caoo lo regula el articulo 54 Ú1timo ¡:érrafo de 

la tm':ADF, y en este caso, es supletoria la sanciOO que se establece en 
el articulo 266 del CPCDF, al seffalar, que el silencio y las evasivas, 

harin que se tengan por confesados o admitidos los hechos sobre los que 

no ee suscite CXXltroversia. 

5.4.4 Prueblle OC11trariae a la moral. o a1 derech> 

La t.~, cano ya lo mencionamos anteriormente, en su 
articulo 64 establece que no se admitirán las pruebas contrarias a la 

D>ral o a1 derecho, por lo tanto, esta disposlci6n obliga a1 j112gador a 

determinar en cada caso, conforme a principios éticos y normas 
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jurídicas, si el tredio de prueba, con el que se pretende acredi.tar si un 

hecho determinado, es o no pertinente. 

Es ahora importante, distingui.r entre pert:l.nencia y 

admisibilidad de la prueba. Ia pertinencia consiste, en que el aedio 

probatorio guarde estreclia relación con los tlec110s objeto de la 

controversia. Ia admisibilidad, se da cuando se rrentiene una relación de 

idoneidad con el hecho determinado que se pretende acreditar; por lo 

tanto, será inadmisible, cuando no guarde esa relación de idoneidad. 

5. 5 Docunenta1 

El CFPC y el CPCDF, enUJOOran entre otros rredios de 

prueba, los dc:x::unentoa públicos y los d~nto~ privados, ne:Jios que 

también son conocidos con el nanbre genérico de prueba documental, o 

bien prueba literal. 

Documento es toda cosa mueble, corpórea (119) en la que, 

para dejar constancia de un acontecimiento de la naturaleza o de las 

personas, obran signos del lenguaje escri.to, nacional, regi.onal 
extranjero, cuyo significado puede ser determinado, aún cuando sea por 

el amdlio de ¡:eritos. 

El jurista Giuseppe Chiovenda, denanina docuaento: " a 

toda representaci6n ·material destinada e idónea, para reproducir \ma 

(119) <:osa, juridicamente es todo lo que puede ser objeto de derecho, en 
contraposici6n a sujeto. Granaticalrrente, coaa es todo lo que 

tiene entidad, ya sea espiritual o corp:>ral, natural o artificial, 
real o abstracta. Es corporeo el ente que puede ser percibido p:>r 

los sentidos y que cx:upa tm lugar en el espacio. Es mueble aquella 

cosa que, por sí misma o i.mpulsada por una fuerza exterior, puede 

trasladarse de un lugar a otro (art. 753 CC). 
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cierta manifestación del pensamiento." 120 

El maestro Eduardo Pallares, define el dC>C\lltento "como 

toda cosa que tiene algo escrito con sentido inteligible." 121 

5.5.l Documentoe públicos 

Son docwoontos pó.blicos, aquellos que emanan de los 

funcionarios revestidos legal.mente de fé pÚblica y los expedidos por 

otros funcionarios pÚblicos o autoridades que, sin tener fé pública, los 

emiten en el ejercicio de 5US fWlciones, cumpliendo en ambos casos las 

formalidades previstas en la ley. Estos doctlnentos se caracterizan por 

estar contenidos en papel que reune los requisitos o signos exteriores 

legalmente previstos, como son: nenbrete, sello, firma u otros signos 

exteriores, que en su caso prevengan las leyes. (arts. 129 y 130 del 

CFPC y 327 del CPCDF) • 

5.5.2 llocmentoe pri-

Tienen naturaleza prl vada todos los documentos que no 

reunen las caracteristicas nencionadas en el punto precedente. Estos 

docun!nt.os por regla, son elaborados por los particulares y pueden estar 

o no autorizados por los funcionarios públicos correspondientes, ya sea 

que se formulen espontáneanente, por iniciativa propia o en cumplimiento 

de una obligación, corro sucede, con los canerciantes, que estan 

obligados a llevar, entre otros, los libros, a qt1e se refieren los 

art!culos 33 y 34 del CÓdlgo de cooercio, 20 y 30 del CÓdigo fiscal de 

la federaci6n y 58 de la ley del impuesto sobre la renta, además de los 

(120) O!IDmlllll, Giuseppe. Op. r.tt,. pág. 342. 

(121) ·PAIURES, l!daamo.Op. Cit., pág. lAO. 
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que voluntariamente adopten para el rejor control de su contabilidad 

(arta. 133 del CFPC y 334 del CPCDF). 

La presentaci6n de documentos privados en el juicio, 

deberá ser con originales, y cuando fornen parte de un libro, eJCpediente 

o legajo, se exhibirán para que se CCITQ)Ulse la parte que loa interesados 

indiquen. 

Ins documentos privados, difieren esencialmente de los 

públicos en que por sí· solos no hacen prueba plena, o lo que es lo misrro, 

no tienen valor probatorio, porque carecen de autenticidad; y para que la 

tengan es indispensable que sean reconocidos por su autor, por la persona 

a quien perjudican, tal es el motivo por el que se establece en el 

artículo 335 del CPCDF, que los doc:uneltoa privados procedentes de uno de 

los interesados, deben reconocerse expresamente para que tenip.n valor 

probatorio. 

CUando se presenta un documento privado en juicio cano 

redio de prueba, y no lo objeta el litigante a quien perjudica, produce 

los mismos efectos jurídicos, cano si hubiera sido reconocido en 

diligencia judicial por aquel litigante, el articulo 335 del CPCDF, 

autoriza el reconocimiento tácito, deducido del hecho de no haber 

objetado este documento el litigante a quien perjudica, cuyo silencio 

hace presumir que lo tiene por auténtico y por cierto y verdadero su 

contenido. 

5.5.3 Inst.r:mEntal de actuac::lonea 

La instnmental de actuaciones es el ce11junto 
sistematizado de docull'entos plblicoe y privados, as{ cano de ccnstancias 

de actuaciones procesales o procedbenta1es, que paulatinanente se han 

ido agregando hasta formar un expediente que puede ser judicial o 
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administrativo y que, cuando está concluido, es susceptible de ser 

ofrecido coroo prueba en el juicio de nulidad, así lo dispone el articulo 

230 del C!FF. 

5.5.4 DocUmentoe auténticoa 

Independienterrente de su naturaleza intrínseca, de la 

verdad o falsedad y validez o nulidad de su contenido, los dOCUITentos 

pJ.eden ser o no autént:l.cos. 

la autenticidad existe presuncionalmente en favor de 

todos los docunentos, razón por la cual su impugnación debe hacerse 

expresanente por la parte interesada, la que debe deirostrar la falsedad 

del dOC\lllEnto. 

Auténtico es lo indubitable o indubitado, ·es indubitable, 

lo que es cierto, lo que no admite duda: por tanto, un dOCUITento tiene 

autenticidad cuando existe certeza sobre su origen y veracidad sobre su 

procedencia, cuando no existe duda de que cfectivanente fue emitido por 

el particular, la autoridad o el funcionario público a quien se atribUye 

en razán de la firma que lo suscribe, entendiendose por subscripción la 

colocaci6n, al pie del escrito, de las palabras y rnsgos de forma 

determinada que se consideran idóneos para identificar al autor del 

docwrento. 

5.5.4. l lqlUgnacllin de falsedad de 1Dl docuDento. 

Ante el tribunal fiscal de la federación, cuando alguna 

de las partes objete algún docmrento por falso, incluyendo las 

promociones o actuaciones en ju:l.cio, p::>drá hasta antes de que se cierre 

la instrucc16n, lmcer valer esta circunstancia ante el magistrado 
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instructor, por uecHo del incidente de falsedad de docurrentos, que se 

establece en el artículo 229 del CFF. 

Excepcionallrente puede hacerse valer este incidente 

despúes de haber dictado el auto de cierre de instrucción; a este 

respecto cabe recordar que, en tanto no se haya enitido sentencia, las 

partes pueden ofrecer y exhibir pruebas supervenientes, caso en el cual 

se dará vista a las otras partes para que, dentro del plazo de cinco 

días hábiles, manifiesJ:,en lo que a su derecho convenga, ast. es caoo lo 

establece el art !culo 230 del CFF. 

Ante esta situación es incuestionable que, al desahogarse 

la vista, se puede interponer el incldente * de falsedad, que deberá 

tramitar y resolver la sala antes de dictar sentencia en cuanto al fondo 

del negocio principal. 

En el escrito correspondlente el interesado debe 

uanifestar las razones que rrotiven su impugnación, ofreciendo las 

pruebas que considere idóneas para acredl tar fehacienterronte su negación 

o desconcx:::imiento a la presunción de autenticidad de una firma, de una 

lruella digital, del papel que contenga el escrito, de la escritura 

misma, de la traducción o de cualquiera otra circunstancia que requiera 

conocimientos especializados en una rana de la ciencia, la técnica, el 

arte, etc., deberá desahogarse la prueba pericial correspondiente, a fin 

de evidenciar la verdad sobre loa puntos controvertidos (arts. 138 y 143 

CFPC y 229 del CFF). 

ta resoluci6n que la sala del C"Onocimlento emita respecto 

a la autenticidad o falsedad del docmrento impugnado, tendrá efectos 

exclusivairente para el juicio en e1 que se prom:wio e1 incidente, así 1o 

señala el art{culo 229 del CTF. 

Ante el tribllnal de lo contencioso administrativo del 

distrito federal, cuando alguna de las partes sostenc]a la falsedad de un 
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docurrento, podrá hacerlo desde la contestaci6n de la demanda, hasta seis 

días antes de la celebraci6n de la audiencia de pruebas, alegatos y 

sentencia. I.a parte que objete de falso un documento, debe indicar 

específicamente los motivos y pruebas; cuando se impugne la autenticidad 

del dOCUJOOnto público o privado sin netriz, deben señalarse los 

docun'entos :f.ndubitados para el cotejo y proUDVer la prueba principal 

correspondiente, sin estos requisitos, se tiene por no impugnado dicho 

dOCUJ?Ento. 

De di cha lmpugnación deberá correrse traslado al 

colitigante y en la audiencia del juicio se presentarán las pruebas y 

contrapruebas relacionadas con la impugnación. 

r.o anterior sólo da canpetencia al juez para conocer y 

decidir en lo principal la fuerza probatoria del docurrento i.q)ugnado, 

sin que pueda hacerse declaración general alguna que afecte el 

documento. 

5.5.5 Ofrecl.miento de la pruel:a documental 

Ante el tribunal contencioso administrativo del distrito 

federal, el ofrecimiento de esta prueba queda sujeto a la regla general, 

es decir, que deben acompañarse en los escritos de demanda y 

contestación respectivos, aunque en la ley no se exige que la exhibición 

de las pruebas docwnentales se haga neccsarian:ente el los e~ri tos 

mencionados, en efecto, en lo que respecta a la denanda, la ley del 

tribunal establece, corrc una opción para el particular, la exhibición de 

los inst~ntos probatorios, en tanto que disponet .. El actor deberá 

acanpafiar una copia de la demanda para cada una de las demás partes y 

IX)drá anexarla con loS escritos, datos, documentos y demás elem!ntos 

que considere necesarios, en lo que respecta a las autoridades 

demandadas o al tercero perjudicado, la ley no contienen ninguna 

dispoaic16n similar, por lo que considerattDS que es aplicable, ¡:or 

analogía, la disposici6n nencionada. 
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Ahora bien, se acompañen o no a los escd.tos de denanda 

y contes.taci6n, para que puedan admitirse las pruebas deben exhibirse 

necesariall'ente a más tardar en el momento de la celebración de la 

audiencia. 

Dentro de la regla general. nencionada, referente a la 

exhibición de este tipo de pruebas, p.ieden señalarse dos excepciones. !.a 

primera de ellas consiste en la necesidad de acanpañar a la denenda los 

docmrentos en virtud. de los cuales se acredite la existencia de la 

resoluci6n o acto impugnado, salvo aquellos que, de acuerdo con su 

naturaleza, se acrediten ¡x>r otro rredio. I.a segunda excepc:l.6n se refiere 

a las pruebas documentales que sean de fecha posterior. a la demanda o 

contestación, o bien de fecha anterior, pero que no se hubiere tenido 

oonocimlento de ellas. 

Respecto de los dcx:urrentos que no estén en poder de las 

partes, debe scfialarse el archivo en el que se encuentren o en poder de 

quien,también es frecuente que los particulares ofrezcan prueba 

dC>CUirental consistente en expedientes que obran en poder de las 

autoridades, ante tal ofrecimiento, úniccurente se exigen los datos 

indispensables para su identificaci6n, a fin de suprimir elenentos 

fonnales. 

El c:lidigo ele procedimientos civUes para el dietrl to 

federal, supletorio para este tribunal, en su art!eulo 296, previene que 

cualquier dcx::wrento que se exhiba en el juicio, aun cuando no se le 

ofrezca c::om:J prueba, se debe tomar cxmo tal. En virtud de que, en 

ocasiones, pJr desconocimiento en el trámite o falta de asesoramiento, 

el particular que acude la tribual exhiba documentos esenciales para 

j~tificar BU pretensi6n, sin hacer un debido ofrecimiento de BU 

instancia, en apllcaci6n de dicha norma se les tara en cuenta como 
elementos probatorios en el nnrento de dictar sentencia. 

Ofrecimiento ele la prueba documental ante el tribunal 
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fiscal de la federaci6n, comJ ha quedado señalado anteriormente, el 
ofC'P.cimiento y aportaci6n de las pruebas documentales del::e hacerlos el 

demandante en el escrito de denanda, la parte demandada en la 

contestaci6n y el tercero en el escrito p:::ir el que se apersone en el 

juicio (arts. 200, fr. V, 209, fr. VII, 211, 213, fr. V, 214 fr. VI, 

CFF). 

regla, los 

legalizados 

I.os documentos privados deben exhibirse en original, p:>r 

docwrentos públicos provenientes del extranjero deben ser 

confonoo al derecho aplicable al caso. De todos los 

dOC\llrK!ntos no escritos en español del::e presentarse su traducción y dar 

vista a las otras partes para que, dentro del plazo de tres días, 

manifi.esten si están o no confornes con ésta; en caso de disconformidad 

el tribunal designará al traductor, corro lo establecen los artículos: 

131, 132, lJfi y 137 del CTPC. 

Si el oferente no adjunta al ocurso correspondiente las 

pruebas documentales propuestas o la traducción de las que no estén 

redactadas en español, el negi strado instructor le requerirá. para que 

cumpla lo omitido dentro del plazo de cinco días hábiles, bajo 

apercibimiento que de no l"&acerlo se tendrán por no ofrecidos tales 

rredios probatorios, así lo regulan los artículos: 209, Últirro párrafo, 

211, párrafo segundo y 214, Últiro párrafo, del CFF. 

Con el ofrecimiento de las pruebas d<>CUirentales, se 

pueden originar diversos problemas, que a cxmtinuación enunciamos. 

En principio, las pruebas dOC'tJZTl?ntales deberán exhibirse 

junto con la demanda o la contestaci6n, sin enbargo el propio articulo 

209 del CFF, en sus dos Últimos párrafos dispone que1 

"Artículo 209.. . cuando las pruebas documentales no obren 

en poder del deaandante o cuando no hubiera podido 
obtenerlas a pesar de tratarse de docunmtos que 

legalmnte se P-ncuentren a su disposici6n, éste deberá 
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señalar el archivo o lugar en que ae encuentren para que a 

su costa se mande expedir copia de ellos o se requiera su 

remisi6n cuando ésta sea legalmente posible. Para éste 

efecto deberá identificar con toda precisión los 

documentos y trátandose de los que pueda tener a su 

disposición, bastará con que acanpafle copia de su 

solicitud debidamente presentada. Se entiende que el 
denandante tiene a su disposición los docwrentos, cuando 

legalmente pueda obtener copia autorizada de los 
original.es o de las constancias. En ningún caso se 
requerirá el envio de un expediente administrativa. 

Cuando se adjunten a la demanda los docurrentos a que se 
refiere éste precepto, el magistrado instructor requerirá 

mediante notificaci6n personal al demandante, para que los 
presente el el plaz.o de cinco días,· apercibiendolo que de 

no 12cerlo se tendrán ¡::or no ofrecidas las pruebas 
respectivas ... 11 

El articulo ?.4 del eódigo fiscal de la federaci6n señala 

que para la C'Ontestacil:n de la demanda, nen aplicables también loa dos 

Últimoa párrafoe del articulo 209 antes transcrito. 

Vienen a carpletar las antetiores dis¡.osiciones, lo que al 
respecto establece el articulo 233 del CFF, que al efecto señala 1 

•Articulo 233.- A fin <le que las partee ~n rendir eus 

pruebas, los funcicnarios o autoridades tienen obligación 
de eJCpedir con toda oportunidad las copias de los 

documentoa que lee soliciten; si no se cumpliera con esta 

obligacl6n, la parte interesada solicitará al magistrado 

instructor que requiera a los anisoo. 

cuando sin causa justificada la autoridad demandada no 
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expida las copias de los docmnentos ofrecidos por el 

demandante para probar los hecl\os imputados a aquella 

siempre que los docurrentos solici.tados hubieran sido 

identiflcados con toda precisión tanto en sus 

características corro en su contenido, se presumirán 

ciertos los hechos que pretenda probar con esoQ 

docmnentos. 

En los casos en que la autoridad no sea parte, el 

magistrado instructor podrá hacer v.J.lcr coroo rredida de 

apremio la imposici6n de nultas de hasta el rronto 

equivalente al salario m!nirro general de la zona 

económica correspondiente al Distrito Federal, elevado al 

trimestre, a los funcionarios omisos. 

cuando se solí citen copias de documentos que no puedan 

proporcionarse en la práctica administrativa nonnal, las 

autoridades podrán solid.tar un plazo adicional pc:"lra 

liacer las diligencias extraordinarias que el caso aioori te 

si al cato de éstas no se localizan, el magistrado 

instructor podrá considerar que se está en presencia de 

omisión por causa justificada." 

Ahora bien, la aplicación en la práctica de éstos 

preceptos legales produce ciertos probleims. Así encontraioos a:m 

frecuencia que el actor no acompaña en su demanda las pruebas 

docllnentales que sustentan sus acciones, y solicita a la sala que 

se requiera a la autoridad para que las remita o para que ésta le 

expida a su costa las copias correspcmdientes, acompañando para ello la 

copia de su solicitud debidanente presentada. ante la autorldBd, entonces 

la sala, apllcando los artículos antes transcritos, requiere a la 

autoridad para que le expida al demandante las copias de los documentos 

solicitados, apercibiendola que de no hacerlo se prem.mdrán ciertos los 

hechos que con dicho docwnento se pretenda probar. En virtud de que el 

CFF no sefiala un término para que la autoridad expida dichas copias, se 
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hace necesario acudir a la legislaci6n supletori.a para llenar esta 

laguna, aplicando así el artículo 297 del CFPC, que al efecto establece1 

"Articulo 297 .- cuando la ley no señale término para la 

práctica de aigún acto judicial o para el ejercicio de 

algún derecho, se tendrán por señalados los s:lguientes: 

I.- Diez días para pruebas, y ••• 0 

ID ant0rior se ve confirmado por el criterio sustentado 

por la sala superior del tribunal fi.Rcal de la federaci6n en la tesis 

que a continuaci6n transcribimos: 

"EXHIBICION 

AC1l'ORIDADES DEM\l'ml\DA.S Y, AL Ef'ECTO, FIJARLP.S ON TRRHitk> 

Pmmn"ORIO. - De conformidad con el articulo 233 del 

f'.Ódigo Fiscal de la federación, en relaclón con el 

articulo 297 del r.éxligo Federel de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria, las Salas Regionales 

de este Tribunal deben requerir a las autoridades 

demandadas para que expidan las pruebas docwrentales quo 

solicite la actora, apercibiendolas de que si en un 

plazo de diez d{as hábiles, sin causa justificada, no 

las expiden, se presumirán ciertos los hechos que se 

pretenda probar ron esos docwrentos." 122 

SUcede· generalmente que al contestar la demanda, la 

autoridad manifiesta que ya puso a la legal disposici6n del actor los 

documentos solicitados, ap:>rtando además, las constanci aa de 

notificaci6n al actor de dicho acuerdo. J\nte esta sit.uaci.6n, se pueden 

presentar dilaciones inútiles en el juicio, que impiden la expedita 

impartición de justicia. r.onsideram:>s importante señalar, que si en 

(122) Prec:edente, R.T.F.F. !lo. 72 diciembre ele 1985, pág, 23. 
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mteria fiscal, la carga de la prlleba radica principal.rOOnte en el 

particular, éste tiene la obligac:l.ón de aportar al juicio todos los 

elementos justificativos de su acci6n, tratando desde el principio, de 

demJstrar que el acto de autoridad es i leg{tirro, por lo tanto, 

corresp:mde a él la obligación de aportar todas las pruebas documentales 

que apoyen sus pretenslones, si.n embargo, tal corro se encuentran 

redactados los dispositivos legales antes transcritos Y de su estricta 

aplicaci6n, deri valt'OS que esta obligaci.ón se traslada a la autoridad y m 

Última instancia al juzgador, que es qui.en ti.ene que estar requiriendo a 

las partes en el juicio para que exhiban las pruebas docunentales con 

las que pretenden deroostrar sus argumentos. 

Crearos adenás, que si en la ley se concede al actor un 

término de cuarenta y chico días, contildos a partir de la noti.ficaci.ón 

del acto impugnado, para presentar su derranda ante el tribunal flscal, 

este término es nás que suficiente para que el denandante, prcvianente a 

la prcsentaci6n de su demanda, reuna todos los e1~ntos en que apoye 

sus acciones, en consecuencia, deberá. el demandante, acompañar a su 

demanda todas las pruebas dOC'UJl'l?ntales que pretenda a¡x>rtar al juicio, o 

bien, acreditar ante el tribunal que ya ha realizado todas las gestiones 

tendientes a allegarse dichos documentos, es decir, demostrar que ha 

solicitado, con suficiente antelaci6n, ante la autoridad demandada la 

remisi6n o la expedición de las copias de los doc~ntos que apoyan su 

acci6n. 

Ahora bien, en la práctica sucede, con frecuencia, que la 

demandante acaapaña a su demanda la copia de la eolici tud de documentos 

presentada ante la autoridad, el mismo d!a en que presenta su demanda 

ante el tribunal, siendo que ha tenido cuarenta y cinco días para 

realizar este trámite, lo que consecuenterrente acarrea tma dilaci6n en 

el juicio, pues dichas docurrentales no podrán admitirse al IIICIOOnto de 

admitir la demanda, sino que su admisi6n quedará pospuesta liasta el 

uarento en que dichas pruebas sean exhibidas ante el tribunal, ya sea por 

la autoridad demandada al producir su contestaci6n a la demanda, o bien, 
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hasta que el demandante tenga a bien exltibf.rlas, lo que puede ser antes 

de la contestación de la demanda, o bien, cinco d{as después de que ha 

sido requerido por el nagistardo instructor, atendiendo a lo que la 

autoridad haya respondido al respecto, en su escrito de contestac:f.ón a 

la demanda. 

Queremos insistir en que lZ. carga de la prueba atañe a 

las partes en el juicJ.o, en que es a ellas a quienes interesa demostrar 

los hechos en que apoyen sus acciones y excepciones y que, en nateria 

fiscal, dada la prCsuncJ6n iuris tantum que establece el código 

respecto de que los actos de autoridad se pre.aturen legales, es al 

particular a quien toca dencstr.ar lo contrario, es por ello, atendiendo 

al gran plazo que tiene el actor para presentar su demanda ante el 

tribunal, que a él deberá interesarle y corresponderle demostrar con 

todos los elementos a su alcance que el acto impugnado no es l<'gÍthro y 

esto deberá hacerlo desde el m::xento en que presenta su demanda y no 

pretender delegar dicha obligaci6n a lñ autoridad y trenos aún en el 

tribtmal, pues éste y tal coroo se encuentra reglarrentndo en el c:FF 

actualmente se convierte en un requeridor de pruebas que han sJ do 

ofrecidas por las partes, si b:f.en es cierto, que el rra.gistrado 

instructor tiene facultades para orden.."lr diligenclas para majar proveer 

y para requerir: la exhibición de cualquier docunX?nto relacionado con el 

litigio, esta facultad se encuentra referida a las pruebas que no han 

sido ofrecidas p:>r: las partes y cuya presentación se hace necesaria para 

la rrejor resoluci6n de la controversia. 

ReSUlta aplicable la distinci6n sustentada por Sentís 

Melendo entre fuentes nedios de prueba: "las fuentes son los eleirentos 

probatorios que existen antes del proceso con indepenencia de éste 11
, 

" ••• los nedios son las actuaciones judiciales con las cuales las fuentes 

se incorporan al proceso", ttás adelante señala: "las fuentes pertenecen 

al litigante, a la parte; loa nedios son de resorte del juez. 11 123 

(123) Sl!lrrIS Ml!LDIDO, santiago. lA> Prueba. !.os Grandes Temas del fi'!recho 

Probatorio, Ediciones Jurídicas Europa-Amarica, Buenos AJ.reo, 

1979. págs. 15 y 16. 
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AcUdiendo a la legislacion supletoria, encontram::is que el 

artículo 323 del CFPC, establece com:> obligación para el demandante la 

de exhibir con su demanda los documentos en que funde su acc:l.ón; Y en el 

segundo párrafo, el precepto en cemento dispone, que si el actor no 

pudiese presentar los documentos en que funde su acción, declarará bajo 

protesta de decir verdad, la causa por la que no pUede presentarlos. 

Asimism:J, el articulo 331 del eódigo supletorlo prevee que lo dispuesto 

por el artículo 323 es aplicable al demandado respecto a los 

dOC'lllrEntos en que funde sus excepciones o que deban servirle c:cm:> prueba 

en el juicio. 

En la práctica acontece excepcionalmente, que el actor al 

presentar su demanda ni siquiera aporta la constanc:l.a del acto 

impugnado, pero si acompaña su solicitud presentada ante la autoridad 

demandada en la misma fecha en que presenta su demanda para que la 

remita, o para que expida a su costa la copia cor~spondi.ente. Ante esta 

situación y tal como lo regula el CFF, el nagi.strado instructor requiere 

a la autoridad para que expida las copias de los doctm'.l!ntos so1ici.tados 

por el demandante, desvirtuando as! la misión del ju7.gador, que se 

convierte as!, en un preparador de eleirentos probatorios que se han 

originado con anterioridad al juicio. 

Estimamos que tod?.s estas situaciones bien podr!an 

evitarse si en el artículo 209 del CFF se incluyera la obligación al 

demandante de que si no aporta los dOCUl!l?ntos en que funde su acción al 

momento de presentar su denanda, deberá uanifestar, bajo protesta de 

decir verdad, la causa por la que no loo aporta, pues ccm:> hemos 

sefialado, el demandante cuenta con tm plazo más que razonable para 
presentar su demanda, siendo que a él compete la carga de la prueba de 

sus pretensiones y si éstas las funda en docurrentos que i;:on anteriores 

al juicio de nulidad tiene la obUgac16n de acanpañarlos a su demanda y 

no que ¡:or apat!a o negli~cia, delega esta obligación en el magistrado 

instructor y en la autoridad demandada, provocando con ello retrasos 

inútiles en el juicio. 
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y lo mismo es aplicable para la autoridad demandada, de 

conformidad con lo dispuesto en el Últirrc párrafo del artículo 214 del 

CFF. 

El art!culo 323 del CFPC es nruy claro al atribuir la 

carga de la prueba a las partes, pues son ellas las que tienen la 

obligación o en interés de demostrar con los elementos de prueba :f.dóneos 

la verdad de las pretensiones y que, si bien es cierto, en muchos casos 

no cuentan con dichos eleme:ntos, deben entonces justificar ante el 

juzgador la causa por la que se encuentran en tal situaci6n, pero muy 

distinta es la situaclón que se presenta actualJtw::!nte, en que las partes 

esperan que sea el trUmnal el que se allegue dichos elemmtos cuando 

por si.mple apa.t{a, ellas no han quer:Jdo recabarlas. 

Estimarrcs en consecuencia que se hace urgente una adición 

en el art{culo 209 del cócHgo fiscal de la federación en el senti.rto de 

que si la parte actora no acompaña a su demanda las pruebas docwnentales 

que ofrezca, declare bajo protesta de decir verdad la causa por la quo 

no puede presentarlas y similar adición deberá aplicarse al demandado. 

Otra situación se da, si la autoridad rran:l.fJesta que no 

puede remitir los docurrentos o expecUr las copias de los mismos tx>rque 

éstos no aparecen en el expediente admin:l.otrativo, o bien, porque han 

sido destrui~os. ?Jos preguntarme entonces, sl se esta en presencia de 

una anisf.ón con causa justificada ¡x>r parte de la autoridad, o si del:en 

presumirse corro ciertos los hechos que se pretenden proba.r con dichas 

documentales. De la redacción cE1 articulo 233 del CFF, no nos parece que 

sea la intención del legislador, toda vez que el segundo párrafo del 

artículo en comento, d:l.spone que cuando sin causa justificada la 

autoridad demandada no expida las copias de los documentos ofrecidos por 

el demandante para probar los hechos imputados a aquélla, se presumirán 

ciertos los hechos que pretenda probar con dichos doc:urrentos. I..uego 

entonces, si la autoridad no expide las copias de los do::w:rentos, 

expresando la causa por la que no lo hace, se deberán tener ¡x>r no 

ofrecidas dichas pruebas al denendante. El artículo 233 del CFF, no nos 
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proporciona la respuesta a ésta interrogante, así cano tampoco la 

proporciona el artículo 209 del CFPC, y se deja entonces al criterio del 

nagistrado instructor al decidir sobre esta difícil situación. 

Estimanos que si todas estas cuestiones se dirimieran 

antes de la presentación de la demanda, cano debe de ser, toda vez que se 

refieren a hechos ocurridos antes de la iniciación del juicio ante el 

tribunal fiscal de la federaci6n y que si al presentar la demanda, el 

actor declara, bajo protesta de decir verdad, la causa por la que no 

acanpaña los docwnentos en que apoya sus pretensiones, quedaría el 

magistrado instructor en nejores condiciones a las que se presentan en la 

actualidad, ya quo, en un roomento dado puede encentrarse ante la 

Imposibilidad de Impartir justicia por no contar con los elementos 

SUficientes para ello, porque las partes, que soo las que tienen el 

interés principal, no los aportaron en la debida oportunidad al juicio. 

Por Último, estimamos que debido a la deficiente 

regulación que en materia de ofrecimiento de pruel:ae documentales (que 

son las que más se manejan en el juicio de nU1idad), adolece el actual 

áx:Ugo fiscal de la federación, y la ley del triblnal de lo contencioso 

administrativo del distrito f"ederal, se impide que en la práctica se 

desarrolle el procedimiento probatorio c:on la debida rapidez. 

5.5.6 admlsi6n de la prueba doClmental 

En estrecha relación cat lo antes expuesto, se presenta la 

segunda etapa del período, es decir, la de admiai6n de pruebas. 

En ambos trib.Jnales objeto de nuestro estudio, el 

mogistrado instructor debe admitir o deeec:har las pruebas en el auto en 

que a<bita la demanda o la ocntestacl6n respectivamente, también tiene 
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la facultad de requerir al actor, para que presente las pruebas 

documentales que no acompaño a la demanda inicial, dentro del plñ7.0 de 

5 d{as Con.el apercibimiento que· de no hacerlo,re tendrán por no ofreci.das. 

corro ya señalamos anterionnente, son rultiples los problemas que se 

originan al respecto, ya que no se ha impuesto al actor la obli gaclón de 

acanpafiar a la demanda, todas los elesrentos justifica.ti.vos de su acci.ón. 

~mism:> debemos decir en relaci6n a los recjnlsitos de la contestaci.ón de 

la demanda. 

En el CódJgo fiscal de la federaci.ón vigente, se ha 

suprimido la limitaclón relativa a que no eran admisibles aquellas 

Phlebas que no ºhubieran sido ofrecldas ante la autoridad demandada enel 

procedimiento admlniatrativo, salvo que en éste no se l'!nbi.(!r.a dado 

oportunidad de hacerlo. I.imitaci6n que fue criticada ¡x>r los juristas 

nexicanos, y que era fruto de "la falsa idea de que el prOCC!so tributario 

es una segunda instancia en la que el juzgador revisa la legalidad de los 

actos emanados de la adrnlnietraci6n; concepci6n que pone de manifiesto un 

franco desconocimi.ento de la autonomía e independencia existente entre la 

funcl6n administra ti.va y la función jurisdiccional." 124 

Esta inexacta postura, proviene del primitivo contencioso 

administrativo francés, que impoeibilltaba al tribunal para alcanzar, en 
gran núnero de casos, la ansiada neta de la verdad y por ende de la 

justicia." 125 

Dada la naturaleza de la prueba doc::unental, se desahoga 

con la simple exhibid6n del doc:umento, de igual forma en ambos 

tribunales. 

(124) Idem. 

(125) ARKIEm"l\ C, Gaor.alo. El Proceso Trirotario m el 1Jerecl10 Mexicano, 

Textos universitarios, México, 1977. págs. 267 y 268. 
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5.5. 7 val.ar probatorio de loe documentos 

I.os doo.mentos (imlicos que se han expedido llenando los 

requisitos que exigen las leyes, tienen pleno valor probatorio, y por 

tanto demuestran la existencia de los actos jurídicos a que se refieren, 

Pero si en ellos se contienen declaraciones de verdad o rranJ festaciones 

de heclios de particulares, los dOCUirentos sólo prueban plenanente que, 

ante la autoridad que los expid:i.Ó, se hicleron tales declaraciones o 

manifestac:l.ones; pet'o no prueban la verdad de la declaración. 

En caso de estar contradicho el contenido de un docuroonto 

públ feo por otras pruebas, su valor queda a la libre apreciaci6n del 

tribunal. 

r..as actuaciones judiciales, hacen prueba plena. 

El documento privado que un litigante presenta, prueba 

plenanente en su contra, sólo si los hechos rrencionados en é1, son 

contrarios a los intereses de su autor, cuando la ley no d!.sponga otra 

oosa. El documento proveniente de un tercero sólo prueba en favor de la 

parte que qul~re beneficiarse con él y contra su coH.tigante, cuando 

éste no lo objeta. E'n caso contrario la verdad de su C'Ontenido deberá 

denostrarse por rrecHo de otras pruebas, 

Si un d~nto privado contiene juntos uno o más hechos 

contrarios a los intereses de su autor, y uno o más hechos favorables 

al mimro, la verdad de los primeros no puede aceptarse sin aceptar, al 

propio tiempo, la verdad de los segundos, en los l1mites dentro de los 

cuales los hechos favorables suministren, a aquél contra el cual esta 

producido el docwrento, una excepc:l.6n o defensa contra la prestaci6n que 

apoyan los hechos que le son contrarios. 

I.as copias hacen fé de la existencia de los originales, 

pero si se pone en duda la exactitud, se ordenará su cotejo con los 
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originales de que se toma.ron. 

t.os documentos simples comprobados ¡:or test:l.gos tendrán 

el valor que merezcan loa testim:mios, los que se recibirán conforme a 

las reglas establecidas para el desahogo de la prueba test:l.m:miaL 

Por Últinn, las pruebas ofrecidas deben valorarse 

conjuntairente para lograr una mejor apreciación de las mismas, con base 

en lo anterior, citamos a continuación un precedente de la sala 

regional norte-centro, que nos ilustra al respecto, al establecer: 

0 PRUEDAS.-sa CORRECTA VAI.DIU\CIOf'l.I.a autori.dad no se ajustó 

a derecl10 al no efectuar una valoración conjunta de las 

pruebas ofrecidas ¡:or la inconforme, y concretarse a 

desestimar el valor de una docurrental, pero s:l.n 

relaclonar di.cha probanza con los demás mecHos de 

convicción que obran en el expediente adminf.strativo 

corres¡:ondiente, y con los cuales la act.ora prueba su 

mtivo de inconformidad, al corroborarse el contenido de 

la docurrental desestimada." 126 

5.6 Pericia1 

Debetros recordar, que el juzgador por su formaci6n 

profesional, por la naturaleza de sus funciones y para el debido 

cumplimiento de ésta, debe ser tul verdadero conocedor del Derecho 

nacional; sin embargo, no esta obligado a tener los conocimientos 

propios de otras ramas del saber hllll'Bno. En consecuencia, cuando los 

plintos contriwrtidos no sean de derecho nacional, sino de otros 

sistenas jurídicos o versen sobre aspectos dJ.stintoa de la ciencia, la 

técnica, el arte, etc., el juzgador deberá auxiliarse dP. terceras 

(126)_R.T.F_.F, !lo. 5, Ja. Epoca, Año r,Méxi.co.1988. p.lg. 37. 
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personas expertas en estas ranas del conocimiento o de la actividad 

hwnana, siendo procedente el ofrecimiento, admisión, desahOC]O Y 

valoracion de la prueba pericial, también denaninada prueba rrediante 

dictanenes periciales. 

5.6.1 Definicllin 

En su acepción gr.metical, ¡x>r di.ctamen pericial se 

entiende la opinión o juicio emitido por un perito. 

El neestro Eduardo Pallares expresa que la prueba 

pericial 11 ti.ene lugar cuando son necesarios conocimientoe especiales en 

alguna cJ.encia o arte, para poder resolver sobre la existencia o no 

existencia de los lX?Chos 1i tigiosos. 11 127 

Por su parte, el I,icend ado Rafael de Pina señala que la 

prueba pericial: "se n~quire en el proceso cuando la apreciación de un 

hecho requiere de parte del observador una apreci aci.ón especial, 

obtenida ¡x>r el estudJ.o clent{fico de la materia a que se refiera, o 

simplCITente; por la experiencia personal que pr:oporciom\ el ejercicio de 

\ll1a. profesión, arte u ofJ.cio." 128 

Desde el punto de vista jud.dico, se afinna que el 

dictaJ?'en pericial es un rredio probatorio que consiste en la opinión 

cm..itida en juicio por un tercero denominado perito, con el objeto de 

asesorar al juzgador en el esclarecimiento de loa puntos controvertidos, 

distintoa al Derecho nacional legislado, para crear en él una convicción 

o certeza ajustada a la verdad, a fin de diri.mj r justanente un litigio. 

(127) PALLARES, Eduardo. 0p. Cit., pág. 191. 

(128) DE PDIA, Rafael.. Op. Cit., pág. 137. 
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Si analizamos la definici6n antes propuesta 

encontraremos, en primer término, que se precisa su naturaleza jurídica: 

el dictanen pericial es un ttedio probatorio, W1 elemento o instrumento 

objetivo, externo, que s:l.rve para crear convicci6n o certeza en el ánimo 

del juzgador. 

Es este elerento de prueba ·tan sólo una opjn:f.ón, un punto 

de vista, una conjetura fundada sobre la verdad o falsedad de 

determinadas afinnaciones hechas por las partes en jujcJ.o: en 

consecuencia, no es obligatoria para el ju?.gador, el que en el ejercJcfo 

de su función juzgadora y resolutora puede tomar en consideración 

únicanente la opinión de uno de los perJ.tos de las partes o el dictamen 

del tercero en discordia o los dictanenes de todos los peri tos e i.ncluso 

apartarse totalnente del criterio de és;tos para dictar una sentencJ.a 

como lo estirre procedente, teuiendo espedal cuidado en este supuesto de 

expresar las razones y fundrurentos de su conclusj ón. 

El objeto de los dita.menes pericjales es asesorar, 

ayudar, aconsejar o ilustrar al juzgador en el esclarecimJ.ento de los 

puntos sobre los que versa el litigio, siempre que no se trate de 

derecho nacional vigente, salvo el caso de costumbre que, conforme a la 

ley, si es nateria de canprobaclón, debiendose desahogar:' en estos 

supuestos tambf.én la prueba pericial. r.a mi.sma situación se presenta 

c:uando . alguna de las partes invoca el derecho extranjero, cuya 

existencia, interpretaci6n y apllcación al caso concreto se tiene que 

deroostrar sre<Uante dictanenes emitidos p:>r peritos en esta raaa. del 

derecho. 

La finalidad de los dictanenes peridales es la canún a 

todos loa ne<Jios de prueba., crear en el juzgador la conviccJ.6n o certeza 

sobre la verdad o falsedad de las afirmaciones hechas por los 

litigantes, procurando siempre que esta convicci6n sea coincidente con 

la realidad, con la verdad, pues sólo de esta manera se log-rará la 

aplicación correcta y justa del ordenamiento jurídico al resolver una 

controversia. 
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5.6.2 Forma de praoover la prueba ante el tribunal. 

fiscal de la federación 

cuando se ofrezca prueba per:f.cial ante este tribunal, en 

el acuerdo dictado por el instructor recaido a la aceptación de la· 

demanda, la contestaci.ón a la mlsma o sus ampli.aciones, en su caso, se 

requiere a las partes para que dentro del plazo de diez días presenten a 

sus peritos ante la sala, con objeto de acreditar que retinen los 

requisitos de ley, acepten el cargo y protesten su legal desempeño, 

apercibidos que si no lo hacen sin justa causa, o si el peri.to no acepta 

el cargo o bien, no reune los requi.sitos de iey, sólo se cons:lderará 

el peritaje de quien hubiere cubferto djchos requisitos. 

cuando el magistrado i.nstructor debe presidir la 

diligencia, y lo permita la naturaleza de la misma, señalará lugar, d{a 

y hora para el desahogo de la prueba, pudiendo pedir todas las 

aclaraciones que cxmsidere necesarias y C'..xigirles la práctica de nuevas 

diligencias, dejando en autos la constancia respectiva. 

Tan pronto c:omo se tienen por designados a los peritos y 

se lee ha conferido el cargo correspondiente, habiendose ofrecido por la 

parte actora, el cuestionario sobre el que debe versar el d:lctanen del 

peri to que ella ofrecio y debiendo, la contraparte anexar tambien las 

preguntas o el cuestionario sobre el que desahogará la prueba, ya sea el 

mismo perito, o bien, el que ella proponga, el magistrado instructor 

requerirá a los cJ tados peri tos para que en un plaw mfniro de quince 

días, rinda su dictázren, apercibiendo a la parte que lo propuso de que 

s610 se considerarán loe dictámenes rendidos oportunaD'l!nte dentro el 

plazo cxincedido. 

I.os peritos deberán forzosarrente, apegarse en su 

dictanen, a los cuestionarios Ofrecidos por las partes, ya que si no se 

refieren a todas las preguntas fonm.lladas por los litigantes, la 

práctica de esta prueba .no . serta satisfactoria porque no ilustrarla 
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completamente al juzgador para aclarar los hechos materia de la misma. 

Para :Uustrar esta hipótesis, transcriblmos a continuación un precedente 

de la sala superior del tribunal fiscal de la federación, que a la letra 

establece: 

PROEBA PERICIAL.-SO DBSAllJGO.-si de las constancias de 

autos de un juicio de · nulidad se observa que, al 

admitirse a trámite una prueba pericial ofreci.da por la 

actora, se requlrló legalltente a las autorirlades 

demandadas para que adi.cionaran los cuestionarios del 

oferente o propusieran los suyos y éstas as{ lo ldcieron 

en los términos de ley, luego entonces que d:l.cha probanza 

se encuentra integrada tanto con los cuestionarios 

iniciales presentados por el enjuiciante com:> con los 

adicionales propuestos por su cont~ria y, en tal virtud, 

para su perfeccionamiento, es decir, para su adecuado 

desahogo, es necesario que los peritos de las partes se 

refieran a todos éstos, e igualmente el perito tercero en 

discordia que en su caso se hubiere designado. En este 

orden de ideas, cuando alguno de los rrencionados peri tos 

rinde su dictamen en forma parcial, por no haberse 

referido a todos los cuestionarios propuestos por las 

partes, lo conducente en la especie es proveer lo 

necesario para el completo desahogo de la rooncionada 

prueba perlcial, oon el fin de no dejar en estado de 

inefensi6n a su oferente, ya que de esta forma no 

servirla para acreditar la pretensi6n (X)r la cual se 

ofrecio; pero de ninguna na.nera procede conceder térm:lno 

a las partes para formular alegatos. 11 129 

Es decir, que mientras no se desahogan total.nen te las 

pruebas admitidas en el juicio, no puede segui.rse el proceso, dejando 

inconclusas algunas pruebas. 

(129) R.T.F.F. !lo. 35, 3a. Epoca, l\flo III, Hfucico, 1990. pág. 32. 
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Por una sólo vez y con causa justifi.cada comunicada al 

magistrado instructor. p:>drán las partes solicitar la sustitución del 

perito, debiendo sei'íalar el ncxnbre y domicili.o del nuevo perito 

propuesto. 

El ¡:eri to tercero se designará por la sala que instruye el· 

juicio. de entre los que esten adscritos a ella y en caso de no liaberlo 

en la ciencia o arte de r¡ue se trate, la sala bajo su responsabili.dad, 

designará a la persona que debe rendir dicho dictruren y sus honorarios 

serán oibiertos por las partes. cuando debe desi.gnarse ¡:erito tercero 

valuador, el nombramiento debe recaer en una inati tuci6n fiduciaria, 

coro lo establece el artículo 231 del CFF. 

El perito tercero no esta obligado a adoptar alguna de 

las IXJSiciones de los otros peri tos. 

5.6.3 Valor prol:etorio de la perlcia1 

El valor probatorio de esta prueba, queda al prudente 

arbitrio del juzgador, quien al valorar las pruebas, deberá sujetarse a 

las reglas que le señalan las d:lsp)Glc:lones vigentes y la 

jurisprudencia respectiva., de la cual transcribim::is a continuación, dos 

precedentes de la sala superior del tribunal fiscal de la federación y 

una tesis que no constituye jurisprudencia, del 6o. tribunal colegiado 

del primer ciraiito en materia administrativa, que en relación a la 

valoración de esta prueba, señalan lo siguiente; 

PRIJBBAS PERICIALES.-SU l\HALISIS y VM.aW:Im m JA 

SENrENCIA.-Para que puedan considerarse debidairente 

analizadas y valoradas en la sentencia determinadas 

pruebas periciales, no es· suficiente rrencionarThs, pues 

deben, ser objeto de oiidado exazrcn a fin de concluir si 

son o no eficaces para dem:>strar los hecl10s y la 
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finalidad que con ellos se persigue. Además debe 

expresarse, en cada caso, el razonamiento que justifique 

la conclusi6n a que se llegue. 11 130 

"PRllEBA PERICIAL.-APRP.Cl.N:IW ~ AL ARTICCLO 234, 

PIWJCICll II, DEL OODIGO FISCAL DB LI\ Fl!lll!RllCIOH.-El 

artículo 234, fracci6n II·, del c6cHgo fiscal de la 

federación, establece conducen temen te que el valor de la 

prueba pericial quedará al prudente arbitrio de la Sala, 

de donáe se sf.gue que la juzgadora no incurre en 

transgresión de este nmn:!ral, si. en la emisi6n de la 

sentencia defini.tiva hace referencia únicamente al 

dictcimen del peri to nanbrado corro tercero en discordla, 

si de autos se desprende que el punto debatido coincide 

con lo dictaminado ¡x>r loa peri.tos nombrados por las 

partes." 131 

PRIJEBI\ PERICIJ\L. Vl\LOIU\Cl~I PRl!DEllTE DEL .J=noo DE 

IA.-El articulo 234, del CÓdigo fiscal de ln federación 

en principio exige la prudente apreciación de la sala 

para valorar la prueba pericial, no as{ la obligación de 

hacer constar da manera explícita el aná!Js:l.s de los 

elenentos que se precisan en los docwrentos base del 

dictarren, ya que tratandose de pruebas que versan sobre 

cuestiones eninenterrent.e técnicas, es evidente que el 

juzgador depende de manera importante de lo que se 

conclufe en el dictamen respectivo, de ah{ que no e610 se 

rinde uno, sino dos o hasta trés dictamene!ll periciales, 

con el objeto de que el jU?.gador esté en aptitud de llevt!r 

a cabo lo nejor (X>aible la valoraci6n correspondiente, 

(130)R.T.F.F. Uo. 31, Ja. Epoca, Ailo III, ~co,1990. pág. 23. 

(13l)R.T.F.F. !lo. 35, Ja. Epoca, Año III, ~co, 1990. pág. 37. 
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confront;.ndo lo que se concluye en cada wio de los 

dictrunenes y as{ poder decidi.r, de rrenera prudente cual es 

la valoraci6n que le confiere a dicha probanza . 11 132 

5.6.4 POnna de pn>llDVe1" la prueba ante el tribunal. 

eontencioeo '5el. distrito federal. 

Ante el tribunal de lo contencioso administrativo del 

distrio federal, el ofrecimiento de la prueba deberá hacerse en los 

escritos de demanda y contestaci6n de la núsma; con el ofrecimieno de 

esa prueba deben anexarse los c:uestionarios, a los que el ¡:iprito debe 

apegarse al rendir su dlctamen en la audiencJ_a, ya que de estu forma la 

contraparte podrá adicionar preguntas a dicho cuestionario, o bien, 

anexar el que su peri to contestará, este nedio de pn1eba, deberá 
relacionarse con los puntos ccntroveridos de la demanda y la 

contestación. 

El juez señalará lugar, día y llora para que la 

diligenc:f.a se practicplC", si debe presidirla, en cualquier otro caso 

fijará a loa peritos tm. término pn1dente para la presentación de su 

dictamen. 

Al desahogarse la prueba pericial., tanto el juzgador caoo 

las partes, p:x!rán formular a los peritos, todas las preguntas 

pertinentes. 

I..os per:f.tos de las partes emitirán su dictamen 

inrnediatanante, sianpre que lo permita la naturaleza del asunto, de lo 

contrario, se les señalar&. un término para rendirlo. cuando discorden 

los peritos, la sala, nClnbrará un perito tercero. 

(132) Informe de la SUprema COrte de la ?lación, 3a. Parte, Al1o 1989. 

VOlUllEn I, 6o. Tribunal Colegiado de C:ircuio en Materia 

Administrativa, pág. 445. 
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El peri_ to tercero que ncxnbre el tr:I bunal no será 

recusable, pero deberá excusarse, siempre que concurra alguna de las 

siguientes causas: l) cuando haya consanguinidad dentro del cuarto 

grado, 2) cuando el perito tenga interés directo o indirecto en el 

asunto, 3) sean inquj linos o arrendadores, o bien tengan amJ.stad 

estrecha o enemistad nanifiesta con el actor. o tercero perjudicado, a 

relaciones económicas con cualquiera de las partes (art. óq de la 

LTC"J\DF ) • 

Uo obstante que la ley del tdbunal, no prevee, sanción 

alguna para el peri_to que no se excuse, el artículo 225 del eódigo penal 

en su fracción, I, establece que "se impondrá pena de prisión de uno a 

seis años y de cien a trecientos dí.as de multa y en todos los delitos 

además de la pena de prisión, el agente será privado de su cargo e 

inhabili.tado para el desrunpeño de 1mo nuevo, p:>r el lapso de lttlO a diez 

afi.os, a los funcionarios, empleados o auxillares de la administración do 

justicia que cometan el delito de "conocer de negocios para los cuales 

-tengan irnpedhncmto legal o abstenerse de conocer de los que les 

corresponda eln tener lmpedinento legal para ello." 

t.os honorari.os de cada peri to serán pagados por la parte 

que lo nombro, o en cuyo defecto lo hubiere ncxnbrado el juez, mientras 

que los del perito tercero, se pagarán }Xlr ambas partes. 

El valor de esta prueba, queda al prudente arbitrio del 

juzgador. Ante la existencia de di.versos dictarrenes, el juzgador p..tede 

optar p:>r el que considere rrejor fundado, sin importar cual sea éste¡ 

debiendo rrencionar en la sentencla los rrotivos IXJr los que lo hace, y 

las razones por las que desestima los otros. 

5. 7 Reccnocf.miento o inspeocl6n judicial. 

El análisis de la prueba que a continuación inicia.me, 
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opera de igual forma ante el tribunal f:tscal de la federac:l.ón y ante el 

tribunal de lo contencioso admin:l.stratlvo del distri. to federal, ya que 

estos ordenamientos no la regulan especf.ficanente, y su legislad.Ón 

supletoria es muy si.m:l.lar al ocuparse de esta probanza, como lo 

observamos en los artículos lfl1 a lñ4 del CFPC y 354-355 del CPCDF. 

Y.a existencia de esta prueba se expl:lca, si. tomam:is en 

cuenta, que ni nna narrac:l.ón, ni nn ju:fc:l.o de ter.cero, aun sup:::m:lenño 

que fuera el más imparcial, podrá producir en el juzgador la convicci6n 

que se logra cuando puede ser él m:l.smo, qui.en d:lrectarentc perciba las 

cosas. 

5.7.1 Definici6n 

Y.a inspección puede ser def:l.nidn, como el nccUo probatorio 

directo por el que el juzgador, por sf. mismo, procede al exanen de alguna 

persona, cosa o ltecho relacionado con la lit:ls, en aquellos casos en r¡ue 

no se requieran conocimientos especializados y cuyo resultado sea el 

esclarecim:l.ento de los ptmtos controvertidos. 

De la defin:lci6n propuesta, poderoos advertir, que la 

denominación adoptada es ºinspección judicial 11 y no "reconocimiento o 

inspección ocular", porque la palabra reconocimiento tiene una 

connotación distinta en materia procesal, por ser expresi6n s:lnÓnhna de 

la palabra confesi6n; Tampoco se acepta la denominacf.6n "lnspecci6n 

ocular", que ee usa en algunas leyes procesales, p::>rque es limitativa, y 

no corresponde a la realidad, ya que el examen, investJgación, indagac:l6n 

o análisis que realiza el juzgador, no se da exclusi:vairente a través do 

la vlsta, sino por cualquiera de los sentidos: tacto, olfato, gusto, 

oido, y p::>r el enlace y la convicci6n que de su conjunto se tenga. 

Y.a inspección judicial es un nedJo probatorio, porque es 

un instrumento legal para lograr en el juzgador la certeza o convicci6n 
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sobre la falsedad o veracidad de las afirmaciones hechas por las partes 

litigantes y que son el objeto de la controversia. 

Este rredio de prueba, coloca al juzgador en una situación 

de inmediación con persooas, cosas o hechos directanente vinculados con 

los puntos controvertidos. 

El Órgano juzgador, sea mlitario o colegiado, debe 

realizar la inspección por a{ miBrtK>, sin delegar esta función, en caso 

contrario se desvirtuarfa la finalidad de este rredio probatorio e incluso 

su natutaleza jurídica, ¡:orque no habría una percepci6n directa de 

personas, cosas o hechos, por el juzgador, sino tm análisis del documento 

en el que se haga constar lo que otro auxiliar haya percibido al 

desahogar la diligencia respec:tiva. 

El objeto de inspección puede ser una persooa, cosa o 

hecho, en virtud de que para conocer la verdad el jw:gador puede valerse 

de cualquier persona, sea parte o tercero no interesado en el juicio; as{ 

caro de 0.1alquiera rosa, independientemente de a quien pertenezca, de su 

naturaleza mueble o inmueble y de sus caracterlsticas particulares, 

siempre que pueda ser apreciada por los órganos de loa sentidos. I.os 

accntecimientos de la naturaleza o de las personas, también pueden ser 

objeto de éste ne:lio probatorio. 

Es importante señalar, que la inspección sólo procede 

cuando para llegar al esclarecimiento de la verdad no se requieren 

c:onoc:imientos especializados en alguna rama del c:onoc:imiento o actividad 

huma.na, distinta del Derecho vigente, por que en caso contrario se 

requerirá el desahogo de la prueba pericial y no de la inspec:c:i6n 

judicial (art. 161 CFPC). 

El resUltado que se pretende con esa prueba, lo ndsmo que 

en ca.da medio probatorio en particuJ.ar, es llegar al conocimiento de la 

verdad sobre los puntos de controversia. 
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J.a ihspección judiclal, puede recaer sobre otras pruebas 

existentes en el juicio, en juiclo diverso o respecto de expedientes 

formados por las autoridades demandadas: durante su práctica se pueden 

utilizar, además de los sentidos, tcxlos los procedlmientos de las 

ciencias y las artes que se han elaborado para conocer de \llla manera nás 

adecuada los fenárenos de la naturaleza o las condiciones de laS 

personas: puede comprender, tambi.én, la ex¡:erimentación de las 

circunstancias en que se veriflca \Ul fenórreno, para determinar las causa 

que lo producen. 

5. 7. 2 Ofrecimiento de la prueba de inspeoción judicial 

Al lgual que los demás medios probatorios, la inspección 

judicial debe ofrecerse en el escri.to de demanda, en la coneatacl6n o en 

el ocurso por el que se apersone a juicio el tercero f.nteresado_, según 

se trate, sin que pueda ofrecerse con posterioridad, a menos que tenga 

la naturaleza jur{di.ca de superveniente. 

I.a inspección judicial, puede darse a petici.ón de parte o 

de oficio: 

A ¡:etici6n de p..,rte. Ya que la inspecci.ón judicia1 es un 

rredio recon~ido por la ley, los litigantes pueden emplearlo, y los 

jueces deben admitirlo y practlcarlo. 

Pe oficio. Es también un rredio cuya práctica permite la 

ley a los jueces para que ilustren su criterlo, como una diligencia para 

mejor proveer y (Xledan fallar con pleno conocimiento de causa. 

En ambos supuestos se desahoga la diligencia en igual 

forma, cuando sea a petici6n de parte, y aún cuando no se trata de Wl 

requisito legalmente establecido, resulta conveniente precisar los 

puntos sobre los que debe versar la inspecci6n. 
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Algunas veces los hecllOB sonetidos a la inspección del 

juzgador, son de tal naturaleza, que basta que f!l misroo reconozca las 

cosas materia del litigio para que se pueda formar un juicio exacto a 

cerca de ellas, y en otras necesita de la concurrencJ.a de peritos para 

que ilustren en. criterio. 

Si la inspecci6n es solici.tada por uno de los Utigantes 

y corro parte de la prueba estima necesaria la concurrencia de peritos, 

sóii6ita en real.i.dad ?os pruebas que deberán ptilctícarse simultañéairene, 

la inspecci6n y la pericial, y en este caso las partes deben nombrar a 

sus peritos, los que se regirán por las reglas de la prueba pericial a 

que ya hemos hecho referencia. 

cuando el juzgador decrete de oficio la i.nspecci6n 

judicial y estime necesaria la presencia de peritos, deberá prevenir a 

los interesados para que los nanbren, y cuando éstos no lo hicieren, los 

nanbrará él. 

5.7.3 Admieiát de la f.nepea:iát judicla1 

Ese nedio de prueba debe ser admitido o desechado por el 

insructor en el auto miStro que contenga la admisión de la demanda, si es 

ofrecida por la actora o en el que se tenga por contestado este ocurso, 

o por apersonado al ~ercero, si es ofrecido por la demandada o por este 

Último. 

5. 7 .4 Preparacl6n de la l.napecclát judlcla1 

Admitida la inspección, el instructor sañalará la hora, 

día Y lugar en que el tribunal desa!K>gará la diligencia correspondiente, 
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notificando el acuerdo respectivo a las partes, citando parsonalrrente a 

los partlculares y por ofici.o a las autori.dades, para que concurran Y 

hagan las observaciones que estirren pertinentes. 

5. 7. 5 Desabogo de la inspeoci6n 

En el lugar, d!a y hora previrurente señalados se 

constituirá personalmente el juzgador a inspeccionar las personas, cosas 

o hechos objeto de la prueba, en el mismo acto se redactará acta 

circunstnnciada, con todas las formalidades establed.das legal.mente para 

las de su naturaleza, que será firmada por todos los que intervin:l.ercn 

en la diligencia, a menos que no puedan, no sepan o no quieran firmar, 

supuestos en los cuales se procederá con las firmas que se aporten, y 

se seffalará la circun:;tancJ.a part:l.cular de cada caso. 

Si el juzgador considera procedente, de oficio o a 

petici6n de parte, ordenará que se tomen fotografias o se hagan planos 

del objeto de la inspección. 

COnfoim! al princ:l.pio de econanla procesal, en una sola 

diligencia pueden desahcgarse dos o rrás IYEdios de prueba, corro puede 

ser, en la de inspección, caso en el cual el juzgador puede ordenar la 

asistencia de testigos y peritos a fin de apreci.ar directazrente a las 

personas, cosas o hechos relacionados con los puntos de controversia, 

recibiendo simul.táneanente las expl.icaciones que daban dar los peritos y 

las declaraciones de los testigos, para tener un a:mocimiento más 

c:."Oq>leto sobre la verdad o falsedad de las afirmaciones hechas en juicio 

par las partes litigantes. 

ta esti.maci6n de esta prueba, queda al arbitrio del juez, 

ya que la diligencia no le obliga a fallar en determinado sentido, si lo 

que aprecio en ella no prOOujo convicción en su ánimo. 
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5.8 Teetimnl.al 

A este nedio probatorio también se le denomina prueba 

tesifical, prueba ¡x>r testim:mios, declaraci6n de testigos, etc., 

nosotros nos referiremos a la que da título· a este apartado. 

I.a prueba teetim::mial comprende, al testimonio y al 

testigo y s6lo el prhnero, constituye el nedio de prueba; ya que 

cxmsiste en la declaraci6n en tm. proceso acerca de la existencia o 

inexistencia de alguno de los lteellOS objeto de prueba. 

s.e.1 Detiniciái 

El maestro F.duardo Pallares, deflne al testigo com:>: 

"toda persona que tiene conocimiento de los hechos controveridos y que 

no es parte en el juicio; y por testironio entiende a la declaraci6n de 

un testigo, as{ CX>trD también a las coplas que expiden los notarios de 

las escrituras matrices." 133 

Por su parte, el J,icenciado Rafael Pe Pina, también 

considera al testigo como: "la persona que declara en juicio acerca de 

la existencia o inexistencia de cualquiera de los hechos objeto de tm 

detenninado proceso,· y a la declaraci6n del testigo, la denanina 

testiroonio. 11 134 

Podeuos concluir, que testi_go es el tercera distinto a 

las partes litigantes, que tiene conocimiento de los hechos 

controvertidos o de otros di.rectamente relacionados con la controversia. 

(133) PAUARES, P.tluarOO.Op. C:it.,pág. 208. 

(134) DE PillA, Rafael. Op. C:it., pág. 143. 
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De acuerdo con nuestro sistema jurídico todo testigo, 

tiene el deber jur{dJ.co de declarar cuando así se le requiera, 

incurriendo incluso en responsabili.dad penal si se niega a .hacerlo no 

obstante el requerimiento judicial que le sea hecho, salvo en los casos 

en que exista excusa legal para ello. 

ra clasificaci6n más amplia de los testi.gos es aquella 

que los divide en directos, presenciales o de vi.atas y en testi.gos 

i.ndirectos, de o{das o de referencia, siendo el prirrero el testigo 

id6neo, porque estuvo presente al mc:mento en que se realizó el hecho, 

porque lo pudo percibir sensorial.mente, aún cuando no se resta 
total.mente valor probatorio a la declaracJ.ón del testigo indirecto. 

s.e.2 Ofrecimiento dP. ia prueba teetimJnla1 

Ia prueba testirroni.al debe ofrecerse cm la demanda, en la 

contestación de la misma o en el escrito por el que comparezca a juicio 

el tercero interesado, debiendo señalar clararrente el nombre y danicilio 

de los testigos y los hechos sobre los que versará la prueba, debiendo 

exhibir el interrogatorio que se desahogará. 

s. e. 3 Mmle16n de 1a proeh1 testilllaniai 

Si no se cumplen los requisitos señalados en el apartado 

anterior, se tendrá }X)r no ofrecida la prueba, en caso contrario, se 

admitirá el uedio probatorio en el auto de admisión de la demanda o en 

aquel que la tenga por contestada o por presentado al tercero, según sea 

l~ parte actora, demandada o tercero ~ien la ofrezca. 

Con respecto al núrrero de testigos que puede presentar 

cada parte, tenenoa que, el CFPC de aplicaci6n supletoria al tribunal 
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fiscal de la federación, establece en su artículo 16fi que: "una parte 

sólo puede presentar hasta cinco testigos sobre cada hecho, salvo 

disrx:>sición diversa de la ley. 11 Mientras que la I.T<"j\DF, en su artículo 

70 dispone: 111os testigos, no podrán exceder de tres por cada hecho. 11 

Uo es impedinento para participar como testigo, el hecho 

de desempeñar un empleo o cargo público, pero lo harán cuando el 

tribunal lo juzgue indispensable para la averiguación de la verdad, y en 

tal caso rendirán su declaración por oficio, pero si los funcionarj os en 

corrento, lo estimare~ conducente, podrán rendir su declaración 

personalmente, asi lo establecen los artículos: 232 del CFF y 171 del 

CFPC¡ y 359 del CPCDF. 

5.8.4 Preparación de la prueba testimonial 

Admitida la prueba testimonlal, el magistrado instructor 

señalará lugar, día y l10ra en que se recibirá 1a declaración de los 

testigos propuestos, requiriendo al oferente para que los presente. S:f 

el oferente manifestare no p:x!er presentar a sus testigos, el instructor 

los citará mediante notificación personal o por correo certificado con 

acuse de recilx> (arts.253, fr. II, CFF, 7 del CFPC; y 70 de la t.TCADF y 

357 del· CPCDF), bajo apercibimiento que de no asist:f.rt sin causa 

justificada, en 110ra, d{a y lugar señalados, se les impondrá como 

medida de apremio una nu.J.ta, o que será presentado con el auxilio de la 

fuerza pública. 

Siendo dos o más los testigos propuestos )Xlr las p.Jrtes, 

en el priner contacto con el juzgador, pueden comparecer juntos, a fin 

ae que les sea torrada la protesta de decir verdad; ésta debe hacerse de 

manera solerme, se debe exhortar a los testi.gos a producirse con verdad, 

se les debe advertir de la tipificación penal de la conducta cxmtraria, 

de las sanciones en que incurren los que declaran falsamente y se debe 

tener especial cuidado en que protesten conducirse en la forma 

174 



requerida, diciendo sólo la verdad (arta. 176 del CFFC y 363 del CPCDF). 

una vez protestados los testigos, se les separa a fin de 

examinarlos individual y sucesivanente, quedando prohibido que· un testigo 

pueda presenciar la declaración de otro (arta. 177 del CFPC y 365 del 

CPOJF). 

s.e.s ~de 1a prueba testimcnia1 

Previanente al exanen se interroga al testigo sobre su 

nombre, edad, estado civil, danicilio, residencia, ocupaci6n parentesco 
con los lit:l.gantes, si tiene interés directo en el litigio en que 

declara o en otro similar, si es amigo o enemigo de alguna de las partes, 

nacionalidad, lugar de origen, apodo (si lo tiene), si sabe leer o 

escribir y grado de instrucc:i6n en su caso. En la práctica se requiere 

también tm medio de investigaci6n 1.ndubitable, general.mente se exige una 

credencial expedida p:>r algÚn ente de la Adm.lnistraci6n PÚblica, en la 

que aparezca el nombre y fotograff.a del identificado. 

Uo obstante que el últim:> requisito de identidad no está 

expresamente previsto en la ley, su exigencla no puede considerarse 

contraria a derecho, ya que con ello se evita la substituci6n de p;!rsonas 

y, en consecuencia, la posible falsedad de declaraciones, dando ¡:or el 

contrario, mayor confiabilidad a lo declarado por el testigo identificado 

plenamente. 

Hecho lo anterior, se procede al examen del testigo a 

quien de manera verbal y directa debe interrogar el oferente o su 

abogado, fonnulando preguntas en ténninos claros y preclsos, de tal 

manera que las pueda entender fácilmente, sin inducirlo a confusiones y 

determinando con exactitud los hechos a que se refieren las preguntas, 

las que deben estar relacionadas con la controversia: debe procurarse que 

en cada pregunta se conteng-a un s610 lH?Cho o circunstancia, existiendo la 
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posibilidad de formularla de manera sugerente o inquisitiva, de no 

cumplir con estos requisitos las preguntas serán desechadas de plano, 

quedando textualmente asentadas en autos:- en 

desechamiento no procede recurso alguno. 

contra de este 

En la practica se procede al e>C"am?n del testigo 

anteponiendo a cada pregunta la expresión "Diga el testi.go si sabe y le 

consta que ••• ", la que no siempre es correcta y menos aún la foana 

idónea de interrogar. 

Concluido el interrogatorio por parte del oferente las 

otras partes podrán repreguntar. cuí.dando, bajo la mi.sma sanc:l6n, que 

cada pregunta retma todos los requisitos antes detallados: 

excepcionalmente (cuando la demora pueda afectar el resultado d!?l 

testim::mio) puede incumplirse el orden establee.ido permitiendo que, 

irurediatru?Ente después de la respuesta dada a la pregtmta formulada lX>B 

la parte oferente, las otras partes expresen sus preguntas relativas o 

las haga el propio tribUnal. 

En el norento del exa.rren de W1 testfgo o dentro de los 

tres días siguientes, pueden las partes atacar el dicho de aquél, cuando 

en su concepto, es falso su testin:mio (arts. 185-IAfi del CFPC y 372 del 

CPCDF). 

5 .e .6 VaJ.or protatorio de la teetiaoniaJ. 

La apreciaci6n de esta prueba, queda al prudente arbltrio 

del juzgador, seffalandose una serie de consideraciones que deberán 

tomarse en consideraci6n al efectuarse la valoraci6n :rnspecti va, y que a 

c:ontinuaci6n enunciamos: la) Que los testigos convengan en lo esencial 

del acto que refieran, aun cuando difieran en 1os accidentes: 2a) que 

declaren haber o{do pronunciar la palabra, presenciado el acto, o vieto 
el hecho material sobre el que declaran:- 3a) que por su edad, capacidad 
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o instrucci6n, tengan el criterio necesario para juzgar el actor 4a) que 

por su probidad, por la independencia de su posición o por los 

antecedentes personales, tengan canpleta imparcialidad; Sa) que por s{ 

mimros CCX'l.Ozcan loe hechos sobre los que declaran y no por inducciones 1;> 

referencias de otras personas; 6a) que la declaración sea clara, precisa, 

sin dudas ni reticencias, sobre la substancia del hecho Y las 

cir<:UnBtanclas especialesr 7a) que no hayan sido obligados por la fuerza 

o miedo, ni impulsados por engaño, error o soborno, y ea) que den fUndada 

raz6n de su dicho. 

El testimonio rendido por un s610 testigo, hace prueba 

plena, cuando ambas partes convengan expresan-ente en pasar por mi dicho, 

y deberá ser valorado por las salas, o::mforne al artículo 216 del oSdigo 

federal de procedimientos civiles, el que establece: que para tener por 

probado un hecho caltrovertido, hará prueta plena el testinx:mio de un 

s61o testigo, si ea a la vez congruente con las demás pruebas y elementos 

probatorios aportados en el juicio. 

s. 9 otros IEd!oo probatorios 

Para acreditar sus afirmaciones en el juicio, las partes 

pueden aportar cano medios de prueba: notas taquigráficas, copias 

fotostáticas, heliográficas, fotografias, cintas negnetofónicas, 

videocassetes, microfilms, registros dac:tilosc:ópicoo, registros 

fcno;¡rific:os, discos de CXl!plltadora y en general, cualquier medio 

probatorio aportado por el avance de la ciencia o de la téaiica que sirva 

para crear convic:c:i6n en el ánimo del juzgador (arta. 230 CFF, 93 Fr, 

VII, y 188 del CFPC, 6'l de la r,TCAJF y 373-375 del CPCDF). 

Al91mos autores han tratado de determinar la naturaleza 

espec:{fic:a de esos medios de prueba, c:onsiderandolos c:cm:J documentales, 



o.ta:epiensan que son instrurrentales, según sean las caractedsticas del 

nedio aportado. En la practica es canún la expres:f.6n "pruebas 

cientificas 11 o "instrmrental cientifica", pero ninguna de estas 

acepciones los englobaría a todos, ya que la palabra insrunentos, en el 

proceso, incluye los docurrentos públicos y privados y probablemente 

también a los testigos, peritos y a las mismas partes; por otra parte, 

si se califican únicamente como clentf.ficos, ¿poddan :Incluirse los 

instrwrentos técnicos y artísticos?. En virud de que nuestra legislaci6n 

establece que podrán a¡x>rtarse todos los elementos que tengan corro 

objetivo, producir con~icc:f6n sobre los l1echos debatidos en el ánirro del 

~uzgador,. 

medios de 

adecuada. 

considerruoos que deben conservarse innanimados estos ••otros 

pruebaº, ya que ninguna expresión resulta suf:f.c:l.ente ni 

5.9.1 Ofrecimiento, admlei6n, preparación y desahogo 

Al igual que en todas las pruebas anteriores, también 

para esta probanza se requiere, conforme a la reglü general ~n ambos 

tribunales, que su ofrecimiento se haga en los escritos de demanda 

(arte. 208 fr. V, 209 fr. VII, del CFF y art. 50 fr. IX, de la I.'l'C'.ADF). 

contestaci6n de la misma (arta. 211 y 213 fr. V CTF y art. 54 párrafo 

III, de ·la LTC".ADF). y en el escrito con el que el tercero se apersone en 

el juicio (arta. 211 CTF y 54 párrafo II de la urr.ADF), según sea el 

caso. 

Al ofrecerse este medio probatorio, deberá relacionarse 

c:on los hechos con que se encuentre vinculada. 

Para detenninar las formalidades que deben Clmtplirse en 

el ofrecimiento, admisi6n, preparación y desahogo de estos medios 

probatorios, deberá atenderse a las características especiales de cada 

uno, as! tenem:>s por ejemplo, que las fotocopias, coplas helioráficas, 

fotografias o notas taquigráficas (acocnpafladas de su respectiva 
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traducción), se regularan {Xlr las reglas de la prueba documental, que ya 

analizanos anteriornente; en cambio, para el análisis de algún otro 

rrcdio, coro pueden ser los registros dactiloscópi.cos, se necesi.arán 

conocimientos esped.alizados; y por ende, la asesoria de un perito, el 

cual será nombrado {Xlr el tri.bunal o por las partes. y en este caso 

deberán tararse en cuenta las reglas relativas a la prueba pericial; Y 
en general es indispensable que en la audiencia, el oferente proporcione 

al tribunal los elerrentos adecuados para apreciar el valor de cada 

probanza, indicando los sJstemas o técnicas que se utilizaron en su 

producción, para la traml.taci.ón de esta prueba, recurriroos a la 

supletoriedad de los articulos: 1AB-18Q del CFPC y 373-375 del CPCDF, 

según se trate del TFF o del TCADF respecti.varrente. 

5. 9. 2 vaiuacion 

Este tJ po de pruebas quedan a la prudente calificación 

del juzgador, de igual forma en ambos trJbunales objeto de nuestro 

estudio (arte. 234, fr. II del CFF. 217 del CFPD y 79 fr. I de la 

U'.ADF). 

El criterio supletorlo, de valoraci6n de las pruebas 

científicas en general, es adecuado al juicio de nulidarl, lo que no 

sucede completamente tratandose de las copias fotostáticaa, por lo que a 

continuaci6n nr.ncionaren"Ds lo que al respecto sucede en el tribunal 

fiscal de la federaci6n y en el contencioso administrativo del disrito 

federal. 

Ante el tribunal fiscal de la federación, conforioo a su 

legislaci6n supletoria, para que constituyan prueba plena, las 
fotografias 

documentoe 

de personas, lugares, edificios construcciones, papt>.les, 

Y objetos de cualquier especie deberán contener la 

certificación correspondiente que acredite el lugar, tiemIXJ y 

circunstancias en que fueron tomadas, asf caro que corresponde a lo 
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representado en ellas. De no ser así su valor probatorio t"JUeda al 

prudente arbl trio del ju?..gador. Lo mism:> sucede con las coplas 

fotostflticas. 

En relación al valor de las copias fotostáticas sin 

certificar, transcribimos a contlnuaci6n, una tesis de jurisprudencla 

del tribunal fiscal de la federnciónt 

"COPIAS FOTOSl'ATIC'.J\5.-SO Vl\IDR QllElll\ llL PRUDE21l'll ARBITRIO 

DEL TRilJOrOO..-De conformidad con el art1Cl1lo 217 del 

eódigo Federal de Procedlrnientos civiles de aplicación 

supletoria, el valor de las copias fotostáticas sin 

certif:f.car queda al prudente arbi.tri.o del tribunal. Por 

lo tanto, si no e>d.ste ningun indici.o de su falsedad y si 

de las constancias que obran en autos se llega a la 

convicción de su autenticidad, si debe darse les valor 

probatorio a las mismas." 135 

En relación al valor proba tor:l.o de las copias 

fotostáticas (sin certificar) ,hacen prueba plena caro lo ostablecen 
la tesi.s de jurisprudenci.~ número 115 del tribunal fi.scal de la 

federación, que 'a contiñu~ción enunciamoe:: 

"PRIJEBAS-Ll\S COPIAS FOTOSTllTICllS l\llEXAS llL IllFORKE DE lllll\ 

l\IJ1'0RIIll\D lll\CE PRUElll\ PI»ll\.- Si al lnfornc rendl.do por 

una autoridad se adjuntan copias fotostáti.cas, di.chas 

copias hacen prueba plena, ya que al anm~rse al refed do 

infame se le está dando autenticidad, confirmando que 

coinciden con las que obran en el m:pec'U ente respecti.vo, 

dicho informe l\ace las veces de certi.ficación, ya que no 

existe impedimento para que éste se haga en un docurrento 

separado, pues debe considerarse que tales copias son 

(135) Tesis 115. J.T.F.F.,1937-1985, 2a. Epoca, pág. 123 
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parte integrante del lnforme. 11 13ñ 

El crJ. terio que sostiene el tribunal de lo contencioso 

administrativo del distrlto federal, es similar, ya que consldera que 

las copias fotostáticas quedarán al prudente arbitrio del juez Y s610 

haran prueba plena, las copias fotostáticas sin certificar, de los· 

dOCUit'entos expedidos a favor de los particulares por las autoridades del 

Departamento del Dlstri_ to Federal, coroo puede ser el caso de l:f.cencias, 

giros reglamentados o autor:l.zaciones para construcción. 

5.10 Premmclones 

El derecho ha pretendido abarcar toda nanifestaci6n de la 

conducta humanda, en ordenamlentos que contengan un mínimo de 

disp:>siciones legales, sin dejar "lagunas" que se presten a concluir lo 

que no esté previsto legalmente; sin embargo, la práctica ha demostrado 

que es imposible prever en forma casuística todas las derivaciones que 

pueden emanar de un mismo acto, por cuanto a que cada ente jurídico lo 

realizará conforme a su propi.a entelequla y circunstancias. Tal acto, 

previsto o no en un ordenamiento jurídico, se reviste de indicios 

propios, los cuales generarán presunciones que pueden ser determinantes 

en la aplf caci6n del derecho. 

El derecho fiscal requiere de gran técnica para su 

aplicación, sin enbargo, no e~capa a la valoraci6n de las preBUnciones, 

sino que, por el contrario, es un elerrento prJ.ncipal en la aplicación de 

sus ordenam.i.entos. 

En efecto, una de las C'Uest:l.ones fundarrentales en materia 

procesal fiscal ante la propia autoridad administrat:lva y ante los 

6rganos jurisdiccionales, es la relativa a la apreciación de la prueba 

(136) Tesis 17.0, J.T.F.F., 1937-1905, 2a. Epoca, pág. l2ñ. 
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presuncional. 
I.os rredios de prueba son los procedi.mientos legal.mente 

autorizados o requeridos para demostrar la existencia de actos, 

hechos o situaciones a los cuales se atribuye Wla consecuend.a 

jurídica. las presunciones constituyen tmo de los rredi.os de prueba 

generalmente admitidos, salvo en los casos en que la ley limita su 

aplicación. En los juicio ante el tribunal. fiscal de la federación y el 

contencioso administrativo del distrito federal, se admiten toda clase 

de pruebas, excepto la confesional de las autoridades en el prirrero, y 

la confesional en terminas generales en el segundo, o las que fueren 

contrarias a la JrOral o al derecho. 

La prueba presuncional no debe considerarse corro espec:l.al 

y autónoma ya que sólo viene a ser una der:l.vación de las otras pruebas, 

incluidas las de derecho, las cuales siempre se de~n tener por probadas 

por la sola existencia de la ley. I.a. prueba presuncional proporciona 

solo indicios d~ verdad y precisamente por la si.stenática apreciación de 

indicios ¡x>r parte de los juzgadores, según provoquen en éstos tma neyor 

sensación de seguridad, darán la raz6n a WlB o a otra parte en los 

límites de su convicci6n lograda. La prueba presuilcional únicamente 

proporciona elementos de significación contenidos en los diversos rredios 

proba.torios que se hayan utilizado en el proceso; es pies, el resultado 

lÓgico de Wla apreciación de hechos conocidos que inducen a presumir 

cmoo ciertos otros datos no conocidos. Ia suprema Corte ha sentado 

Jurisprudencia en el sentí.do de que los Tribunales son soberanos para 

apreciar la prueba presuntiva; también ha establecido que basta que 

existan las presunciones para que las examine el juzgador sin que las 

partes las ofrezcan cano prueba y que las presunciones derivadas ¡x>r el 

juzgador deben ser respaldadas p::>r el tribunal. 

Etim:>l6gicairente presunci6n "deriva del latín, 

••praesumtio, onis, presunci6n), acci6n o efecto de presumir. conjetura o 

sospecha que se forma de una cosa." 137 

(137) Enciclopedia universal Ilustrada EUropeo-l\lrericana, Op. Cit., 
pág. 289. 
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I.a Enci.clopedia universal Ilustrada, dr.fine la presunción 

c::oroo: ''el juicio que la ley o el lv::xnbre forman sobre la verdad de una 

cosa por ltilaci6n con otra cosa diferente y cierta. I.a presunci6n es 

pues, un a~to lÓg:J co y se funda en los que regular y ordinarimoonte 

suceden." 13R 

Ia Enciclopedia Barsa, señala que "nna presunción es una 

suposici.ón. Consiste en conjeturar la existencia de un hecho desconocido 

partiendo de uno u otros conocidos." 139 

ta suprema Corte también ha establecido lo que debe 

entenderse por presunciones y al efecto señala que esta prueba, 

considerada seg(m la doctrina corro prueba artif'icial, se establece por 

medio de las consecuencias, que sucesi varoonte se deduzcan de los hechos 

por medio de los indicios, siendo necesario que éstos hechos esten en 

relación con otros; que de los unos se llegue a los otros por rredio de 

la convicción, lo que hace necesar:l.a la existenci.a de dos hechos, uno 

canprobado y el otro no manifestado aún y que se trata de demostrar, 

raciocinando del hecho conocf.do, al desconocido. 140 

(138) J<lern. 

(139) Enciclopedia Barsa, Enciclopedia Británica Publishers, IllC., 

México-Panana-Ria de Janeiro-Buenos Aires-caracas, 1981. TOmo 

xrr. pág. 2íl8 

(140) PRESCIK:I<»ns.-Esta prueba, considerada según la doctrina corro 

prueba artificial, se establece por rtedio de las consecuencias 

que sucesi VaJrente se deduzcan de los hechos por medio de los 

indicios, siendo necesario que estos hechos estén en relaci6n 

tan Íntima con otros, que de los unos se llegue a los otros 

por rredio de una oonclusi6n muy natural, por lo que es necesario 

la existencia de dos hechos, uno canproba.do y el otro no 

nanifestado aún, y que se trata de demostrar, raciocinando del 

hecho conocido al desconocido, siendo esta doctrina la adoptada 

por nuestra legislaci6n.- Tom:> III, Araiza Pr6colo, p. 1298 .. -

Tcm:l XXII, s6foro Flniliano p. 857.- 'Tbroo XVII Estrada Máximo, • 

1912.- 5alas Elias, p. 2835.- Rubio Mária Guadalupe, p. 2834.
Tesie !lo. 031, Apéndice al Taro XC:l'II del Semanario Judicia1. 
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Con base en todo lo anterior, tenEim?s que la presuncional 

es el resultado del proceso 16gico que consiste en deducir de un hecho 

conocido, otro que es desconocidor el indicio es el hecho cxmocido de 

que se parte para establecer la presunci.6n y toda la eficacia de la 

misma estriba en la inferencia que se obtiene para trascender a la 

formación legÍt:l.rna de tal presunci6n. se trata de llll acto de la nente o 

de la voluntad del hanbre. 

Las presunciones se clasifican en 1eg"a.1es, que son las 

que establece la leyr· y humanas que son las que formula el juzgador 

fundándose en hechos probados en juicio. 

tas legales se subdividen a su vez en absolutas o juris 

et de jure, esto es, de derecho y ¡x>r derecho; y las relativas o jur.ia 

tantum. 

Si la propia ley establece que cierto hecho debe tenerse 

¡x>r comprobado cuando se ha demostrado otro hecho, se trata de una 

presunción legal. En estos casos la ley establece cual es el hecho que 

debe tenerse por comprobado y cual es el hecho que debe canprobarse para 

tener el prirrero ¡x>r demostrado. 

Si la inferencia que establece la ley, al tener por 

comprobado un hecho a partir de un hecho conoc:I do, no pied.e ser 

controvertida, es decir, cuando no se admit~ Jtrobar en contra de la 

inferencia legal.Irente prescr:l.ta, se trata de una presunci6n legal 

absoluta o juris et· de jure; de otro roodo la presunción será relativa. 

Nuestra legislaci6n define la presunci6n cano la 

oonsecuencia que la ley o el juez deducen de un hecl10 conocido para 

averiguar la verdad de otro desconocido; de acuerdo con la clasificaci6n 

ya referida, la primera se llama le;ial y la segunda lrumana. 

Con base en lo que se ha expuesto, tenemos las siguientes 

definiciones, 



J.as presunciones legales son aquellas 

presuncional es Wl juicio establecido por la ley. 

cuya regla 

En las presunciones legales absolutas o juris et de jure, 

como se di.jo, la existencia jurídica del hecho o acto establecido a 

partir del indicio no puede ser contradicha. por ningún nedio de prueba.;. 

lo único que puede ser contradicl\O, es la existencia del indicio a 

partir del cual se establece la presunclón. 

I.as preSWlciones legales relativas o juris tantwn, son 

aquellas en que la existencia jud.dlca óll hecho o acto establecido a 

partir del indlclo puede ser contradicha por rredlo de pruebas 

permitidas. t.a prueba en contra puede dirigirse no sólo al indicio a 

partir del cual se establece la presunción, sino a la presunci.Ón misma. 

I.ae presunciones lrumanas se distinguen de las legales en 

que su contenido no es un juicio establecido por la ley; en que la 

prueba en contra del hecho o acto establecido puede dirigirse no sólo al 

indicio y a la prosunci ón misma, sino también al contenido de la 

presunci6n humana. 

l.a prueba presunclonal es un elemento que conforzoo a la 

ley debe utilizarse para establecer jurídicamente la existencia del 

hecho o de actos, que consiste en inferir un acto del indicio cuya 

existencia jurídica se ha establecido por algún medio de prueba, 

inferencia que se efectúa con fundrurento en tm juicio objetivo, humano o 

legal, sobre el rrodo constante y común de la conducta o de la 

naturaleza. 

Son precisarrente los indicios, que cano hechos conocidos 

deberán llevar a las autoridades administradoras de los diversos 

impuestos corro en su caso a los fotlgistrados del Tribunal fiscal de la 

Federac:i6n, del Tribunal de lo o:mtencioso Administrativo del Distrito 

Federal, de los Tribunales OJlegiados de Circuito o Ministros de la 

suprema C'!orte de Justicia de la nación, a presumir como cierto un hecho 
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desconocido, por lo que se considera de gran importancia la debida 

integración de esos indicios y tener plena conciencia de que es nruy 

importante que para aplicar tma norma jurídica concreta respecto a 

determinada hip6tesis contemplada en tm ordenamiento legal, es preciso 

partir de hechos conocidos que lleven a concluir que se está en dicha 

hip6tesis. 

ta presunción legal no representa un problema para quien 

la aplica, en virtud de que la propia ley está señalando la conclusión a 

que debe llegar el juzgador. 

Ia problenática surge cuando hablamos de las presunciones 

cuya conclusión no esta prevista en la ley, quedando al arbitrio de los 

juzgadores el tener por cierta y legal la inferencia y conclusl6n a que 

han llegado las autoridades. En efecto, salvo 71 tuen criterio, nada 

vinCUla el convencimiento del juzgador cuando la ley no establece la 

premmci6n absoluto o relativa. 

!lo obstante que nuestr-d leglslacl6n procesal admite que 

las prestmciones son medios prob.D.torioe, cabe reflexionar que las legales 

no son otra cosa que disposiciones jur{dicas vigentes y que las lu.unanas, 

son las inferencias 16gicas que obtiene el. juzgador después de razooar 

para poder dictar sentencia, y que por tanto, constituyen el 

convenc!Jniento mism:> y no un medio para llegar a él. 

5.!0.1 Ofrecimiento, admiet6n y deeahogo 

no existen reglas especiales para el ofrecimiento, 

admisi6n y desahogo de las preslDlciones, raz6n por la cual debe estarse a 
la disposiciones generales. Sin embargo, cabe anotar, que por su 

naturaleza, las presunciones no requieren ser ofrecidas expresamente por 

la parte interesada y que es suticlente que existan para ser ""31!linadae 

de oficio por el juzgador, ya que no constituyen tm medio de prueba en 
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especia1, e independiente de los otros, sino meras inferencias 16gicas, 

según lo expuesto con antelacioo. 

Tampoco se requieren diligencias especiales para su 

~ci6n y recepci6n, quedando desahogadas por su propia y especial 

naturaleza. 

5.10.2 Valoracioo de las presunciones 

las preslDl.ciones legales que no admitan prueba en 

contrario, tendrán pleno valor proba.torio. Las denés presunciones legales 
tendrin el mismo valor probatorio mientras no sean destruidas. 

El valor probatorio de las presunciones restantes quedará 

al prudente arbitrio del tribunal (arta. 23 del CFF y el 218 del CFFC). 

Final.mente, deberos recordar que en el juicio de nulidad 
para 1a va1oraci6n de los necUos de pruem., se adopta el sitema mixto con 

inclinaci6n a la libre apreciaci6n, por lo tanto, el tribunal riscal de 

la !ederaci6n y el tribunal de lo contencioso administrativo del distrito 

fedenl, es BUS salas regionales y superior, pueden valorar loo rredioe 
probatorios aportados, su libre y prudente arbitrio, respetando 

obvinmente las reglas del razonamiento 16gico y de la honestidad, 

cuidando escrupulosamente de motivar y tundar las conclusiones obtenidas. 
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COHCLUSrOllBS 



CONCLUSIOllES 

1.- uno de los motivos para la creación de los tribunales de 

lo contencioso administrativo, fué la obtención de un organismo 

imparcial para decidir las controversias entre los particulares y las 

autoridades adrmisrativas, debido a que al tramitarse los recursos ante 

la miSl!B autoridad que emitió en acto impugnado, no pod{a pensarse en una 

resoluci6n justa e imparci<tl, lo que ocurría antes del surgimiento de 

estos tribunales. 

Otra de las causas para el surgimJ en to de los tribunales 

rt.dministrativos, es la exigencia de abogados especializadoa e11 la 

mater:I a, ya que la diversidad en la legislaci6n administrativa 

existente y su constante modificación, requieren de un trabajo de 

técnica jurídica rreyor que en otras rama del Derecho. 

2. - El fundamento constitucional del tribUnal fiscal de la 

federaci6n y del tribunal de lo contencioso administrativo del distrito 

federal, es el artículo 73 fracción XXIX-H de la COnstituci6n Pol{tica de 

los Estados unidos Mex:l.canos. 

Los dos son tribuna1es de justicia delegada y no tienen 

facultades para dec:l.d:l.r sobre la inconstiucionalidad de leyes. 

3.- Si entendeac>s al proceso, caro la v:f.a juddica adecuada 

para resolver los conflictos que se suscitan entre las partes, y cano el 

medio más eficaz para lograr la paz leg!t:lma en cualqu1Pr rama dEtl 



Perecl10, en virtud de que corresponde a un 6rgano del Estado resolver en 

forma imparcial las controversias que se plantean, poderos entonces 

conceptuar al jucio de nulidad i como el proceso rredlante el cual el 

tribunal ~jerclendo la función jurisdiccional, resuelve las controversi.as 

que le plantean las partes sobre la legalidad de los actos emanadcs por 

la Adminietraci6n PÚblica. 

4.- En el juicio de nulidad existe 1ma secuencia de etapas o 

períodos, que aunque no son necesar:l.amc:mte idénticos en todo tipo de 

proceso, es indiscutible que se dan, pues en casa uno de ellos hay una 

primera etapa denaninada instrucci.6n, que comprende los actos procesales 

del tribunal, de las partes y de los terceros y en la cual se Ei.ja la 

litis, se desarrolla la actividad probatori.a y se fornulan alegatos, es 

decir, se aportan al juic!.o los elementos necesi\rios para que el Órgano 

jurisdiccional correspondiente se encuentre en. aptitud dP. dlrimfr la 

controversia que se le plante6. Tamb:l.én se presenta una segunda etapa, 

concx::ida como juicio, que enmarca los actos procesales dP.l tri.bunal 

nediante los cuales se emJ te el fallo respecti.vo. 

5.- Del análisis canparativo del tribunal fl scal de la 

federación y del tribunal de lo contencioso administrativo dol distrito 

federal, observamos las siguientes semejanzas y diferenc!asi 

Ambos tr:l.bunales administrativos son de juri sd!.cci.ón ñolpgada, 

con independencia y plena autonania para dictar sus fallos. 

Tanto el tribunal fiscal de la federación corrD el contencioso 

administrativo del distrio federal, se localizan formalmente dentro del 

Poder Ejecutivo, con cari.cter de autónaros, pero desde el p.mto de vista 

naterial, tienen tma función judicial, ya que su fW1ci6n es resolver, de 

acuerdo a nomas jurldicas las controversias que pertenecen a su 

jurisdicción y ccxrq:etencia. la canpetencia del TFF, es a nlvel Federal, y 

la del ~.ADF, es a nivel loca1,ee limÍta al Distrlio Federal. 
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Los magistrados del tribunal fiscal de la federación son 

nombrados por el Presidente de la República con aprobación del senado o 

can aprobaci6n de la Cc:rnisi6n Permanente, en caso de receso de la 

priJmra. Los magistrados del tribunal de lo contencioso administrativo 

del distrito federal, son nanbradoe por el Presidente de la República .ª 
propuesta del Jefe del DDF y con aprobaci6n de la cámara de Diputados o 

de la canisi6n Permanente en caso de rec:eso de la cámara de Diputados. En 

ambos tribunales los magistrados durarán en Bu cargo seis años, y en la 

primera seei6n anual de las salas superiores de cada trib..mal, se elegirá 

al Presidente del Tril:Alnal, quien ejercerá el cargo por un año, con la 

posibilidad de ser reelecto y formará parte de la sala superior. 

En el juicio ante el tribunal fiscal de la federación, es 

de aplicaci6n supletoria el c&ligo federal de procedimientos civiles. 

Ante el tribunal de lo contencioso administrativo del distrito federal a 

falta de disposici6n expresa, se aplicará el c6digo de procedimientos 

civiles para el distrito federal, en materia fiscal, la Ley de Hacienda 

del DDF y el c6digo fiscal de la federac16n. 

6.- El proceso ante el tribunal fiscal de la federación 

consta de: l) Demanda, 2) contestación, 3) Cierre de instrucción, 

sefialando un término de cinco dina para formular alegatos por escrito, y 

4) Sentencia. Sin tanar en cuenta que puede existir ampliación de la 

demanda, más su respectiva ccnteetaci6n, y el desahogo de las pruebas que 

además de la docmrental, que por su naturaleza se desak:qa con su sola 

exibic16n, ee lmyan aportado. Resulta un proceso que dura 150 días 

hábiles, sin aunar, los 90 d{ae hábiles nás, para el caso de existir 

an¡>liaci6n de la demanda y de su contestación respectivas, mis los días 

que reeul ten de sumar loe acuerdos de trámite. 

En el tribunal de lo contencioso administrativo del 

190 



distrito federal, el proceso consta de tr.es etapas: la. Denanda, 2a. 

constaci6n y Ja.. Audiencia de recepción, desahogo y va1oraci6n de 

pruebas, alegatos y sentencia. Es nn proceso m.iy corto que dura 45 d{as 

hábiles, y en caso de existir gran número de constancias, se contarán 

diez días rrás para dictar sentencia. 

Al ser esto as{, considero que deben irodlficarse los 

términos ante el TFF, ya que actual.Irente son miy largos y un juicio tarda 

nrucho en resolverse. 

7 .- las sentencias del TFF y del TC".ADF, pueden pronuncar 

la nulidad lisa y i1ana de una resolución impugnada, por causas de 

incompetencia de la autoridad o por inexacta aplicación de la ley; la 

nulidad para efectos, por falta de fundamentación y motivación o por 

violaciones al procedimiento; y por Últi.m:>, pued~n reconocer. la validez 

de la resoluci6n impugnada. Pero siempre confonne a la 1:1 tia planteada. 

e.- Dentro del juicio ante el Tr.ADF existen las flguras 

de: la suspensi6n del acto impugna~o, que da protección los 

particulan~fl', ya que se pretende nantener las cosas en el mismo estado 

hasta que se reb'llelva la controversia, esta suspensión del acto 

reclamado será otorgada por el misrro tribunal al admitir la demanda y nn 

caoo en otros juicos, en los cuales quien otorga la suspensión no es el 

órgano que conoce de la controversia: también existe la figura de la 

suplencia de la demanda deficiente, otra muy importante es la defensorla 

de oficio, con la cual las clases carentes de recursos, pueden lograr que 

se les inlJarta justicia de manera gratuita, rápida y expedita. 

Otro elBTCnto importante en este juicio, es que el 

particular puede acudir a este tribunal, sin haber agotado los recursos 

ordinarios previos, ya que la I.~.ADF, establece cano optativos los 

recursos que establezcan las leyes, excepto en materia de la ley de 

Hacienda. 
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9.- Toda demanda de anulaci6n debe contener ciertos 

requisitos de substancia y de forma. l.os pdmeros consisten en que se 

impugne una resolución administrati.va, que esa resolución quede 

comprendida en los supuestos de competencia del tri.bunal de que se trate, 

que la presentaci.ón del libelo se realice en ti.empo, y la ausencia de 

alguno de ellos da lugar al desechamiento de la demanda por improcedente .. 

Y.os segundos revistP.n de formalidad a la demanda, y tales requisi.tos son: 

que la promoción contenga todos los elenentos requeridos por la ley, es 

decir, que se presente por escrito, señalando el nanbre y domicllio del 

demandante, la resolución que se impugna, la autoridad o autoridades 

demandadas o el nombre y domicilio del particular cuando el juicio lo 

promueva la autoridad, los hechos que den motlvo a la demanda, las 

pruebas que se ofrezcan, la expresión de los agravios que cause el acto 

impugnado y, el nombre y domlciHo del tercero interesado, C"Uando lo 

haya; que se anexen los documentos: donde se acredite la personalidad, 

cenote el acto impugnado o copla de la instancla no resuelta, constand.a 

de la notificación del acto impugnado y, las pruebas que se ofrezcan. Ia 

ausencia de estos requisitos origlna que se prevenga al actor para que 

subsane la irregularidad, apercibido que de no hacerlo en el tiempo 

señalado, se desechara la demanda, salvo el caso en qu~ la i.rregularidad 

se cometió en el ofrecimiento de prueb."ls, donde sólo se tendrán p::>r no 

ofrecidas las pruebas que no se ofrecieron correctanente. 

10.- El nocla de sentar jurisprudencia ante el TFF, se 

reformS el 5 de enero de 1908 y entró en vigor a partir del 15 de enero 

de ese mismo año, adaptandolo al esquema de lmpartición de justici.a que 

suprimi6 el recurso de revisión del que concx::{a la sala superior y de 

cuyas resoluci.ones derivaban la mayoría de los criterios 

jurisprudencla:les, pues si bien pod{a establecerse juri.sprudencia al 

resolver contradicci6n de tesis sustentadas por las salas regionales, o 

bien, al fallar el recurso de queja i.nterpuesto en contra se sentencias 

de dichas salas, lo cierto es, que en la segunda época del TFF, que 

corrpnmde del lo. de agosto de 1978 hasta el 14 de enero de 1988, se 

establecierón 322 jurisprudencias, de las cuales, 308 correspondterón al 

procedimlento de reiteracion de tesis al resolver el recurso de revisión. 
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la sala superior del tribunal fiscal de la federaci6n es 

el 6rgano encargado para fijar y rrodificar la jurisprudenci.a, la cual 

será obligatoria tanto para las salas regionales como para la propia 

sala superior, según se desprende del prirrer párrafo del artf.culo 2ñl, 

que al referirse a la jurisprudencla establecida p;>r contradicci.6n de 

tesis o del presedente que debe prevalecer, se determina que la 

jurisprudencia será obligatoria para el tribunalr por ello afirmamos que 

la jurisprudencia es obligatoria no sólo para los órganos 

jerárquicamente inferiores, sino también para la propia sala superior. 

I.a jurisprudencia se puede formar rrediante dos 

procecUmlentos: El de reiteraci6n de criterios y el de contradicci6n de 

tesis. 

El primero se produce cuando al_ resolver juicios con 

caracteristicas especiales a que se alude en el articulo 239 bis del 

c6digo fiscal de la federaci6n, la sala superior sustente la misma tesis 

en tres resoluciones no interrumpidas ¡x>r otra en contrario, siempre y 

cuando el criterio se apege a la jurisprudencia que, en su caso, hayan 

formado los tribunales del Poder Judicial de la Federación. Revisten 

características especiales, los juicio en que el valor del negocio 

exceda de cien veces el salario m!niro general vigente para el área 

geográfica del Distrito Federal elevado al año, as{ cxm:> aquellos otros 

que pa~ su resoluci6n sea necesario establecer por primera vez, la 

interpretaci6n directa de una ley o fijar el alcance de los elem.:!ntos 

constitutivos de una contribuci6n; en estos casos la sala superio~ se 

sustituye a la sala· regional únicamente para el efecto de dictar la 

resoluci6n definitiva, pues el periodo de instruccJ.6n sigue 

correspondiendo a las salas regionales r y 

la otra forne de constituir jurisprudencia, es nediante 

las resoluciones de la sala superior que diluciden la contradicci6n de 

tesis determinando la que deba prevalecer, ples si bien en los articulos 

260 y 261 se ha distinguido entre los casos de contradJ.cci6n de 

sentencias y los de precedentes, en P.sencia ambos supuestos ae 1'."Qfieren 
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a la contradicci6n de criterios sustentados en las sentencias o en los 

precedentes respectivos. una diferencia práctica entre ambos supuestos 

consiste en lo siguiente: Fn cuanto a la contradlcción de sentencias se 

requiere de la formulación de la denuncia por cualquiera de los 

magistrados del tribunal, la Secretnrfa de Hacienda y crécUto público o 

las partes que intervin:l.eron en los juicio de que se trate, en el caso. 

de los precedentes, la sala superior puede establecer de oficio la tesis 

que deba prevalecer sin necesidad de denuncia de contrncticci6n alguna r 

lo anterior no significa que en el caso de cont.radlcci6n de precedentes 

no se pueda plantear la contradicci6n correspondiente por la secretaría 

de Hacienda, cualquiera de los magistrados del tribunal o las partes que 

intcrvinf.eron en los juicios en los cuales se sustentaron los 

precedentes relativos. 

Cabe mencionar que este procedimiento de integraci6n de 

jurisprudencia es el más relevante a partir de la reforma de 198A, pues 

prácticarrente todas las jurisprudencias establecidas en esta tercera 

épcx:a del tribunal han sido nediante este sistema de contradicci6n de 

tesis. 

las tesis contenidas en las sentenclas que dicten las 

salas regionales tienen el carácter de precedentes para la propia sala 

que los haya sustentado, y para las demás salas regionales s6lo cuando 

se hayan publicarlo en la Revista del Tribunal Fiscal ~ la Federaci6n. 

También constituirán precedentes las tesis establecidas por la sala 

superior al resolver los juicios con características especiales a que 

alude el artÍC\llO 239 bis, siempre que se (:Albliquen en la rrencionada 

revista. 

se puede establecer jurisprudencia en el caso do 

contradicción de tesis sustentadas en precedentes de sala regional y de 

sala superior, ya que en los artículos 260 y 261 no se distlngue por el 

legislador el tipo u origen de precedentesr sin embargo, del texto de 

los artfC\llos citados, no se advierte que la sala superlor pueda 

establecer jurisprudencia en el caso de contradiccJ.6n de precedentes 
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emitidos por ella misma, lo cual no deja de ser una incongruencia, ya que 

en el segundo párrafo del art!CUl.o 259 se establece que la las tesis 

sustentadas por la sala superior al actuar como órgano de primera 

instancia o sustituto de las salas regionales, "constituirán precedente 

para el tribunal." 

Al ser esto as{, estimainos que seria conveni.ente una 

aclaración al texto de la ley para introducir como otro supuesto para 

establecer juri.sprudencia, el caso de la contradicción de precedentes 

sustentados por la sale! superior. 

Para la rrodificación de la juri.sprudenci.a en este tribunal 

no se requiere de mayores requlsi tos ya que ba.stará c¡ue o.ialqulera de los 

magistrados de la sala superior o de alguna de las salas regionales 

proponga a la sala superior la modificac:f.ón de la. jurisprudencia, cuando 

estime que hay razones fundadas que lo justifiquen, y la resoluclón 

positiva será la que prevalezca. 

Ante el tribunal de lo contenci.oso administratjvo del 

distrf.t:O federa1,1a jurisprudencia la crea la sala superior dictando cinco 

resoluciones o sentencias ejecutorias ininterrumpidas por otra en 

contrario, aprobadas por el voto de cuatro magistrados en el mismo sentido, 

éste ti¡:o de sentenc:f.as se da al resolver el recurso de revistan, o al 

resol ver la contradi.cclón entre sentencias de la sala superi.or o de las 

demás salas que integran este tribunal en su caso. 

11.- En materia procesal se advierte con clar:f.dad el destacado 

papel que desen;:ieñan las pruebas, pues de su eficacia dependerá el 

sentí.do de la resoluci6n que concluye el juicio. 

I.a eficacia de las pruebas, tamblén se eno1entra en razÓn 

directa de la posibilidad rrayor o rrenor que el derecho ofrezca a las 

partes litigantes para rendir toda clase de pruebas. un régirren jurídico 

justo tiende a perfeccionar el proceso, ya sea admini.strativo o 

jurisdJ.ccional, por rredio del cual se dem.iestren los hechos sujetos a 
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controversia tal y CCJmJ acontecieron, lo que implf.ca que las partes 

pactrán disponer de todos los medios y elerrentos que las cf.encias y la 

técnica ofrezcan para llevar al c:onoclmiento del ju?..gador l'.1 verdail de 

los hechos. 

12.- El objeto de la actividad probatoria es acercar al 

juzgador cuantos 1=tlementos objetivos se consideren pertinentes e id6neos 

para crear en su entendimlento la convlccl6n acerca de los puntos 

controvertidos, por lo tanto, los tred:los probatorios son dirijidos, no a 

las otras partes del jui.cio, sino al juzgador para darle la posibili.dad 

jurídica de emit:l.r un fallo justo. Verdad y convicción no slempre 

coinci.den, sln embargo, lo deseable es que en toda sentenc!.a coincidan, 

para lQg"rar que en toda resolución, haya no sólo adecuación al tP.xto de 

las normas jurídicas aplicables, sino tambi.én y antes que nada, 

hnpartid.ón de justicia, que el objet:l.vo fundaroontal del Derecho. 

13.- r.os neU.os de prueba en wateria procesal son comunes 

para todas las ramas del derecho; sin embargo, el punto de vista de su 

apreci.acifu y valoración puede diferir según la especi.alidad en la que se 

desarrollo el proceso. 

14.- En el juicio de nulidad, observamos que la carga de 

la prueba corresponde. en princip:l.o, al particular, en razón de la 

presunci.ón iuris tantum de la legali.dad del acto administrativo. Esta 

constituye W\a singular caracterlst:lca del juicio contencioso. 

Sin embargo, lo anterior, no quiere decir que la autoridad 

quede relevada total~nte de probar que el acto admin:l.strati vo ha sido 

legalrrente emitido.fa autoridad tiene ante todo, la carga de demostrar 

que el acto que de ella enanó, es legí tirro. 

El particular, pretenderá demostrar ante el tribunal, que 

el acto de autoridad es inf1mdado o ileg{ti.mo i:orque los hecl10s en que se 

aJX)ya, se apreciaron de fOcrm lnc:orrecta, o ro re apego a derecho al enitirlo 

Mientras que la autoridad tratará de demostrar que el acto impugnado si 
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se ajusto a Derecho. 

15.- Si torraroos en cuenta que el objeto de las pruebas 

son los hechos acerca de los cuales versa la lltis, concluireioos la 

importancia de relacionar las probanzas con estos hechos y as! lograr la 

finalidad de la funci6n jurisdiccional, esto es, · la irnpartición de 

justicia. Por lo tanto, estinem:Js vitctl que en el julclo de nulidad se 

relacionen los hechos con todas las pruebas que se aporten, desde el 

ofrec:f.miento de las mismas, a Un de llegar a la aprec:f.acion correcta ñe 

los 11P-Chos, poniendo aI juzgador en contacto directo con lo que habrá de 

d:f.lucidar, y obtenfp.ndo caoo consecuencia que su arbitr:f.o este nñs cerca 

de la verdad legal. situación que ti.enrie a evitar el orrecimi.ento y 

desahogo de pruebas fnút:f.les que traerían dilación al proceso. 

16.- Para el ofrecimiento de las p~uebas en el juicio de 

nul.idad, a diferencia de otros procesos, no hay un período especial en 

que puedan proponerse los rredios de prueba que se consideren adecuados 

para probar los puntos controvertidos, y por regla, se ofrecen en los 

escritos que fijan la litis. t.a P..xcepc:f.ón a esta regla se dn. en el caso 

de pruebas supervenientes, las que pueden ser ofrecidas y exhibí.das en 

cualquier nanento anterior a la sentencia 

Hecho el ofrecimiento de los meCios de prueba por las 

partes, el magistrado instructor puede: admitirlos, desecharlos, o 

requerir al proponente para que los exhiba dentro del plazo conced:f do, 

bajo apercibimiento que de no cumplir con lo requerido, se tendrán por 

no ofrecidos. 

En cuanto a la adm:f sión de las pruebas en el jui.cio de 

nulidad, no se establecen Umitac:fones, pero debelros tener en 

consideración que son admisibles úntcamente las pruebas pertinentes, es 

decir, las que son susceptibles de trascender al sentido del fallo porque 

están {ntirnanEnte relacionadas con los puntos controvertidos y pueden 

crear convicc:f.ón o certeza en el juzgador. 
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También son inadrdsibles las pruebas inút:J.les, que son las 

aportadas con la finalidad de probar hechos, derecho o afinnac:J.ones que 

no son objeto de la litis, pues aún en el supuesto de obtener un 

resultado positivo, no tendrían ef:J.cacia en el proceso. 

Deberos rrencionar también, que no serán admitidas las 

pruebas contrarias a la rmral o al derecho, en virtud de su prohibici6n 

en el articulo 150 de la I.ey de Amparo, y en los artí.culos 278 y 29A del 

CPCDF. Son contrarios al derecho, los rredi.os de prueba que estan expresn 

o tácitarrente prohibidos en la ley, en este caso, la confesional a cargo 

de las autori.dades (en términos generales ante el Tf'.ADF) Y rrediante 

absoluci6n de ¡::osiciones ante el TFF, también tienen esta caracterf.stica, 

los hechos notori.os, los. que gozan de una presunsi6n legal jure et de 

jure, etc. 

Sin embargo, para la añmf si6n de las pruebns, no es 

suficiente que sean pertinentes, útiles, morales y legales, sino que es 

indispensable que el oferente cumpla con los requt.sitos fonnales que se 

establecen para su ofrecimiento, es decir, que las pruebas documentales 

se anexen a la demanda o contestación; r¡ue trátandose de periciales o 

testimoniales se preci.sen los puntos objeto de la prueba, as{ coroo los 

nanbres y domicilio de los mismosr que se presente por escrito firmado 

por el proponente el cuestionario que deberán desahogar los peritos, etc. 

Para el desahogo de los ~ios probatorios, no existen 

reglas generales, sino disposiciones particulares para cada especie de 

prueba, atendiendo a la naturaleza propia de cada tma de éstas. 

17.- El magistrado instructor, podrá ordenar la práctica 

de dil:l.gencias para rrejor proveer que te013an relación con los puntos 

controvertidos. Excepcf.onalm::!nte nl juzgador puede optar por asumir tma 

iniciativa probatoria a través de estas dilfgendas, cuya lcg:J.tf.midad se 

encuentra prevista en las normas de derecho posiUvo. Esta actitud es de 

carácter pi~nte discrecinal que el juzgador puede o no ejercer, sin 

que puedan las partes solicitarla, ya que la misma suprema Corte de 
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Justicia, en jurisprudencia definida ha sostenido que las dlligencias 

para nejor proveer no constituyen un derecho de las partes en el proceso. 

]8.- Dada la naturaleza del juicio de ntllidad, es a otras 

pruebas, sobre todo a las dOCUirentales públicas en las que se centra la 

mayor atención del juzgador, pasando muchas veCes inadvertidas las 

presnnciones, cuestión que nos inquieta dada la importancia que para el 

resu1.t:.ado del iuir.i.o puede tener el considerarlas cono rredios de prueba, 

y no caooter injusticias pensando que son apreclaciones Subjetivas del 

juzgador, puesto que ·tanta injusticia aignlficarfo. hacer caso atrl so de 

éstas, COITO el E!llplearlas mal. 

19.- Com:J sabemos, la apreciaci6n de las pruebas por el 

juzgador, debe ajustarse; al sistema libre, cuya principal 

car.acterística es, no limitar la admisión de la• pruebas, dando ampli.a 

libertad para ofrecer y admitir todas las que p.ledan crear. convicción en 

el juzgador y al misroo tiempo otorga amplias facultades al juzgador, para 

que decida cada caso, segÚn su pi:'udente arbitri.o. El otro sistema a que 

puede apegarse el juzgador, es el legal o tasado, donde lA norma jurídica 

establece el alcance y la fuerza probatoria de cada medio de prueba, el 

cual debe aplicarse rigurcsarrente y sin excepción, siendo intrascendente 

el convencimiento perGonal que el juzgador obtenga de la actividad 

probatoria desarrollada en el juiclo. Y por Últirro tenerros el sistema 

mixto, que es el adoptado en la leg:fslación procesal rooxicana, con 

tendencia a la libertad de apreciaci6n, donde se tiene preaente la 

necesidad de certeza jurídica con el hecho de sat:er cual es el valor 

probatorio de las pniebas que pueden aportarse al juicio, sin olvidar la 

libre apreciaci6n que tiene el juzgador para decidir, corro se desprende 

sin lugar a dudas en el juicio de nulidad, del hecho de considerar 

admisibles, toda clase de pruebas, salvo las 1:1.mitaciones que ya 

enuncia100s. Y por otro lado, sólo concede pleno valor pi:cbatorio, a la 

confesión expresa de las partes, a las presunciones legales que no 

admiten prueba en contrario (jure et de jure), a los hechos afirma.dos por 

la autoridad en docurrentos públicos, dejando al prudente arbJ.trio del 

juzgador el grado de eficacia probatoria de los derrés elementos de 
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convicd.ón aportados en e1 juict.o. En efecto, tanto el CFPC comJ el 

CPCDF, en sus articulas 197 y 424 respecti.vrurente, contienen esta i_dea, 

concediendo ambos preceptos, amplia 1ibertad para hacer la valoración y 

el análisis de las pruebas rendi.das, señalando la excepción de aprecf.ar 

librerrente las probanzas desatendi.endo a los preceptos que las 

reglarrentan, c:x:m la fina1idad de que su fallo responda a la reaU.dad que 
se deduce de las constancias de autos y con 

convi.cción acerca de los hechos debatidos. 

ellas se advierta una 

El artf.culo 234 del CFF, se pronunci.a en este mismo 

sentido al señalar que "cuando ¡:or el enlace de las pruebas rendidas y 

las presunciones formadas, el Tri.bunal adquiera: convicción distinta 

acerca de los hechos materia del U tigio, podrá no sujetarse a los 

preceptos del eódigo, pero deberá entonces fundar cuidadosamente esta 

parte de la sentenc!.a." 

De las preceptos antes citados, debetoos conclui.r que la 

libertad en la apreciación de los nedios prob.."\torios no indica que el 

juzgador ra?.on~ arbitrarla.trente, si.no que hasta para proceder as!, 

deberá anteponer el derecho, la léx]ica y la experiencia. 
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